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DE LA PASIÓN A LA JUSTICIA: LOS MEDIOS Y LA COMISIÓN NACIONAL 
DE REPARACIÓN Y RECONCILIACIÓN EN COLOMBIA. 

 

INTRODUCCIÓN 

 

Los conflictos alrededor del mundo no son una novedad. A diario se desatan 

miles y miles de enfrentamientos en diferentes lugares. Retrato de ello es el 

conflicto que por años se ha desarrollado en Colombia y que aún hoy parece 

no tener salida. 

El  presente documento aborda inicialmente un capitulo en el que se realiza la 

síntesis de la investigación realizada, los partes metodológicos y demás 

aspectos importantes que permiten entender a cabalidad el desarrollo de la 

misma. 

Posteriormente se desarrollan los conceptos fundamentales para el abordaje 

del tema pasando por los capítulos correspondientes al estudio documental en 

el que se indagó por las experiencias de Sudáfrica y Centro América hasta 

llegar a Argentina y Chile entre otras. Luego se inicia el estudio de la Comisión 

Nacional de Reparación y Reconciliación en el contexto Colombiano, capitulo 

en el cual se hablará no solo de la creación de esta entidad sino que dará paso 

al desarrollo de la investigación en cuanto a los temas de impacto mediático se 

refiere para culminar con una serie de recomendaciones y conclusiones que 

propenden por optimizar su labor. 

Es importante destacar la razón del titulo de esta investigación. Una de las 

muchas razones por las que se ha dado origen a las comisiones de la verdad 

en el mundo es por que los gobiernos nacionales o la comunidad internacional 

han visto la necesidad de diseñar un mecanismo formal que permita que las 

víctimas encuentren en la justicia una forma de menguar el dolor por los 
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crímenes a los que se han visto enfrentados, por ello el titulo de esta 

investigación es de la pasión a la justicia, porque las comisiones de la verdad y 

en este caso la Comisión nacional de Reparación y Reconciliación han querido 

funcionar como mecanismos que faciliten que la pasión y el dolor que podría 

ser expresado en una matanza continua se encauce a través del acceso a la 

justicia, la verdad y la reparación permitiendo la construcción de la futura 

reconciliación nacional. 
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1. EL CONFLICTO COLOMBIANO: LA INVESTIGACIÓN DESDE LA 
ACADEMIA. 

 

Como parte del desarrollo académico y teniendo en cuenta el momento 

histórico que Colombia ha enfrentado con la desmovilización de los grupos de 

autodefensas se dio inicio a la  presente investigación la cual se realizó no solo 

para optar al titulo de Comunicadora Social para la  paz de la Universidad 

Santo Tomás sino como la posibilidad de indagar a profundidad sobre un tema 

coyuntural para la realidad nacional y por tanto para el desarrollo profesional 

de los Comunicadores para la Paz de esta institución. 

Si bien el proceso de negociación con las AUC y  el de la aplicación de la ley 

de Justicia y Paz ha traído consigo toda la controversia y la aparición de un sin 

numero de publicaciones, no existe una sola que se refiera al impacto de la 

labor de la CNRR. 

Por esta razón y teniendo en cuenta el vacío en la literatura académica con 

respecto a esta temática y la importancia de vincular a la comunidad en 

general  en un proceso de tan alta trascendencia se hizo necesario realizar 

este estudio, el cual busca responder la pregunta: ¿cuál ha sido el impacto 

mediático de la Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación y su 

proceso en relación con las experiencias internacionales con instituciones 

similares? 

Para tal efecto se  realizó este  proceso  investigativo desde la academia, 

entendiendo que es este un espacio de discusión y desarrollo del libre 

pensamiento, el cual determinó los alcances y limitaciones de la actividad de la 

CNRR, cuyos  resultados, facilitaron no solo realizar recomendaciones que 

optimicen su labor, sino que de alguna forma permitieron comparar la 

experiencia Colombiana con las que han sido desarrolladas alrededor del 

mundo en casos  similares. 
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Es por esto que como objetivo principal de la investigación se propuso la 

generación de estrategias que permitieran medir los alcances y limitaciones de 

la labor de la CNRR, en su tarea como ente que propende lograr procesos de 

verdad, justicia y reparación en el marco de la justicia transicional Colombiana 

los cuales permitirán realizar una comparación de esta experiencia con las 

desarrolladas en el mundo. Para alcanzar esta meta se hizo necesario 

proponer la aplicación de  entrevistas  a profundidad a miembros de los 

diferentes medios de comunicación Colombianos, que permitieran medir  el 

alcance mediático de la CNRR, ya que no existe hasta el momento estudio 

alguno que de cuenta de la percepción que tiene la opinión  pública acerca de 

la labor de la Comisión, este estudio permitirá  Identificar las limitaciones de la 

CNRR en su trabajo de difusión y sensibilización en las diversas zonas del 

país. Teniendo en cuenta la novedad de la Comisión en el contexto 

Latinoamericano, se realizará una comparación entre la experiencia 

colombiana y las demás desarrolladas alrededor del mundo en casos similares 

generando recomendaciones que faciliten y mejoren la labor de difusión y 

sensibilización de la CNRR. 

Esta investigación se desarrolla en el marco de las investigaciones cualitativa y 

cuantitativa teniendo en cuenta la flexibilidad que ofrece la primera en la que 

los diseños a implementar pueden ser elegidos en cualquiera de las etapas del 

proyecto. 

Por ello se tomaron herramientas de la investigación documental entendiendo 

que este estudio permite realizar comparaciones históricas, fundamentales ya 

que “el estudio comparativo y el estudio histórico están profundamente 

entrelazados. El punto de vista histórico conduce al estudio comparativo de las 

sociedades. No podemos comprender ni explicar las fases por las que ha 

pasado toda nación occidental moderna, ni la forma que asume hoy día, 

únicamente en relación con su propia historia nacional” (Valles, 2003:45).  
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Para estos efectos se tuvieron en cuenta documentos escritos, entre ellos 

todos los documentos oficiales de las administraciones públicas: informes y 

estadísticas oficiales en general. Y los artículos publicados en la prensa 

escrita, así como documentos visuales como lo son  fotografías y  video 

existentes acerca del tema. 

Esta división fue tenida en cuenta tanto para medir los alcances de la CNRR 

como para realizar el estudio comparativo entre la CNRR y otras entidades 

similares. Otra de las herramientas  fue  la entrevista a profundidad la cual  se 

abordó desde la perspectiva de Miguel Valles, (Valles, 2003) quien afirma que 

este tipo de metodología resulta bastante útil si se tiene en cuenta que es una 

de las formas con la que los seres humanos nos encontramos mas 

familiarizados.  

Continuando en esta línea, se realizó una propuesta de entrevista a 

profundidad abordada desde la elaboración de un guión abierto, el cual 

permitió mantener sobre la mesa los temas más relevantes a abordar durante 

la entrevista, pero que no se opuso a la introducción de otras preguntas que 

surgieron durante el desarrollo de la misma. 

Este tipo de herramienta permitió la evaluación sobre la percepción acerca de 

labor de la CNRR por parte de diferentes actores, facilitando el estudio de los 

alcances y limitaciones en cuanto al impacto de la comisión se refiere. 
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2. DESDE EL PARAMILITARISMO HASTA LA COMISIÓN NACIONAL DE 
REPARACIÓN 

 

Existen dos temas fundamentales que deben tratarse en este aparte para 

entender el proceso de investigación, ellos son  el conflicto Colombiano desde 

el proceso de negociación con las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC) 

entendiendo que fue la desmovilización  y negociación de estos con el 

gobierno de Álvaro Uribe Vélez  la que dio origen a la ley de justicia y paz y por 

ende a la creación de la Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación, 

CNRR, y el papel de las Universidades en esta coyuntura, entendiendo que en 

estas instituciones se forman los profesionales del mañana y quienes deben 

ser partícipes de los procesos de la realidad Colombiana. 

Por su parte, el movimiento paramilitar en Colombia empezó a gestarse a 

principios de los años 80’s como respuesta de algunos hacendados a los 

continuos hostigamientos de la guerrilla, quienes en una oportunidad 

secuestraron a Martha Nieves Ochoa, hija del clan de los Ochoa, una de las 

familias con mas miembros en el cartel de Medellín, este hecho se considera el 

detonante para la creación de  grupos de campesinos armados que se 

encargaban de proteger los terrenos de narcotraficantes  de la época.  

“Narcotraficantes como Pablo Escobar Gaviria y 

Gonzalo Rodríguez Gacha, quienes lideraron la compra 

masiva de predios rurales, crearon los primeros grupos 

en defensa de sus propiedades como, por ejemplo, el 

MAS en el Magdalena Medio, sobre todo en Puerto 

Boyacá” (El comienzo: los años del MAS 19 de octubre 

de 2008.) 

Tras encontrar en el narcotráfico una forma efectiva de financiación, las 

autodefensas se fortalecieron e iniciaron una ola de matanzas por todo el país, 
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aunque hubo un periodo de tiempo en el que muchos de los grupos intentaron 

una desmovilización. Durante el gobierno de Cesar Gaviria varios miembros de 

las Autodefensas decidieron acogerse a la justicia  y obtener una rebaja de 

penas gracias a una confesión voluntaria. 

Este proceso de fortalecimiento continuó hasta 1997 cuando Carlos Castaño 

logro unificar los grupos que operaban por todo el territorio conformando lo que 

finalmente se llamarían Autodefensas Unidas de Colombia.  Desde ese 

momento hasta el 2002, época en  la que   

“la disminución de las víctimas de masacres se 

relaciona, en primer lugar, con la conducta asumida por 

las autodefensas que, tras haber logrado la 

consolidación de su dominio en amplios territorios, dejan 

de recurrir a la violencia masiva e indiscriminada y, en 

segundo lugar, con el repliegue de las guerrillas en 

escenarios regionales donde la Fuerza Pública logra 

retomar la iniciativa en la confrontación armada.” (La 

expansión: el nacimiento. 19 de octubre de 2008.) 

Con este panorama llegaron las AUC a la mesa de negociación, siendo un 

actor armado sin derrotar decidieron sentarse y redactar el acuerdo de Santa fe 

de Ralito (diferente al pacto de Ralito) mediante el cual las AUC aceptaban 

entrar en negociaciones con el Gobierno Nacional y cuyo propósito sería “el 

logro de la paz nacional, a través del fortalecimiento de la gobernabilidad 

democrática y el restablecimiento del monopolio de la fuerza en manos del 

Estado.” (Acuerdo de santa fe de ralito…2005) 

Sin embargo y como era lógico, esta negociación debía contar con un marco 

jurídico que la respaldara, dando origen a la ley 975 de 2005, (Anexo 1) más 
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conocida como ley de justicia y paz la cual dio origen a la Comisión nacional de 

Reparación y Reconciliación. 

Es aquí donde se hace necesario abordar el papel de las instituciones 

académicas, en especial de las Universidades siendo estos centros de 

formación de profesionales los cuales no pueden ser ajenos a la situación del 

país.  

Es importante resaltar que, luego de años de experiencia educativa, la 

universidad latinoamericana ha marcado la diferencia gracias al movimiento de 

reforma universitaria, el cual se inició en 1918 en Argentina promulgando 

principios de autonomía, Cogobierno, Extensión universitaria, Acceso por 

concursos y periodicidad de las cátedras, Libertad de cátedra, cátedra paralela 

y cátedra libre Acceso masivo y gratuito, Vinculación de docencia e 

investigación Inserción en la sociedad y rol de la universidad Solidaridad 

latinoamericana e internacional Unidad obrero-estudiantil (Barros et al., 1918) 

hecho que ha incentivado la resistencia  social estudiantil sobre todo durante la 

época de las dictaduras  que azotaron al  continente.  

En Colombia  al igual que en la gran mayoría de países,  desde su creación las 

universidades han jugado un papel muy importante como actores de la realidad 

nacional, es en las academias donde se han forjado los pensadores y 

transformadores del futuro, fue allí donde se gestaron muchos de los 

movimientos sociales hoy existentes y donde nació la “séptima papeleta”, el 

movimiento estudiantil que luego de las muertes de varios lideres políticos, 

entre ellos Luis Carlos Galán, Carlos Pizarro Leongomez y Bernardo Jaramillo 

convocó a la “marcha del silencio” e inició una serie de reuniones en las que se 

buscó una salida a la crisis en la que se encontraba el país por cuenta del 

accionar de grupos, principalmente financiados por el cartel de Medellín y 

Pablo Escobar, logrando la inserción de una séptima papeleta durante las 
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elecciones del año 1990 que buscaba el llamado a una asamblea 

constituyente. 

Actualmente, y luego de décadas de conflicto, el país se encuentra inmerso en 

varios procesos simultáneos con los que se busca dar por terminada la 

confrontación armada  e iniciar un proceso de justicia transicional que permita 

iniciar el camino hacia la verdad, la justicia y la reparación, entre ellos el mas 

significativo, el de Justicia y Paz iniciado por los Paramilitares. Sin embargo, 

dicho proceso no  fue objeto de una discusión pública en la que se vieran 

involucrados los diferentes estamentos de la sociedad, entre ellos las  

Universidades y no porque de haberlo hecho estas se hubiesen opuesto, sino 

porque el tratamiento jurídico en el caso de la alternatividad penal, solo por dar 

un ejemplo, debió someterse al debate público a posteriori para no dejar el sin 

sabor que en este momento se genera en varios de los estamentos de la 

sociedad, de ahí la importancia de generar esta investigación desde el interior 

de la Academia. 

Con la creación de la  ley 975 de 2005, para afrontar esta coyuntura, se creo 

también la Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación, que en adelante 

se denominará CNRR, la cual propende por garantizar los derechos de las 

víctimas. Sin embargo aunque ya han pasado casi cuatro años de su creación 

y  casi tres desde que empezó a operar aún no se ha realizado un documento 

que permita determinar los alcances de esta en su labor Pro víctimas. 
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3. ABC DEL PROCESO DE JUSTICIA Y PAZ EN COLOMBIA: 
HERRAMIENTAS CONCEPTUALES. 

 

Para entender esta investigación es necesario abordar algunos conceptos que  

aclararán el proceso que se lleva a cabo a través de la ley 975 de 2005 

también conocida como ley de justicia y paz, ya que es en el marco de esta ley 

en el que nace la CNRR. (Anexo 2) 

El primer concepto que debe abordarse para comprender este proceso es el de 

Justicia transicional, el cual según el Centro Internacional Para la Justicia 

Transicional  es  

“una respuesta a las violaciones sistemáticas o 

generalizadas de derechos humanos. Su objetivo es el 

reconocimiento de las víctimas y de la promoción de 

posibilidades de paz, reconciliación y democracia. La 

justicia transicional no es una forma especial de 

justicia, sino una justicia adaptada a sociedades que 

se transforman a sí mismas después de un período de 

violación generalizada de los derechos humanos.” 

(¿Que es La justicia transicional?, 2007.)   

En  el contexto Colombiano, al iniciarse la ronda de negociaciones con las 

Autodefensas Unidas de Colombia, (AUC) debía implementarse un marco 

jurídico que diera garantías no solo al grupo que se desmovilizaba, sino a sus 

víctimas, razón por la cual se instaura, en el contexto de un proceso de justicia 

transicional, la ley 975 de 2005 mediante la cual “se dictan disposiciones para 

la reincorporación de miembros de Grupos Armados Organizados al Margen de 

la Ley, (GAOML) que contribuyan de manera efectiva a la consecución de la 

paz nacional y se dictan otras disposiciones para acuerdos humanitarios (Ley 

975 de 2005.)  
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Mediante esta ley el grupo que se desmoviliza, en este caso las AUC, se 

comprometía a desmovilizarse, desarmarse, confesar todos sus crímenes, 

reparar a las víctimas con todos sus bienes e ir a la cárcel por un periodo de 

entre cinco y ocho años, según lo estableció el artículo tercero de la ley que 

aborda el tema de la alternatividad de la pena. 

En medio de esta legislación resulta de gran importancia definir el concepto  de 

Víctima, el cual es abordado por La comisión Nacional de Reparación y 

reconciliación definiéndola  como  

“todas aquellas personas o grupos de personas que, a 

razón o con ocasión del conflicto armado interno que 

vive el país desde 1964 hayan sufrido daños 

individuales o colectivos ocasionados por actos u 

omisiones que violan los derechos consagrados en 

normas de la Constitución  Política de Colombia, del 

Derecho Internacional de los Derechos Humanos, del 

Derecho Internacional Humanitario y del Derecho Penal 

Internacional, y que constituyan una infracción a la ley 

penal nacional.” (Comisión Nacional de Reparación y 

Reconciliación, 2007:2)   

Mediante el proceso de identificación, captura y sanción de los responsables, 

el estado y sus entes territoriales garantizan el derecho a la Justicia,  el cual 

permitirá a las víctimas acceder  a la verdad, al proceso de reparación del daño 

infringido y facilitará la generación de estrategias de no repetición de los 

hechos victimizadores. 

Pero la justicia no solo comprende los aspectos anteriormente nombrados. La 

ley también contempla como hechos de justicia el trato digno para las víctimas 

por parte de los funcionarios públicos que tengan a su cargo la atención de las 
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mismas, la protección de su intimidad y garantías de seguridad para la víctima 

y su familia.  

Otro de los derechos que se debe garantizar a las víctimas  es el de La 

Reparación Integral el cual desde la CNRR consiste en “dignificar a las 

víctimas mediante medidas que alivien su sufrimiento, compensen el 

sufrimiento, compensen las pérdidas sociales, morales y materiales que han 

sufrido y restituyan sus derechos ciudadanos” .” (Comisión Nacional de 

Reparación y Reconciliación, 2007:5) 

Es importante tener en cuenta que este concepto no puede desligarse del 

concepto de justicia transicional el cual prevé además el esclarecimiento de la 

verdad, la reconstrucción de la memoria histórica, y demás aspectos que 

conforman la integralidad externa así como los aspectos concernientes a las 

reparaciones colectivas e individuales y las reparaciones materiales y 

simbólicas las cuales conforman la integralidad interna, es decir los 

componentes deben verse como un todo. 

Por esta razón también deben tenerse en cuenta las siguientes formas de 

reparación las cuales se contemplan dentro del proceso de verdad, justicia y 

paz:  

 

• La restitución: este tipo de reparación busca generar las condiciones 

necesarias para regresar a la víctima al estado anterior al hecho 

victimizador. 

• La indemnización: este concepto consiste en compensar, generalmente 

mediante un monto de dinero, los daños de los que se fue víctima.  

• La rehabilitación: consiste en brindar ayuda profesional alas víctimas ya 

sea de tipo jurídico, psicosocial o  médico.  
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• La satisfacción o compensación moral: hace referencia a la  ejecución de 

actividades que propendan por restablecer la dignidad de la víctima y la 

difusión de los hechos ocurridos. 

• Las garantías de no repetición: este tipo de reparación comprende todas 

aquellas acciones dirigidas a evitar  que las víctimas vuelvan a ser objeto 

de violaciones e infracciones de los derechos humanos.  

 

En el marco de la reparación integral es importante abordar el concepto de 

verdad. En teoría, las víctimas tienen derecho a conocer los hechos por los 

cuales son víctimas, sin embargo la verdad es un término “relativo”. Por 

ejemplo  podría decirse que la verdad  tiene que ver no solo con lo que en 

realidad ha ocurrido sino con lo que los seres humanos consideramos justo.   

Pero dicho concepto es mucho más amplio  ya que existe un vínculo 

sumamente complejo  entre verdad y política, entendiendo que es un proceso 

político, el de justicia y paz, el que nos congrega en esta discusión. 

Hanna Arendt  pone sobre la mesa la discusión entre la verdad y el poder, 

sobre la cual se concluye  que “la verdad factual o de hecho, es vulnerable 

frente a los embates del poder, éste anula sin consideración al hecho mismo, lo 

modifica, lo transforma hasta hacerlo desaparecer de la memoria colectiva” 

(Pressacco, 2006:125).    

Sin lugar a dudas  la Ley de justicia y paz tiene un gran reto frente al derecho 

de las víctimas a la verdad ya que en el confluyen varios actores políticos que 

pueden manipular los hechos a su conveniencia sin importar el beneficio de 

alternatividad penal al que acceden al acogerse a este proceso.  

La verdad no puede ser un elemento que se maneje al antojo de los 

versionados, la verdad debe ser un elemento que permita resarcir el dolor de 

las víctimas y abrir el camino hacia la reconciliación nacional. No se puede 
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seguir jugando con el dolor de cientos y miles de familias que se vieron 

obligadas a transformar sus estilos de vida por el accionar de los grupos 

armados al margen de la ley, el  gobierno debe garantizar el acceso a la 

verdad para que el proceso haya valido la pena. 

Sin embargo no sirve de mucho ahondar en el concepto mismo de verdad sino 

en sus consecuencias para con el proceso de Justicia y Paz que se viene 

adelantando en el país. ¿Hasta que punto la verdad  dignificará a las víctimas? 

¿Es necesario que las víctimas conozcan todos los detalles de los crímenes 

para iniciar un verdadero proceso de reconciliación o por el contrario las 

minucias crean un sentimiento de rabia y rencor entre las víctimas?, ese es 

otro de los retos a los que se enfrenta la CNRR, cuyas características se 

asemejan a las de las comisiones de la verdad,  como garantes de las víctimas 

del acceso a la justicia y por ende a la verdad.   

Aunque técnicamente no existe una definición de comisiones de la verdad en 

tratados internacionales u otros  documentos,  la experiencia habla de 

organismos creados por entes oficiales con el fin de investigar hechos en los 

que se presume ha habido graves violaciones de derechos humanos y el cual 

debe entregar un informe que incluya recomendaciones tanto para la no 

repetición de estos hechos como para generar una política que abra los 

caminos hacia la reconciliación. 

Natalia Springer afirma que las comisiones de la verdad buscan “contribuir al 

diagnóstico detallado que conduzca a la identificación de las causas originales 

del conflicto y de las estrategias para restituir y compensar a las víctimas y 

para evitar que hechos similares tengan lugar en el futuro”. (Springer, 2001) 

Han sido tantas las experiencias en cuanto a comisiones de la verdad se 

refiere que ha sido necesario clasificarlas en “generaciones”, no 

necesariamente por los periodos de tiempo en las que se han desarrollado sino 

por las condiciones contextuales de las que han hecho parte. 
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La primera generación nace no por la voluntad política de los mandatarios de 

hacer frente al pasado de sus naciones sino como resultado de la presión 

internacional, razón por la cual estas comisiones operaron en contra de la 

voluntad política de los gobiernos que le dieron origen caracterizándose por su 

bajo perfil y porque su mandato fue tan reducido que no les fue posible indagar 

por la totalidad de los crímenes (Springer, 2001) 

La segunda generación de comisiones de la verdad se destacan por haber 

contado con periodos de mandato mucho mas amplios y porque lograron la 

creación de lazos de cooperación con la rema judicial, haciendo que los 

informes se convirtieran en fuertes argumentos en los juicios a los que dieron 

lugar.  

La tercera generación se destaca por casos como el de Sudáfrica, la cual se 

caracterizó por la alta participación de los diferentes estamentos de la sociedad 

y por el alto presupuesto asignado para su funcionamiento. Dicha comisión, a 

pesar de las limitaciones es reconocida como uno de los ejemplos exitosos 

debido al tratamiento que se le dio a las violaciones masivas de derechos 

humanos. 

La cuarta generación sin duda es la que mayor competencia tiene en el caso 

Colombia ya que según las experiencias internacionales estas han sido 

instauradas en países que aún se encuentran en confrontación armada, y en 

los cuales se habla de casos de barbarie asimétrica, es decir, casos en los que 

existen múltiples actores o perpetradores proporcionalmente responsables de 

las atrocidades cometidas (Springer, 2001) 

Sin duda este es el caso Colombiano donde coexisten varios actores, Las 

Autodefensas, la Guerrilla (las FARC y el ELN) y los agentes del estado 

(Fuerzas Armadas) y cuyas responsabilidades no han sido aceptadas en la 

totalidad de los  casos y teniendo en cuenta que la confrontación armada 

persiste. 
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De ahí la importancia de la participación activa de la sociedad civil ya que 

como se ha dicho, las comisiones de la verdad  tienen como propósito 

fundamental la reconstrucción de la memoria histórica de la sociedad no solo 

para garantizar la no repetición de los eventos violentos sino para abrir la 

brecha hacia la reconciliación nacional, proceso en el que deben participar 

todos los estamentos de la sociedad. 

Sin lugar a dudas la CNRR se encuentran enmarcadas en las comisiones de 

cuarta generación pero la labor de esta entidad se ampliara en capítulos 

posteriores. Otro de  los conceptos que debe ser tenido en cuenta es el de 

Reconciliación el cual debe comprenderse “tanto como una meta como un 

proceso a largo plazo de personas o sociedades, encaminado a construir un 

clima de convivencia pacífica basado en la instauración de nuevas relaciones 

de confianza entre los ciudadanos y las instituciones del estado y entre ellos 

mismos, así como la profundización de la democracia, con la participación de 

las instituciones y la sociedad civil” (CNRR, 2007:12)  

El concepto de reconciliación no debe asociarse ni con el de impunidad ni con 

el de olvido, este concepto hace referencia a la re significación del pasado 

entorno  a la construcción de un futuro en el que tengan cabida todos los 

actores de la sociedad comprometidos con la reestructuración de la misma 

evitando futuros conflictos violentos, “la reconciliación en su versión mas 

avanzada propicia una forma de memoria social en donde una experiencia 

traumática colectiva no converge desde dos perspectivas irreconciliables-

víctimas y violadores-, sino que aparece en una forma integral.” (Springer, 

2001: 99) 

Sin embargo este  proceso presenta varias dificultades. El proceso de acceso a 

la verdad resulta complejo por la falta de voluntad de los procesados para 

avanzar en el mismo. Muchas de las versiones libres se dilatan y duran 
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semanas y meses enteros sin que los acusados reconozcan la totalidad de los 

crímenes.  

Por otro lado y teniendo en cuenta que al avanzar los procesos judiciales se 

debe llegar a los incidentes de reparación, en los cuales el victimario entrega 

una serie de vienes mueble e inmuebles para reparar a sus victimas, se ha 

descubierto que muchos de ellos han  sido vendidos tres y cuatro veces,  

dificultando la recuperación del mismo y haciendo del proceso de restitución de 

bienes un proceso sumamente engorroso. 

A estas situaciones se debe sumar el hecho que el país aún se encuentra en 

confrontación armada, por lo cual resulta casi imposible otorgar garantías para 

el retorno en  los  casos en que las víctimas  recuperen sus predios y deseen 

regresar. 

Estas y muchas otras situaciones hacen que el proceso de reparación y el de 

reconciliación se vea cada ves mas lejos ya que no se puede concebir un 

proceso de reconciliación cuando las víctimas no han sido reparadas en 

ninguno de los sentido contemplados por la ley.  

Por esto uno de los grandes retos de la CNRR radica en la formulación de 

política pública que aminore este tipo  de obstáculos en el camino de las 

víctimas hacia la restitución de sus derechos y la optimización de herramientas 

para generar verdaderos procesos de reconciliación nacional, aún cuando el 

país continúe en medio del conflicto. 
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4. ¿LA VERDAD AL DESCUBIERTO? LAS COMISIONES DE LA VERDAD 
EN EL MUNDO 

Las Comisiones de la Verdad en el mundo se han desarrollado en contextos 

diversos, pero sin lugar a dudas todas responden a la misma necesidad: Dar 

respuesta a los hechos sucedidos en un periodo de tiempo especifico en el que 

se dieron graves violaciones a los Derechos Humanos, no solo porque se haga 

necesario para la reconstrucción de la sociedad sino porque solo así las 

familias de las víctimas menguaran el dolor de su pérdida e iniciaran el duelo 

necesario para encaminarse hacia la reconciliación. 

En el mundo se han presentado graves casos de violación a los Derechos 

Humanos, por esta razón resulta necesario   ahondar en estas experiencias las 

cuales dieron lugar a las que se han generado en América Latina. 

A continuación se abordarán las experiencias más representativas debido tanto 

a su impacto histórico, en el caso de Sudáfrica, como por las similitudes con el 

conflicto Colombiano, en el caso de  Sierra Leona. 

 

4.1 LA SEGREGACIÓN RACIAL: EL CASO DE SUDÁFRICA 

Sin lugar a dudas para abordar cualquiera de las comisiones de verdad en este 

documento, se hace necesario empezar por contextualizar la coyuntura de 

cada país. 

En el caso de Sudáfrica, es importante resaltar que durante décadas, este país 

del continente africano, el cual a pesar de la colonización británica y en 

algunos sectores Francesa, cuenta con una  población mayoritariamente 

negra, la cual se vio altamente agredida por el fenómeno del Apartheid.(Anexo 

3) 
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El resquebrajamiento de este sistema implantado en Sudáfrica empezó a 

finales de la década de los ‘80 y principios de la de los ‘90, la resistencia 

interna se hacía cada vez mas fuerte y las relaciones diplomáticas de este país 

estaban en su peor momento ya que el mundo se negaba a hacer negocios 

con un país que mantenía la gran parte de su población en condiciones de 

pobreza y privada de sus derechos cívicos.  

Debido a estas grandes dificultades, el dos de febrero de 1990 el Presidente F. 

W. de Klerk anunció el levantamiento en la prohibición del funcionamiento de 

los partidos políticos y las organizaciones que contaban con restricción, 

iniciando el camino hacia la transición.  

Fue así como se inició el proceso de negociación con la disidencia armada y 

luego de un año se realizó la Convención por una Sudáfrica Democrática 

(Convention for a Democratic South África, CODESA), en la cual se propuso 

una asamblea constituyente, la cual permitió que se llegara a la construcción 

de una constitución provisional  la cual fue sancionada por el parlamento el 18 

de Diciembre de 1993, abriéndole el paso a las elecciones de 1994.  

Sin Lugar a dudas, el Gobierno entrante tenía grandes retos, entre ellos 

 “poner en práctica el acuerdo sobre amnistía y corregir 

las desigualdades en el acceso a la educación, la tierra 

y el empleo, el establecimiento de un tribunal de 

reclamación sobre tierras, el reacondicionamiento del 

sistema educacional, un programa de reconstrucción y 

desarrollo y la integración de los servicios 

gubernamentales, incluidas las fuerzas nacionales de 

seguridad” (FEDEFAM, 2001) 
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Como parte de la “ley de promoción de la unidad nacional y la reconciliación” 

se creo la Comisión de la verdad y reconciliación la cual se encuentra 

integrada por 17 miembros y con sedes en Johannesburgo, Durban, East 

London Y Ciudad del Cabo, la cual es la sede nacional.  Para su operación se 

establecieron tres comités: Amnistía, Reparación y Rehabilitación y Violaciones 

de Derechos Humanos. 

Para alcanzar los objetivos propuestos por el Gobierno a través de la ley que 

creó a la Comisión de la Verdad y la Reconciliación se llevaron procesos 

similares a los que hoy realiza la CNRR en Colombia, tales como la 

elaboración de un formulario de declaración el cual era registrado en las sedes 

de la Comisión. 

Se conformó un comité de investigación que determinó las zonas y los 

acontecimientos históricos que merecían atención, mientras que el área de 

indagaciones facilitó la corroboración de las declaraciones hechas por los 

declarantes, llegando así a las primeras audiencias públicas en el año de 1996 

en la ciudad East London.  

Es importante destacar algunas de las dificultades que produjo  la puesta en 

marcha de esta comisión: 

• En Sudáfrica se hablan cerca de once idiomas, así que el equipo encargado de 

tomar las declaraciones se encontraba compuesto por miembros de diferentes 

áreas de la sociedad que hablaban la totalidad de estos idiomas, sin embargo 

aunque el declarante usara cualquiera de estos idiomas para poner en 

conocimiento los hechos, la declaración debía registrase en Ingles en aras de 

la uniformidad de la base de datos. 

• Se recibieron mas de 20.000 declaraciones. sin embargo en muchos de los 

casos por ausencia de documentación probatoria no se pudo dar conclusión al 

mismo. 
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El Comité de Reparaciones y Rehabilitación tenia a su cargo “recomendar al 

gobierno políticas en relación con las medidas que deberían tomar para otorgar 

una reparación a las víctimas de violaciones graves de los derechos humanos” 

” (FEDEFAM, 2001) 

Estas recomendaciones fueron presentadas ante el Gobierno Nacional, sin 

embargo, para el año 2001 aún no habían sido ejecutadas. 

Aún con todas estas limitantes se considera, según la Comisionada Mary 

Burton, que la comisión, si bien no pudo dar respuesta a todos los casos 

presentados si desempeño un papel fundamental en el proceso llevado a cabo 

en Sudáfrica, sobre todo en lo que a materia de verdad y difusión de esta se 

refiere, pues fue posible que “las audiencias se celebraran en todo el país, en 

pequeños pueblos rurales, así como en las principales ciudades. Estuvieron 

acompañadas por una cobertura sorprendentemente completa de los medios 

de comunicación, sostenida durante todo el periodo.”  (FEDEFAM, 2001) 

Diversos documentos escritos sobre el proceso llevado a cabo en Sudáfrica,  

manifiestan la importancia de los medios de Comunicación en el proceso de 

difusión de la verdad ya que a pesar que en muchas ocasiones el cubrimiento 

de los medios de este proceso transmitió percepciones negativas, logró que 

fuera innegable la verdadera magnitud de los hechos ocurridos. 

 

4.2 CUALQUIER PARECIDO CON LA REALIDAD COLOMBIANA ES PURA 
COINCIDENCIA: EL CASO DE SIERRA LEONA. 

 

El caso de sierra leona tiene como detonante el año de 1991, en ese año se 

termino de configurar el accionar del Frente Unido Revolucionario,  FUR, un 

grupo conformado por disidentes al mando de Foday Sankoh, y cuyo objetivo 

principal era derrocar al gobierno sin importar los métodos, aunque cuenta con 
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un trasfondo de corrupción y de luchas por el control de las minas de 

diamantes presentes en la región. (Anexo 4) 

Con la claridad de la meta principal, el FUR enfocó sus ataques contra la 

población civil, utilizando terribles herramientas de tortura, la mutilación, 

violación y desmembramiento estaban a la orden del día, eso sin contar con la 

altísima tasa de reclutamiento de menores. 

Según datos de diferentes ONG’S presentes en la zona, tras mas de siete años 

de enfrentamientos se alcanzaron descomunales cifras 

 “Más de la mitad de la población, estimada en 4,5 

millones, se ha visto obligada a desplazarse. Entre 

20.000 y 75.000 personas han sido asesinadas y varios 

millares mutilados. Los desplazamientos de la 

población, la fuga de intelectuales y la destrucción de 

escuelas ha exacerbado la crisis educativa en el país, 

que tiene un índice de alfabetización de 

aproximadamente un 20 por ciento.” (La guerra civil en 

Sierra Leona…s.f.) 

Luego de años de presión internacional,  miembros del gobierno y del FUR 

firmaron un acuerdo de paz en el que se aprobaba una amnistía total sobre 

todos los crímenes realizados desde 1991 pero con la posibilidad de crear una 

comisión de la verdad que investigara la realidad de los hechos y permitiera 

abrir el camino hacia la reconciliación, dicha comisión finalizó labores en 

octubre de 2004, y  “completó sus trabajos, entre otros ofrecer un recuento 

histórico imparcial de lo que ocurrió durante la guerra, prevenir la reiteración de 

las violaciones o los abusos experimentados y atender a las necesidades de 

las víctimas” (Secretario General de las Naciones Unidas…2005.) 

Sin embargo, dada la gravedad de los crímenes cometidos, no solo se logró la 

apertura de la Comisión de la verdad y la reconciliación sino que en noviembre 
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de 1996 la Organización de las Naciones Unidas instauró el tribunal especial 

para sierra leona, el cual tiene como objetivo juzgar los crímenes de lesa 

humanidad ocurridos durante la guerra civil. 
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5. ¿LA HISTORIA ES ESCRITA POR LOS VENCEDORES?: LA 
EXPERIENCIA  LATINOAMERICANA 

 

La historia de las comisiones de la verdad  en América latina no puede 

desligarse  de los hechos por los cuales se ha originado. 

En este continente se vivieron procesos dictatoriales en un mismo espacio de 

tiempo: entre los años 50 y 80, periodo en el cual miles y miles de personas 

que en términos generales, hacían parte de la oposición, fueros detenidos y 

desaparecidos por parte de los diferentes gobiernos de la región. (Anexo 5) 

Estos hechos dieron origen a las diversas  comisiones que han propendido por 

el esclarecimiento de los hechos ya que como es evidente, muchas de estas 

personas no solo fueron  asesinadas sino además fueron víctimas de otros 

vejámenes. 

Los casos más representativos son los de Uruguay, Chile, Argentina, El 

Salvador, Guatemala y Perú. Sin embargo en Colombia, por  ejemplo, se han 

llevado a cabo otro tipo de procesos a nivel histórico, Similares al que se 

encuentra desarrollando la CNRR en la actualidad y  que al igual que esta 

busca el esclarecimiento de los hechos aunque en medio de otro contexto 

histórico. 

A continuación se presentarán los casos latinoamericanos de mayor relevancia 

no solo por los hechos que allí fueron juzgados, sino por el momento histórico 

que atravesó America Latina durante su desarrollo: 
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5.1 UN MAL TANGO: LA HISTORIA DE LA DICTADURA ARGENTINA 
CONTADA POR LA CONADEP 

 

Luego de la detención de María Estela Martínez de Perón  el 24 de Marzo de 

1976,  una Junta militar asumió el poder en Argentina imponiendo el 

Autodenominado “Proceso de Reorganización Nacional”  plan que lejos de 

contribuir a la disminución de la deuda del país la duplicó.  

En medio de este panorama los militares que se encontraban a cargo iniciaron 

una campaña en la que “la Junta Militar impuso el terrorismo de Estado que, 

fuera de enfrentar las acciones guerrilleras, desarrolló un proyecto planificado, 

dirigido a destruir toda forma de participación popular” (La dictadura militar en 

Argentina…s.f.) 

El régimen cayó en el año de 1983, gracias a la crisis que enfrentó el gobierno 

militar tras la pérdida de la guerra de las Malvinas (1982) y el déficit en el que 

se encontraba la economía debido a varios años de malversación de fondos.  

Estos eventos sirvieron para que se gestara un movimiento opositor al que la 

Junta Militar no pudo acallar ya que los hechos eran innegables, haciendo que 

entregaran el poder a la sociedad civil de la mano de Raúl Alfonsín, con el que 

se creó la Comisión Nacional Sobre la Desaparición de Personas, CONADEP, 

la cual tenía como objetivo “investigar la suerte de los detenidos-desaparecidos 

y determinar lo sucedido como una medida de aportar al resurgimiento de la 

democracia” (Portilla, 2003). 

Sus funciones permitían que esta recibiera las denuncias sobre 

desapariciones, específicamente sobre secuestros sin hallazgo de cuerpos 

durante  el funcionamiento de la Junta Militar. 

Tras nueve meses de ardua investigación, tiempo que según el decreto/ley 187 

de 1983 de la República Argentina, se tenia previsto como su periodo de 
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funcionamiento, la CONADEP, publicó su informe “Nunca Mas”: informe de la 

comisión nacional sobre la desaparición de personas, en el que determina la 

desaparición de 8.960 personas, aclarando que no es una cifra definitiva ya 

que muchos de los casos aún se encuentran en etapa de investigación.  

De igual forma el documento presentado por CONADEP relata los diferentes 

vejámenes de los que fueron víctimas los ciudadanos Argentinos entre 1976 y 

1983 en los 340 centros clandestinos de detención que logró ubicar la 

comisión, los cuales se encontraban dirigidos por altos mandos de las fuerzas 

armadas del país. 

Es importante resaltar que la CONADEP realizó, dentro de su documento, un 

capitulo de recomendaciones, las cuales promueven la verdad, justicia, 

reparación para las víctimas y garantías de no repetición así como la abolición 

de cualquier legislación represiva.  

 

5.2  LA TRISTEZA AUSTRAL: LA COMISIÓN DE LA VERDAD EN CHILE 

El contexto chileno no difiere mucho en relación a las demás dictaduras del 

continente. Para el año 1970 Salvador Allende se postulo como candidato 

presidencial como representante del partido Unidad popular, una coalición que 

reunía a los principales partidos socialistas-comunistas de Chile. 

Con su llegada al poder se implantaron una serie de medidas económicas que 

incluían la nacionalización de empresas y la aceleración de una reforma 

agraria que permitiera la redistribución de la riqueza.  

Estas medidas no fueron del agrado del gobierno Estadounidense que en ese 

momento se encontraba a cargo de Richard Nixon y quien se encargo de 

patrocinar un boicot en contra del gobierno chileno con la restricción de 

créditos externos y la solicitud de un embargo del cobre producido por ese 

país, una de las industrias mas sólidas para ese momento. 
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Todo este panorama contribuyó para que el 10 de septiembre de 1973 las 

Fuerzas Armadas se Acuartelaran y decidieran tomar el poder por la fuerza.  

Se creo la figura de Junta de Gobierno, conformada por los Altos Mandos de 

las Fuerzas Militares y quienes exigían la entrega inmediata del poder por parte 

de Allende, quien luego de un ataque por aire y tierra se suicido en el palacio 

de la moneda. 

Luego de la posesión de la Junta de Gobierno inicia un proceso de tortura 

justificada  en un probable atentado contra Pinochet por lo que miles de 

opositores al régimen fueron torturados. 

El régimen instauro un sistema represivo cimentado en la tortura justificada en 

un plan constante de la izquierda para acceder al poder, el cual permaneció 

vigente hasta 1988, año en el que el gobierno de Augusto Pinochet se sometió 

a un plebiscito nacional con el que se buscaba que, a través de una 

herramienta democrática, Pinochet se  perpetuara en el poder al menos por 

ocho años mas, sin embargo los resultados resultaron adversos para sus 

aspiraciones por lo que “el pueblo de chile eligió como Presidente a Patricio 

Aylwin, miembro de la oposición, quien había anunciado su compromiso 

ineludible con la defensa de los derechos humanos” (Portilla, 2003) 

Como respuesta al compromiso adquirido con el pueblo chileno, Aylwin creó 

bajo el decreto Supremo N° 355 de 25 de abril de 1990 la Comisión Nacional 

de verdad y reconciliación.  

Dicha comisión tenía por objeto “establecer un cuadro, lo mas completo 

posible, sobre los graves hechos de violación a los derechos humanos, sus 

antecedentes y circunstancias” (CNVR, 1991) 

En su mandato recibió mas de 3.400 casos y tuvo acceso a cientos de bases 

de datos de Organismos de Derechos Humanos y de Asociaciones de 

Desaparecidos. 
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Es importante resaltar que, como la mayoría de las comisiones esta no tuvo 

alcances judiciales y mediante el decreto que la creo se le prohibió 

pronunciarse en cuanto a responsabilidades individuales ya que se considera 

esta una obligación de los tribunales de justicia, razón por la cual en los relatos 

que se encuentran consignados en el informe se habla de fuerzas o grupos 

responsables. 

Al igual que la Comisión Nacional de reparación y Reconciliación en Colombia, 

la Comisión de la Verdad en Chile debía realizar una serie de 

recomendaciones dirigidas a la reparación de las víctimas, la prevención y la 

continuación de las investigaciones inconclusas. 

De esta forma contemplo en el campo de las reparaciones la necesidad de 

realizar reparaciones simbólicas que permitieran dignificar públicamente a las 

víctimas a través de monumentos y actos culturales que favorecieran el clima 

de reconciliación. 

De igual forma se logró que la declaración realizada ante la CNVR se 

constituyera en un documento suficiente para acceder al aparato judicial.  

Por otro lado, se contemplaron una serie de beneficios tendientes al 

mejoramiento de la calidad de vida de los familiares de las víctimas, entre ellas 

la creación de un programa de becas académicas para los hijos de las víctimas 

menores de 35 años, capacitaciones en programas técnico – laborales entre 

otros beneficios. 

De igual forma consideró importante la adecuación de las políticas nacionales 

de acuerdo con los estatutos internacionales de Derechos Humanos, 

garantizando así el correcto funcionamiento del sistema judicial como garante 

de los derechos de los ciudadanos y de las Fuerzas Armadas como entes a 

cargo de la protección de la población civil. (CNVR, 1991) 
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5.3 DE LA LOCURA A LA ESPERANZA: LA EXPERIENCIA DEL 
SALVADOR 

 

Luego de años de confrontación política entre los partidos de izquierda y 

derecha y con el creciente descontento de la población civil por el manejo de 

sus gobernantes, hace que a finales de la década de los ‘70 y principios de los 

‘80 se inicie la confrontación armada entre el Ejercito institucional del gobierno 

Salvadoreño y el Frente Faraundo Martí para la Liberación Nacional, dando 

inicio a un periodo que se caracterizará por “la instauración de la violencia de 

manera sistemática, el terror y la desconfianza en la población civil” (CVS, 

1993)  

Este enfrentamiento se caracterizó por el resquebrajamiento del país gracias a 

la división que se dio entre la extrema derecha y la extrema izquierda, la 

población civil no tenía un punto medio, o se era miembro de la guerrilla o se 

era miembro de los llamados “escuadrones de la muerte”, grupos paramilitares 

financiados por terratenientes y cuyos miembros eran para entonces miembros 

activos de las fuerzas militares Salvadoreñas, sólo que vestidos de civil. (Anexo 

6) 

Los hechos violentos se repitieron hasta principios de los 90’s cuando gracias a 

la mediación de los gobiernos vecinos y a la ONU, se logra la intervención del 

Secretario General de esta Organización, Javier Pérez de Cuellar, quien 

consiguió instaurar una mesa de negociación entre las partes. 

Gracias a los acuerdos de Chapultepec, documentos mediante los cuales las 

partes llegaron a un acuerdo, se logró no solo la depuración de las fuerzas 

armadas y un nuevo modelo educativo para sus miembros que permitiera tener 

como prioridad el respeto de la población civil sino que además permitió la 

creación de la Comisión de la verdad para este país teniendo en cuenta que 

“su vocación y su esencia eran la búsqueda, el encuentro y la publicación de 
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esa verdad en los hechos de violencia realizados por tirios y troyanos. 

(Comisión de la verdad para el Salvador, 1993)  

La puesta en marcha de esta Comisión supuso varios desafíos, ya que los 

decretos que permitieron su funcionamiento propendían por aclarar los hechos 

sin importar el actor que los hubiera perpetrado o la gravedad de los mismos 

ya que ante todo lo que se buscó fue “que esa paz nueva esté fundada, 

levantada, edificada sobre la transparencia de un conocimiento que diga en 

público su nombre.” (CVS, 1993)  

Es importante resaltar que así como la Comisión debía realizar las 

investigaciones pertinentes para esclarecer los hechos, también debía generar 

recomendaciones, que según el decreto de su creación, las partes se 

encontraban obligadas a cumplir. 

Con el fin de responder no solo a las investigaciones pertinentes sino de 

articularlas con las transformaciones políticas y sociales que sufrió el país 

durante el conflicto, la Comisión dividió el periodo a investigar (1980 – 1990) en 

cuatro periodos. 

Como una forma de garantizar el total acceso a la verdad, la Comisión no solo 

contó con acceso ilimitado a todo tipo de Documentación sino que fue 

autorizada para que en su informe final se revelaran los nombres de los 

perpetradores de los diferentes crímenes. 

Como informe final de la Comisión se presento el documento 

 “De la locura a la esperanza: la guerra de los doce años 

en el Salvador” el cual evidencio los casos de violación 

de los derechos Humanos no solo de los miembros del 

Frente Faraundo Martí para la Liberación Nacional sino 

de los miembros de las Fuerzas Armadas Salvadoreñas. 

De igual forma publicó una serie de recomendaciones 
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“tendientes a lograr la reconciliación nacional, 

erradicación de las causas estructurales directamente 

vinculadas con los hechos examinados, y reformas 

institucionales para prevenir la repetición de hechos 

semejantes” (Portilla, 2001:77) 
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6. COLOMBIA Y EL CAMINO HACIA LA RECONCILIACIÓN: CREACIÓN DE LA 

COMISIÓN NACIONAL DE REPARACIÓN Y RECONCILIACIÓN. 

 

Como ya se ha dicho en capítulos anteriores, En el marco de la negociación de 

paz instaurada en Ralito (Córdoba) con las Autodefensas Unidas de Colombia, 

y el Gobierno Nacional en cabeza del presidente Álvaro Uribe Vélez, debía 

diseñar una herramienta jurídica que no solo beneficiara a los victimarios con 

penas alternativas por los crímenes cometidos, sino que además garantizara el 

acceso a la reparación integral a las víctimas.  

De esta forma nace la ley 975 de 2005 o también llamada ley de justicia y paz. 

Dicha ley no solo dicta “las disposiciones para la reincorporación de miembros 

de grupos armados organizados al margen de la ley que contribuyan de 

manera efectiva a la consecución de la paz nacional y se dictan otras 

disposiciones para acuerdos humanitarios” sino que además mediante su 

articulo 50 permite la creación de la Comisión Nacional de Reparación y 

Reconciliación, la cual se encuentra conformada por el Vicepresidente de la 

República, o su representante, Eduardo Pizarro Leongómez  quien además la 

preside, la procuraduría general, el ministerio del interior y de justicia, el 

ministerio de hacienda y crédito público, la defensoría del pueblo, dos 

representantes de Organizaciones de víctimas y el director de la red de 

solidaridad social. Además de ello, la comisión se creo para tener una vigencia 

de ocho años. 

Si bien esta no es precisamente una comisión de la verdad, las experiencias 

internacionales de estas instituciones fueron tenidas en cuenta para la creación 

de esta Comisión la cual  tiene por objetivos crear las condiciones propicias 

para la futura conformación de una comisión de la verdad, garantizar a las 

víctimas el acceso a la justicia no solo para el esclarecimiento de los hechos 

sino para la restitución de sus derechos. Además es de su competencia la 
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presentación de un informe que evidencie las razones del surgimiento de los 

grupos armados y su evolución. 

De igual forma la Comisión debe  hacer las recomendaciones pertinentes para 

la formulación de políticas públicas que propendan tanto por la consecución de 

la paz nacional como para la no repetición de los hechos violentos. 

Debido a la extensión del territorio nacional la Comisión nacional cuenta con 

sedes regionales: Antioquia, la cual hace presencia en ese departamento y en 

los municipios del eje cafetero; la regional centro la cual hace presencia en 

Bogotá, Cundinamarca, Tolima y Boyacá; la sede de Sincelejo, la cual tiene a 

su cargo el departamento de Sucre y el  de Córdoba; la Regional Nororiente la 

cual es responsable de los departamentos de Santander y Norte de Santander, 

Arauca y las sub regiones: Sur de Bolívar, Sur del Cesar y Magdalena Medio; 

la sede de Barranquilla la cual tiene a cargo los departamentos del Atlántico y 

Magdalena; la regional Putumayo; la regional del valle del Cauca la cual hace 

presencia en este departamento y en el de Cauca; Regional de pasto para el 

departamento de Nariño; la regional de Valledupar dispuesta para la atención 

en los departamentos del Cesar y la Guajira; La regional Cartagena para el 

departamento de Bolívar; La regional Quibdó para el pacífico Colombiano y 

finalmente la regional Villavicencio para los departamentos de Meta, Caquetá y 

Guaviare.(Anexo 7) 

La sede nacional cuenta con una estructura que aunque dividida en grupo 

coordinador y dirección ejecutiva resulta transversal para el proceso y cuyas 

principales dependencias son: (Anexo 8) 

El área de Desarme, Desmovilización y Reinserción la cual tiene como objetivo 

“determinar si se están creando las condiciones para la paz, la reconciliación y 

el funcionamiento del Estado”. (CNRR, 2006) Para lograr este objetivo esta 

área  realiza un monitoreo permanente para determinar si existe rearme por 

parte de los grupos ya desmovilizados o si se trata de bandas emergentes que 
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no tienen vínculo alguno con los grupos desmovilizados. De igual forma, tiene 

entre sus funciones realizar los estudios pertinentes que permitan entender las 

dinámicas del desarme, la desmovilización y la reinserción sobre todo en el 

aspecto local. 

La información recolectada por esta área no solo nutre el trabajo realizado por 

la Comisión sino que además sirve como insumo para el trabajo realizado por 

la Misión de Apoyo al Proceso de Paz y para la Organización Internacional 

para las Migraciones. 

DDR ha  diseñado cinco líneas de acción a desarrollar en los próximos dos 

años: “Línea de acción 1. Estudios sobre la desmovilización parcial y el rearme. 

• Línea de acción 2. Análisis regionales sobre el DDR y los impactos de la 

desmovilización en la política, la sociedad y el funcionamiento de las 

instituciones locales. • Línea de acción 3. Diseño de un sistema global de 

seguimiento y monitoreo permanente a la reincorporación de excombatientes, 

las políticas públicas diseñadas para tal fin y las instituciones encargadas de su 

aplicación. • Línea de acción 4. Estudios sobre temas que requieran un 

tratamiento específico. • Línea de acción 5. Capacitación del equipo de trabajo 

del área de DDR.” (CNRR, 2006) 

Como se ha dicho en diferentes contextos, la historia es escrita por los 

vencedores, por esa razón se conformó el área de Memoria Histórica, la cual  

busca construir “una memoria integradora de las voces no sólo de todos los 

actores armados sino también de todas las víctimas, como fundamento de 

comprensión y transformación del conflicto, pero sobre todo, y en relación con 

las víctimas, como una elemental forma de justicia retrospectiva y restaurativa, 

que pasa tanto por el reconocimiento o apropiación colectiva de los hechos 

violatorios de derechos humanos y del derecho humanitario, como por la 

imputación de responsabilidades ejemplarizantes (CNRR. 2006)   
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Luego de arduas investigaciones esta área ha  establecido un registro 

provisional de 2.505 masacres y 14.660 víctimas, de este registro se 

seleccionó la masacre de Trujillo para realizar el documento denominado 

“Trujillo. Una tragedia que no cesa”. En el documento se plasma la 

investigación realizada por la CNRR sobre los hechos ocurridos entre 1988 y 

1994, así como la situación actual de las víctimas y las posibilidades de 

reparación desde diferentes perspectivas. Según palabras de Gonzalo 

Sánchez, Coordinador del área de Memoria histórica,  “La reconstrucción de la 

memoria histórica en escenarios como éste cumple una triple función: de 

esclarecimiento de los hechos, haciendo visibles las impunidades, las 

complicidades activas y los silencios; de reparación en el plano simbólico al 

constituirse como espacio de duelo y denuncia para las victimas; y de 

reconocimiento del sufrimiento social y de afirmación de los limites éticos y 

morales que las colectividades deben imponer a la violencia.” (CNRR,  2008) 

 

Sin lugar a dudas el área de memoria histórica tiene por delante grandes 

desafíos si se tiene en cuenta que muchas de las masacres a investigar han 

sido ejecutadas por actores que aún se encuentran delinquiendo, y a quienes 

no les interesa que la verdad de los hechos sea revelada. 

 

Por su parte, el área de Reconciliación se encuentra enfocada hacia el diseño 

y ejecución de herramientas que permitan sensibilizar a la población nacional. 

 

Para ello ha diseñado el programa “voluntarios y voluntarias por la 

reconciliación”, una actividad que busca “organizar y poner en marcha una 

masa crítica de personas y organizaciones que decidan contribuir 

voluntariamente a los procesos de reconciliación y, en general, al conjunto de 

las actividades que impulsa la CNRR.” (CNRR. 2006) 
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Esta actividad al igual que las demás realizadas por el área constituyen el 

primer y más importante aporte para la construcción de tejido social, ya que 

plantea la reconstrucción (o construcción) de las relaciones como nuevas 

relaciones de confianza, en dos sentidos: de las personas entre sí y de las 

personas frente a las instituciones. 

El área de reparación y atención a víctimas tiene por función tres áreas 

específicas: “1) el proceso de recuperación psicosocial y de atención a 

necesidades especiales; 2) el proceso judicial de investigación de la verdad, de 

juzgamiento del responsable y de resolución del incidente de reparación; y 3) el 

proceso administrativo de reparación colectiva a comunidades o colectivos 

afectados por hechos de violencia sistemática.” (CNRR, 2006) (Anexo 9) 

Es importante resaltar que la reparación tiene dos vías, la vía judicial y la vía 

administrativa. Para acceder a la vía judicial solo es necesario diligenciar el 

formulario de hechos atribuibles a grupos armados al margen de la ley y que 

puede ser llenado tanto en la Fiscalía General de la Nación o en las oficinas de 

la CNRR. Al diligenciarse la Fiscalía dispone de aproximadamente cuatro 

meses para realizar la investigación pertinente y designar un despacho de la 

Unidad de justicia y paz para continuar con el proceso. (Anexos 10 y 11) 

Otra de las dependencias de la CNRR, es el área jurídica, la cual se encuentra 

conformada por profesionales del derecho quienes se encargan de brindar la 

orientación necesaria a las víctimas, ya que aunque la ley 975 no exige que las 

víctimas tengan representación jurídica para el proceso desarrollado ante 

fiscalía, resulta inapropiado que no exista acompañamiento por parte de ningún 

ente para que las víctimas enfrenten el proceso si se tiene en cuenta que 

muchas de las víctimas no cuentan con los recursos necesarios para acceder a 

un abogado como si lo pueden hacer los versionados.  
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Por último se encuentra el área de género y poblaciones específicas, la cual se 

creó teniendo en cuenta el gran numero de indígenas, afrocolombianas, niños 

y mujeres que han sido víctimas de los ataque de los Grupos Armados al 

Margen de la Ley. Sin lugar a dudas esta dependencia es de gran importancia 

ya la diversidad de la población Colombiana hace que los procesos de 

reparación y reconciliación no se puedan estandarizar sino que deban tenerse 

en cuenta una serie de variables que influyen en la aplicación de estos 

procesos. Un ejemplo de ello resulta de la experiencia que la comisión tuvo con 

la comunidad Wayuu que hace presencia en la Guajira, y a quienes las 

Autodefensas luego de matar a varios de sus miembros decidieron prohibirles 

llorar sus muertos, una costumbre ancestral para esta comunidad y que se 

espera pueda recuperarse a través de los procesos iniciados con  la CNRR. 
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7. VERDAD, JUSTICIA, REPARACIÓN Y RECONCILIACIÓN EN LOS 
MEDIOS DE COMUNICACIÓN: EL PROBLEMA COMUNICATIVO DE LA 
COMISIÓN NACIONAL DE REPARACIÓN Y RECONCILIACIÓN. 

 

Dicen por ahí que quien no sale en medios no existe,  y aunque esta es una 

frase farandulera, es una realidad que mientras un tema no sea prioridad en las 

agendas de los medios, este pasara desapercibido en la opinión pública. 

Muestra de ello son las nacientes campañas contra el abuso a menores y a las 

mujeres, temas que hace una década no resultaba tan fácil de tratar. Sin 

embargo resulta difícil de creer que en un país como Colombia que ha 

atravesado procesos tan complejos en el orden político – social no haya eco en 

los medios para tratar el tema de las víctimas. 

Si bien los medios divulgan algunas de las actividades realizadas por la CNRR 

no existe una prioridad frente a la visibilización del proceso de reparación, mas 

bien pareciera que resulta más importante resaltar las apreciaciones de los 

líderes de las Autodefensas Unidas de Colombia, lo que según Eduardo 

Pizarro, presidente de la CNRR se debe a que el momento judicial en el que se 

encuentra el proceso que viene desarrollando la fiscalía necesita de las 

declaraciones extensas de los versionados, al pasar al incidente de reparación 

el protagonismo pasará a manos de las víctimas. 

Por lo pronto es importante resaltar que la CNRR cuenta con una serie de 

medios que le han servido como estrategia de difusión, entre ellos se 

encuentran un programa de radio emitido los sábados a las 10 de la mañana 

por la emisora de la Universidad Distrital, un boletín que circula mensualmente 

y la página WEB. De igual forma tiene dos seriados uno para televisión llamado 

“nunca mas” el cual es emitido por el canal institucional los domingos a las 

nueve de la noche y uno de radio el cual es difundido por las diferentes radios 

comunitarias. 
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Pese a los esfuerzos de la CNRR aún no se ha logrado que el tema de la 

visibilización de las víctimas sea una prioridad en las agendas de los medios. 

La regional centro, una de las que podría considerarse de las mas fuertes al 

interior de la CNRR, si se tiene en cuenta que tiene su sede en Bogotá, ha 

logrado acuerdos de cooperación con algunos medios, entre ellos la revista 

Semana que se encuentra altamente interesada en evidenciar la situación de 

las víctimas en el campo del abuso sexual. Sin embargo el impacto mediático 

de la entidad sigue siendo casi nulo o al menos esa es la percepción que se 

tiene luego de conversar con algunas víctimas que desconocen la labor de esta 

y los beneficios con los que podrían contar si tuvieran pleno conocimiento de 

los proceso que a través de la CNRR se pueden gestionar. 

Si bien en los últimos días han aparecido artículos en los que se manifiesta la 

situación de algunas víctimas, la violencia sexual como herramienta de guerra 

y diversas crónicas acerca de los hornos crematorios con los cuales los 

paramilitares desaparecieron a cientos de víctimas, no se percibe aún el 

impacto mediático de la CNRR.  Pero ¿cual es la razón para que un tema tan 

coyuntural no sea tenido en cuenta en los medios masivos? Para llegar a esta 

respuesta se estableció contacto con varios periodistas de los medios 

nacionales,  resultado de estos encuentros se   evidenció que debido a la carga 

política que rodea la creación de la CNRR, existen brotes de desconfianza no 

solo por parte de los medios, que encuentran en las noticias provenientes de la 

Comisión un efecto desgastante entre los espectadores y que no responde con 

las necesidades del mercado, sino también en las víctimas quienes al verse de 

alguna forma abandonadas durante tanto tiempo por el estado, dudan de la 

efectividad de las instituciones y por ende de la CNRR. 

Uno de los testimonios mas representativos fue el de  Gloria Castrillón, 

periodista al servicio de la revista Cromos y quien es reconocida por la calidad 

de sus investigaciones en el ámbito político. Castrillón percibe a la comisión 

como una institución contradictoria, ya que si bien tiene las características de 
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una comisión de la verdad como las que han funcionado en otros países, 

ejerce sus funciones en medio del conflicto interno que aún vive el país.  

De igual forma manifestó que debido a las características de la ley 975, una ley 

que, para su concepto, aprobó diferentes artículos que van en detrimento de 

los derechos de las víctimas, la comisión pierde credibilidad ante la opinión 

publica, haciendo que la difusión de la labor de esta en los medios se vea 

obstaculizada.  

A su vez esta periodista manifiesta que para los directores de medios los temas 

referentes al conflicto se asumen como desgastantes, haciendo que cada vez 

sean más contados los espacios destinados a evidenciar la situación 

colombiana con respecto a ese aspecto.  

Luego de dicha entrevista se evidenció que si bien la CNRR tiene alguna 

presencia en los medios debido a que es tenida en cuenta como una fuente 

oficial que ratifica algunas cifras del conflicto, resulta difícil generar vínculos de 

confianza entre esta y los medios y entre las mismas víctimas debido a que por 

las características de su creación entre ellas el discurso de post- conflicto que 

manifiesta constantemente. 

 En contraste con estas declaraciones Marisol Manrique, directora de la 

organización Medios para la Paz, señaló que la Comisión Nacional resulta un 

escenario sumamente importante aunque con algunas dificultades como podría 

tenerlas cualquier entidad similar, no solo por su novedad sino por los intereses 

que confluyen a su alrededor.  

De igual forma manifestó la importancia de esta organización como figura de la 

parte  oficial que constantemente es tenida en cuenta como fuente permanente  

de información para los medios.  

La mayoría de los líderes de opinión coincidieron en afirmar que los medios de 

comunicación aún no son concientes de la importancia del cubrimiento y la 
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participación de estos en un proceso tan coyuntural como el que viene 

desarrollando la CNRR y que resulta poco probable que a futuro se vinculen 

debido a las lógicas de los mercados de consumo mediático ya que estas 

responden a otros intereses no solo económicos sino políticos.  

Otro de los inconvenientes que resaltan los consultados es que aparentemente 

existe un problema en la toma de decisiones al interior de la comisión, 

situación que según ellos se evidencia en la falta de pronunciamientos fuertes 

frente a temas altamente sensibles pero que podrían lograr que las víctimas se 

identificaran mas con la entidad. En situaciones como la puesta en 

conocimiento de las primeras muertes de los lideres de las organizaciones de 

víctimas no se escucho un pronunciamiento por parte de la CNRR que hiciera 

eco y permitiera ver la verdadera labor Pro victima de esta institución, lo cual 

en la opinión de los periodistas deja mucho que desear para el proceso.  

Este tipo de situaciones podrían entenderse si se tiene en cuenta la mixtura  

que se forma con los integrantes de la CNRR, sin embargo esto no justifica 

para nada los pronunciamientos algo lánguidos que se han hecho al respecto 

de esta situación y que además se hacen públicos a través de la Internet, un 

servicio al que si se tiene en cuenta que en su mayoría, las víctimas 

pertenecen al estrato 1, no es de fácil acceso.  

Por otra parte se evidencia que al problema de la poca difusión de la labor de 

la entidad se suma la constante desconfianza que por la experiencia han 

generado las instituciones en las víctimas. En un encuentro con algunos líderes 

de las organizaciones de víctimas se evidenció que estas personas saben de la 

existencia de la institución, consideran que a diferencia de otras instituciones la 

CNRR se caracteriza por la calidad del trato humano que reciben pero 

tristemente no saben cuales son las funciones de esta.(Anexo 12) 
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8. RECOMENDACIONES Y CONCLUSIONES 

 

Evidentemente a pesar del corto tiempo de vida que le queda a la comisión, le 

queda mucho trabajo por hacer. Si bien tienen una estrategia comunicativa 

para cada uno e los canales tradicionalmente existentes, no quiere decir que 

sean igualmente efectivos.  

Es una realidad que la CNRR ha hecho esfuerzos invaluables por difundir de 

forma efectiva su labor y los derechos a las víctimas, muestra de ello son los 

resultados que ha arrojado su informe de gestión de 2005 a 2008  sin embargo, 

aún quedan víctimas que desconocen la labor de esta entidad y no tienen 

conocimiento de los beneficios a los que en su condición de víctimas, pueden 

acceder.  

Las diferentes personalidades consultadas para el desarrollo de esta 

investigación, consideraron que una de las estrategias a tener en cuenta sería 

la difusión de experiencias exitosas, es decir poner en conocimiento de la 

opinión pública experiencias de víctimas que si bien han pasado por 

situaciones terribles como lo son las situaciones del conflicto, han logrado 

superarlas y seguir adelante con resultados efectivos, experiencias en las que 

el conflicto se haya convertido en una oportunidad y no en una amenaza, que 

haya permitido el surgimiento de un sujeto, una familia o porque no de una 

comunidad entera. 

De igual forma se recomienda que para resultados altamente efectivos se 

piense en la posibilidad de desarrollar estrategias en comunicación alternativa 

que le apunten no solo a la difusión de la labor de la CNRR sino que además 

abran la puerta al acompañamiento de la entidad a procesos de 

empoderamiento de las víctimas ya que efectivamente la comisión tiende a 

desaparecer por el proceso de justicia transicional que enmarcó su creación y 

son las víctimas quienes deben continuar con los diferentes procesos.   
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A continuación se presentan una propuesta comunicativa que facilitaría la labor 

de la CNRR en el proceso de difusión de información y de empoderamiento de 

las comunidades víctimas del conflicto y que además contempla la 

participación de los medios de comunicación como actores fundamentales en 

el proceso: 

8.1 DISEÑO Y PLANTEAMIENTO DE ESTRATEGIAS DE COMUNICACIÓN 
PARA LA COMISIÒN NACIONAL DE REPARACIÒN Y RECONCILIACIÒN. 
 

8.1.1 PRINCIPIOS DE COMUNICACIÓN  

• CREDIBILIDAD: Para la elaboración de las estrategias de comunicación 

en La Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación es necesario 

involucrar tanto al equipo interdisciplinar de trabajo como a las victimas 

teniendo en cuenta sus opiniones y sugerencias. De igual manera es 

importante tener claridad acerca de las expectativas de las victimas 

frente a los procesos que lleva a cabo la Comisión con lo cual se genera 

un ambiente de cordialidad y reconocimiento entre las partes. 

• CONTEXTO: Para el desarrollo del proyecto es necesario mantener un 

dialogo abierto con las partes con el fin de lograr que las estrategias se 

adapten a las necesidades y realidades de los involucrados. 

• CONTENIDOS: es importante involucrar en los contenidos de las 

diferentes estrategias las funciones de la organización, y como a partir 

de la labor de la Comisión las victimas inician su proceso de 

visibilización.  

• CLARIDAD: es necesario que las estrategias a desarrollar mantengan 

un lenguaje sencillo y práctico para que pueda ser captado por todos los 

publico involucrados. 
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• CONTINUIDAD Y CONSISTENCIA: es importante generar  espacios en 

los que se  fomente y se de continuidad a los programas ya propuestos. 

Con esto se logrará mantener la atención sobre los mismos. 

• CANALES:  Para la difusión de las estrategias planteadas es necesario 

utilizar canales de fácil acceso para los públicos y que contengan la 

información de forma  precisa con el fin de que ésta circule 

masivamente, esto ayudará a que la comunicación nunca este 

bloqueada. 

• CAPACIDAD DEL AUDITORIO: teniendo en cuenta las características 

de los públicos es necesario que la Comunicación sea eficiente evitando 

saturarlos de información, de esta manera se logrará captar su atención. 

 

8.1.2 TIPOS DE ESTRATEGIA: 

• Información: transmitir los datos más relevantes a los públicos 

seleccionados con respecto a la situación de las victimas y al papel de la 

CNRR.  

• Sensibilización: Visibilizar la situación de las victimas de los grupos 

armados al margen de la ley  a través de actividades en las que 

participen diferentes actores de la sociedad. 
 

8.1.3 PÚBLICOS 

EXTERNO: Esta estrategia se encuentra dirigida hacia medios locales y 

comunitarios a  nivel nacional.  

8.1.4 CONTENIDOS  

Para el desarrollo de la estrategia se tendrán en cuenta los siguientes 

contenidos. 
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• Prescripción de la forma de actuar: se utilizarán contenidos referentes 

a la situación  de las victimas que generen reflexión  en temas como: 

 

 Solidaridad: se debe tener en cuenta que la situación en la que se 

encuentran las victimas es concerniente a toda la población. 

 

 Participación: se debe destacar la importancia de participar en los 

procesos que el Gobierno ha propiciado para tales efectos. 
 

 Trabajo en equipo: se resaltará la importancia que tiene el trabajo en 

equipo para la generación de redes de confianza en todo el proceso. 
 

8.1.5 CANALES:  
Los contenidos serán transmitidos a partir de: 

• la pagina Web de la  CNRR 

• comunicados  a través de correos electrónicos. 

• Espacios radiales y televisivos. 

• Talleres y conversatorios 

• Cine foros 

 

8.1.6 ACTIVIDADES:  
Para el desarrollo de ésta estrategia se tendrán en cuenta actividades 

como: 

 
Talleres de  construcción de textos y Elaboración de Periódico: en 

ellos se brindará a las víctimas participantes los conocimientos 

necesarios para que elaboren textos referentes a sus experiencias los 

cuales servirán de insumo para la construcción de un periódico tipo 



 

  49 

tabloide que circulará entre las entidades involucradas en los procesos 

de Verdad, Justicia y Reparación, así como entre los diferentes medios 

de comunicación. 

 

Conversatorios y Mesas de Trabajo: Se organizará una serie de 

eventos en los que se discuta la situación de las victimas y el papel de 

los medios, contando con la presencia de diferentes actores que 

permitan tener diferentes perspectivas de dicha situación y de los cuales 

se produzcan documentos audiovisuales. Durante el desarrollo de estos 

eventos se manejará la dinámica de actores y situaciones en las que se 

pondrá a los asistentes en una situación vinculada a algún hecho 

violento y se pedirá al asistente que manifieste su reacción ante ella.  

 

Cine para la paz: Se organizará una serie de cine foros con la 

colaboración de la Cinemateca Distrital los cuales  se configuraran como 

espacios de participación y construcción de conocimientos acerca del 

conflicto y sus actores. 

8.1.7 RESULTADOS ESPERADOS  

• Ampliar la percepción que tienen los medios de comunicación sobre la 

situación en la que se encuentran las victimas y el papel de las 

instituciones en este proceso.  

• Lograr que las victimas se asuman como ciudadanos con derechos y 

deberes capaces de movilizar al resto de la población entorno al conflicto 

a través de la construcción de documentos comunicativos.  
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Anexo 1. 

LEY 975 DE 2005 
Por la cual se dictan disposiciones para la reincorporación de miembros de grupos 
armados organizados al margen de la ley, que contribuyan de manera efectiva a la 
consecución de la paz nacional y se dictan otras disposiciones para acuerdos 
humanitarios. 
 
El Congreso de Colombia 
DECRETA: 
CAPÍTULO I 
Principios y definiciones 
Artículo. 1°. Objeto de la presente ley. La presente ley tiene por objeto facilitar los 
procesos de paz y la reincorporación individual o colectiva a la vida civil de miembros de 
grupos armados al margen de la ley, garantizando los derechos de las víctimas a la 
verdad, la justicia y la reparación. 
Se entiende por grupo armado organizado al margen de la ley, el grupo de guerrilla o de 
autodefensas, o una parte significativa e integral de los mismos como bloques, frentes u 
otras modalidades de esas mismas organizaciones, de las que trate la ley 782 de 2002. 
Artículo 2°. Ámbito de la ley, interpretación y aplicación normativa. La presente ley 
regula lo concerniente a la investigación, procesamiento, sanción y beneficios judiciales 
de las personas vinculadas a grupos armados organizados al margen de la ley, como 
autores o partícipes de hechos delictivos cometidos durante y con ocasión de la 
pertenencia a esos grupos, que hubieren decidido desmovilizarse y contribuir 
decisivamente a la reconciliación nacional. 
La interpretación y aplicación de las disposiciones previstas en esta ley deberán realizarse 
de conformidad con las normas constitucionales y los tratados internacionales ratificados 
por Colombia. La incorporación de algunas disposiciones internacionales en la presente 
ley, no debe entenderse como la negación de otras normas internacionales que regulan 
esta misma materia. 
La reinserción a la vida civil de las personas que puedan ser favorecidas con amnistía, 
indulto o cualquier otro beneficio establecido en la ley 782 de 2002, se regirá por lo 
dispuesto en dicha ley. 
Artículo 3°. Alternatividad. Alternatividad es un beneficio consistente en suspender la 
ejecución de la pena determinada en la respectiva sentencia, reemplazándola por una 
pena alternativa que se concede por la contribución del beneficiario a la consecución de la 
paz nacional, la 
colaboración con la justicia, la reparación a las víctimas y su adecuada resocialización. La 
concesión del beneficio se otorga según las condiciones establecidas en la presente ley. 
Artículo 4°. Derecho a la verdad, la justicia y la reparación y debido proceso. El 
proceso de reconciliación nacional al que dé lugar la presente ley, deberá promover, en 
todo caso, el derecho de las víctimas a la verdad, la justicia y la reparación y respetar el 
derecho al debido proceso y las garantías judiciales de los procesados. 
Artículo 5°. Definición de víctima. Para los efectos de la presente ley se entiende por 
víctima la persona que individual o colectivamente haya sufrido daños directos tales como 
lesiones 
2 transitorias o permanentes que ocasionen algún tipo de discapacidad física, psíquica y/o 
sensorial (visual y/o auditiva), sufrimiento emocional, pérdida financiera o menoscabo de 
sus derechos fundamentales. Los daños deberán ser consecuencia de acciones que 
hayan transgredido la legislación penal, realizadas por grupos armados organizados al 
margen de la ley. 
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También se tendrá por víctima al cónyuge, compañero o compañera permanente, y 
familiar en primer grado de consanguinidad, primero civil de la víctima directa, cuando a 
esta se le hubiere dado muerte o estuviere desaparecida. 
La condición de víctima se adquiere con independencia de que se identifique, aprehenda 
procese o condene al autor de la conducta punible y sin consideración a la relación 
familiar existente entre el autor y la víctima. 
Igualmente se considerarán como víctimas a los miembros de la Fuerza Pública que 
hayan sufrido lesiones transitorias o permanentes que ocasionen algún tipo de 
discapacidad tísica, psíquica y/o sensorial (visual o auditiva), o menoscabo de sus 
derechos fundamentales, como consecuencia de las acciones de algún integrante o 
miembros de los grupos armados organizados al margen de la ley. 
Asimismo, se tendrán como víctimas al cónyuge, compañero o compañera permanente y 
familiares en primer grado de consanguinidad, de los miembros de la fuerza pública que 
hayan perdido la vida en desarrollo de actos del servicio, en relación con el mismo, o 
fuera de él, como consecuencia de los actos ejecutados por algún integrante o miembros 
de los grupos organizados al margen de la ley. 
Artículo 6°. Derecho a la justicia. De acuerdo con las disposiciones legales vigentes, el 
Estado tiene el deber de realizar una investigación efectiva que conduzca a la 
identificación, captura y sanción de las personas responsables por delitos cometidos por 
los miembros de grupos armados al margen de la ley; asegurar a las víctimas de esas 
conductas el acceso a recursos eficaces que reparen el daño infligido, y tomar todas las 
medidas destinadas a evitar la repetición de tales violaciones. 
Las autoridades públicas que intervengan en los procesos que se tramiten con 
fundamento en la presente ley deberán atender, primordialmente, el deber de que trata 
este artículo. 
Artículo 7°. Derecho a la verdad. La sociedad, y en especial las víctimas, tienen el 
derecho inalienable, pleno y efectivo de conocer la verdad sobre los delitos cometidos por 
grupos armados organizados al margen de la ley, y sobre el paradero de las víctimas de 
secuestro y desaparición forzada. 
Las investigaciones y procesos judiciales a los que se aplique la presente ley deben 
promover la investigación de lo sucedido a las víctimas de esas conductas e informar a 
sus familiares lo pertinente. 
Los procesos judiciales que se adelanten a partir de la vigencia de la presente ley no 
impedirán que en el futuro puedan aplicarse otros mecanismos no judiciales de 
reconstrucción de la verdad. 
3 
Artículo 8°. Derecho a la reparación. El derecho de las víctimas a la reparación 
comprende las acciones que propendan por la restitución, indemnización, rehabilitación, 
satisfacción; y las garantías de no repetición de las conductas. 
Restitución es la realización de las acciones que propendan por regresar a la víctima a la 
situación anterior a la comisión del delito. 
La indemnización consiste en compensar los perjuicios causados por el delito. 
La rehabilitación consiste en realizar las acciones tendientes a la recuperación de las 
víctimas que sufren traumas físicos y sicológicos como consecuencia del delito. 
La satisfacción o compensación moral consiste en realizar las acciones tendientes a 
restablecer la dignidad de la víctima y difundir la verdad sobre lo sucedido. 
Las garantías de no repetición comprenden, entre otras, la desmovilización y el 
desmantelamiento de los grupos armados al margen de la ley. 
Se entiende por reparación simbólica toda prestación realizada a favor de las víctimas o 
de la comunidad en general que tienda a asegurar la preservación de la memoria 
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histórica, la no repetición de los hechos victimizantes, la aceptación pública de los hechos, 
el perdón público y el 
restablecimiento de la dignidad de las víctimas. 
La reparación colectiva debe orientarse a la reconstrucción psicosocial de las poblaciones 
afectadas por la violencia. Este mecanismo se prevé de manera especial para las 
comunidades afectadas por la ocurrencia de hechos de violencia sistemática. 
Las autoridades judiciales competentes fijarán las reparaciones individuales, colectivas o 
simbólicas que sean del caso, en los términos de esta ley. 
Artículo 9°. Desmovilización. Se entiende por desmovilización el acto individual o 
colectivo de dejar las armas y abandonar el grupo armado organizado al margen de la ley, 
realizado ante autoridad competente. 
La desmovilización del grupo armado organizado al margen de la ley se realizará de 
acuerdo con lo establecido en la ley 782 de 2002. 
CAPÍTULO II 
Aspectos preliminares 
Artículo 10. Requisitos de elegibilidad para la desmovilización colectiva. Podrán 
acceder a los beneficios que establece la presente ley los miembros de un grupo armado 
organizado al margen de la ley que hayan sido o puedan ser imputados, acusados o 
condenados como autores o partícipes de hechos delictivos cometidos durante y con 
ocasión de la pertenencia a esos grupos, cuando no puedan ser beneficiarios de algunos 
de los mecanismos establecidos en la ley 782 de 2002, siempre que se encuentren en el 
listado que el Gobierno Nacional remita a la Fiscalía General de la Nación y reúnan, 
además, las siguientes condiciones: 
4 
10.1 Que el grupo armado organizado de que se trata se haya desmovilizado y 
desmantelado en  cumplimiento de acuerdo con el Gobierno Nacional. 
10.2 Que se entreguen los bienes producto de la actividad ilegal. 
10.3 Que el grupo ponga a disposición del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar la 
totalidad de menores de edad reclutados. 
10.4 Que el grupo cese toda interferencia al libre ejercicio de los derechos políticos y 
libertades públicas y cualquiera otra actividad ilícita. 
10.5 Que el grupo no se haya organizado para el tráfico de estupefacientes o el 
enriquecimiento ilícito. 
10.6 Que se liberen las personas secuestradas, que se hallen en su poder. 
Parágrafo. Los miembros del grupo armado organizado al margen de la ley que se 
encuentren privados de la libertad, podrán acceder a los beneficios contenidos en la 
presente ley y a los establecidos en la ley 782 de 2002, siempre que en las providencias 
judiciales correspondientes se determine su pertenencia al respectivo grupo. 
Artículo 11. Requisitos de elegibilidad para desmovilización individual. Los 
miembros de los grupos armados organizados al margen de la ley que se hayan 
desmovilizado individualmente y que contribuyan a la consecución de la paz nacional, 
podrán acceder a los beneficios que establece la presente ley, siempre que reúnan los 
siguientes requisitos: 
11.1 Que entregue información o colabore con el desmantelamiento del grupo al que 
pertenecía. 
11.2 Que haya suscrito un acta de compromiso con el Gobierno Nacional. 
11.3 Que se haya desmovilizado y dejado las armas en los términos establecidos por el 
Gobierno Nacional para tal efecto. 
11.4 Que cese toda actividad ilícita. 
11.5 Que entregue los bienes producto de la actividad ilegal, para que se repare a la 
víctima cuando se disponga de ellos. 
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11.6 Que su actividad no haya tenido como finalidad el tráfico de estupefacientes o el 
enriquecimiento ilícito. 
Solamente podrán acceder a los beneficios previstos en esta ley, las personas cuyos 
nombres e identidades presente el Gobierno Nacional ante la Fiscalía General de la 
Nación. 
CAPÍTULO III 
Principios procesales 
Artículo 12. Oralidad. La actuación procesal será oral y en su realización se utilizarán los  
medios técnicos idóneos que garanticen su reproducción fidedigna. 
La conservación de los registros corresponderá al Secretario de la Unidad Nacional de 
Fiscalía para la Justicia y la Paz creada por la presente ley, y al de la Sala del Tribunal 
Superior de Distrito judicial que conozca del juzgamiento, según corresponda. 
Artículo 13. Celeridad. Los asuntos que se debatan en audiencia serán resueltos dentro 
de la 
misma. Las decisiones se entenderán notificadas en estrados. 
Las audiencias preliminares se realizarán ante el Magistrado de Control de Garantías que 
designe el Tribunal respectivo. 
5 
En audiencia preliminar se tramitarán los siguientes asuntos: 
1. La práctica de una prueba anticipada que por motivos fundados y de extrema 
necesidad se requiera para evitar la pérdida o alteración del medio probatorio. 
2. La adopción de medidas para la protección de víctimas y testigos. 
3. La solicitud y la decisión de imponer medida de aseguramiento. 
4. La solicitud y la decisión de imponer medidas cautelares sobre bienes de procedencia 
ilícita. 
5. La formulación de la imputación. 
6. La formulación de cargos. 
7. Las que resuelvan asuntos similares a los anteriores. 
Las decisiones que resuelvan asuntos sustanciales y las sentencias deberán 
fundamentarse fáctica, probatoria y jurídicamente e indicar los motivos de estimación o de 
desestimación de las pretensiones de las partes. 
El reparto de los asuntos a que se refiere la presente ley, deberá hacerse el mismo día en 
que se reciba la actuación en el correspondiente despacho. 
Artículo 14. Defensa. La defensa estará a cargo del defensor de confianza que 
libremente designe el imputado o acusado o, en su defecto, del asignado por el Sistema 
Nacional de Defensoría Pública. 
Artículo 15. Esclarecimiento de la verdad. Dentro del procedimiento que establece la 
presente ley los servidores públicos dispondrán lo necesario para que se asegure el 
esclarecimiento de la verdad sobre los hechos objeto de investigación y se garantice la 
defensa de los procesados. La Unidad Nacional de Fiscalía para la Justicia y la Paz 
creada por esta ley, deberá investigar, por conducto del fiscal delegado para el caso, con 
el apoyo del grupo especializado de policía judicial, las circunstancias de tiempo, modo y 
lugar en que se realizaron las conductas punibles; las condiciones de vida, sociales, 
familiares e individuales del imputado o acusado y su conducta anterior; los antecedentes 
judiciales y de policía, y los daños que individual o colectivamente haya causado de 
manera directa a las víctimas, tales como lesiones físicas o sicológicas, sufrimiento 
emocional, pérdida financiera o menoscabo sustancial de derechos fundamentales. Con la 
colaboración de los desmovilizados, la policía judicial investigará el paradero de personas 
secuestradas o desaparecidas, e informará oportunamente a los familiares sobre los 
resultados obtenidos. 
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La Fiscalía General de la Nación velará por la protección de las víctimas, los testigos y los 
peritos que pretenda presentar en el juicio. La protección de los testigos y los peritos que 
pretenda presentar la defensa estará a cargo de la Defensoría del Pueblo. La protección 
de los magistrados de los Tribunales Superiores de Distrito Judicial que deban conocer 
del juzgamiento será responsabilidad del Consejo Superior de la Judicatura. 
6 
CAPÍTULO IV 
Investigación y juzgamiento 
Artículo 16. Competencia. Recibido por la Unidad Nacional de Fiscalía para la Justicia y 
la Paz, el, o los nombres de los miembros de grupos armados organizados al margen de 
la ley dispuestos a contribuir de manera efectiva a la consecución de la paz nacional, el 
fiscal delegado que corresponda, asumirá de manera inmediata la competencia para: 
16.1 Conocer de las investigaciones de los hechos delictivos cometidos durante y con 
ocasión de 
la pertenencia al grupo armado organizado al margen de la ley. 
16.2 Conocer de las investigaciones que cursen en contra de sus miembros. 
16.3 Conocer de las investigaciones que deban iniciarse y de las que se tenga 
conocimiento en 
el momento o con posterioridad a la desmovilización. 
El Tribunal Superior de Distrito Judicial que determine el CSJ, mediante acuerdo que 
expida 
antes de que se inicie cualquier trámite, será competente para conocer del juzgamiento de 
las 
conductas punibles a que se refiere la presente ley. 
No podrá haber conflicto o colisión de competencia entre los Tribunales Superiores de 
Distrito judicial que conozcan de los casos a que se refiere la presente ley y cualquier otra 
autoridad judicial. 
Artículo 17. Versión libre y confesión. Los miembros del grupo armado organizado al 
margen de la ley, cuyos nombres someta el Gobierno Nacional a consideración de la 
Fiscalía General de la Nación, que se acojan en forma expresa al procedimiento y 
beneficios de la presente ley, rendirán versión libre ante el fiscal delegado asignado para 
el proceso de desmovilización, quien 
los interrogará sobre todos los hechos de que tenga conocimiento. 
En presencia de su defensor, manifestarán las circunstancias de tiempo, modo y lugar en 
que hayan participado en los hechos delictivos cometidos con ocasión de su pertenencia 
a estos grupos, que sean anteriores a su desmovilización y por los cuales se acogen a la 
presente ley. 
En la misma diligencia indicarán los bienes que se entregan para la reparación a las 
víctimas, si los tuvieren, y la fecha de su ingreso al grupo. 
La versión rendida por el desmovilizado y las demás actuaciones adelantadas en el 
proceso de desmovilización, se pondrán en forma inmediata a disposición de la Unidad 
Nacional de Fiscalías de Justicia y Paz con el fin de que el fiscal delegado y la Policía 
Judicial asignados al caso elaboren y desarrollen el programa metodológico para iniciar la 
investigación, comprobar la veracidad de la información suministrada y esclarecer esos 
hechos y todos aquellos de los cuales tenga conocimiento dentro del ámbito de su 
competencia. 
El desmovilizado se dejará inmediatamente a disposición del magistrado que ejerza la 
función de control de garantías, en uno de los establecimientos de reclusión determinados 
por el Gobierno Nacional de acuerdo con el artículo 31 de la presente ley, quien dentro de 
las treinta y seis (36) horas siguientes señalará y realizará audiencia de formulación de 
imputación, previa solicitud del fiscal que conozca del caso. 
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Art. 18. Formulación de imputación. Cuando de los elementos materiales probatorios, 
evidencia tísica, información legalmente obtenida, o de la versión libre pueda inferirse 
razonablemente que el desmovilizado es autor o partícipe de uno o varios delitos que se 
investigan, el fiscal delegado para el caso solicitará al magistrado que ejerza la función de 
control de garantías la programación de una audiencia preliminar para formulación de 
imputación. 
En esta audiencia, el fiscal hará la imputación fáctica de los cargos investigados y 
solicitará al magistrado disponer la detención preventiva del imputado en el centro de 
reclusión que corresponda, según lo dispuesto en la presente ley. Igualmente solicitará la 
adopción de las medidas cautelares sobre los bienes de procedencia ilícita que hayan 
sido entregados para efectos de la reparación a las víctimas. 
A partir de esta audiencia y dentro de los sesenta (60) días siguientes, la Unidad Nacional 
de Fiscalía para la Justicia y la Paz, con el apoyo de su grupo de policía judicial, 
adelantará las labores de investigación y verificación de los hechos admitidos por el 
imputado, y todos aquellos de los cuales tenga conocimiento dentro del ámbito de su 
competencia. Finalizado el término, o antes si fuere posible, el fiscal del caso solicitará al 
magistrado que ejerza la función de control de garantías la programación de una 
audiencia de formulación de cargos, dentro de los diez (10) días siguientes a la solicitud, 
si a ello hubiere lugar. 
Con la formulación de la imputación se interrumpe la prescripción de la acción penal. 
Artículo 19. Aceptación de cargos. En la audiencia de formulación de cargos el 
imputado 
podrá aceptar los presentados por la Fiscalía, como consecuencia de la versión libre o de 
las investigaciones en curso al momento de la desmovilización. 
Para su validez tendrá que hacerlo de manera libre, voluntaria, espontánea y asistido por 
su defensor. En este evento el Magistrado que ejerza la función de control de garantías 
enviará inmediatamente lo actuado a la Secretaría de la Sala del Tribunal Superior de 
Distrito judicial a la que corresponda su conocimiento. 
Recibida la actuación, la Sala correspondiente convocará a audiencia pública dentro de 
los diez (10) días siguientes para examinar si la aceptación de cargos ha sido libre, 
voluntaria, espontánea y asistida por su defensor. De hallarla conforme a derecho, dentro 
de los diez (10) días siguientes citará a audiencia de sentencia e individualización de 
pena. 
Parágrafo 1°. Si en esta audiencia el imputado no acepta los cargos, o se retracta de los 
admitidos en la versión libre, la Unidad Nacional de Fiscalía para la Justicia y la Paz 
remitirá la actuación al funcionario competente conforme con la ley vigente al momento de 
la comisión de las conductas investigadas. 
Parágrafo 2°. Cuando exista solicitud de reparación integral, previamente se dará 
cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 23 de la presente ley. 
Artículo 20. Acumulación de procesos y penas. Para los efectos procesales de la 
presente ley, se acumularán los procesos que se hallen en curso por hechos delictivos 
cometidos durante y con ocasión de la pertenencia del desmovilizado a un grupo armado 
organizado al margen de la ley. En ningún caso procederá la acumulación por conductas 
punibles cometidas con anterioridad a la pertenencia del desmovilizado al grupo armado 
organizado al margen de la ley. Cuando el desmovilizado haya sido previamente 
condenado por hechos delictivos cometidos durante y con ocasión de su pertenencia a un 
grupo armado organizado al margen de la ley, se tendrá en cuenta lo dispuesto en el 
Código Penal sobre acumulación jurídica de penas pero en ningún caso, la pena 
alternativa podrá ser superior a la prevista en la presente ley. 
Artículo 21. Ruptura de la unidad procesal. Si el imputado o acusado acepta 
parcialmente los cargos se romperá la unidad procesal respecto de los no admitidos. En 
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este caso la investigación y el juzgamiento de los cargos no aceptados se tramitarán por 
las autoridades competentes y las ley es procedimentales vigentes al momento de su 
comisión. Respecto de los cargos aceptados se otorgarán los beneficios de que trata la 
presente ley. 
Artículo 22. Investigaciones y acusaciones anteriores a la desmovilización. Si para 
el momento en que el desmovilizado se acoja a la presente ley, la Fiscalía adelanta 
investigaciones o formuló acusación en su contra, el imputado, o acusado, asistido por su 
defensor, podrá oralmente o por escrito aceptar los cargos consignados en la resolución 
que le impuso medida 
de aseguramiento, o en la formulación de imputación, o en la resolución o escrito de 
acusación, según el caso. Dicha aceptación deberá hacerla ante el magistrado que 
cumpla la función de control de garantías en las condiciones previstas en la presente ley. 
Artículo 23. Incidente de reparación integral. En la misma audiencia en la que la Sala 
del Tribunal Superior de Distrito judicial correspondiente declare la legalidad de la 
aceptación de cargos, previa, solicitud expresa de la víctima, o del fiscal del caso, o del 
Ministerio Público a instancia de ella, el magistrado ponente abrirá inmediatamente el 
incidente de reparación integral de los daños causados con la conducta criminal y 
convocará a audiencia pública dentro de los cinco (5) días siguientes. 
Dicha audiencia se iniciará con la intervención de la víctima o de su representante legal o 
abogado de oficio, para que exprese de manera concreta la forma de reparación que 
pretende, e indique las pruebas que hará valer para fundamentar sus pretensiones. 
La Sala examinará la pretensión y la rechazará si quien la promueve no es víctima o está 
acreditado el pago efectivo de los perjuicios y este fuere la única pretensión formulada, 
decisión que podrá ser objeto de impugnación en los términos de esta ley. 
Admitida la pretensión, la Sala la pondrá en conocimiento del imputado que ha aceptado 
los cargos y a continuación invitará a los intervinientes a conciliar. Si hubiere acuerdo su 
contenido lo incorporará a la decisión que falla el incidente; en caso contrario dispondrá la 
práctica de la prueba ofrecida por las partes, oirá el fundamento de sus respectivas 
pretensiones y en el mismo acto fallará el incidente. La decisión en uno u otro sentido se 
incorporará a la sentencia condenatoria. 
Parágrafo 1°. Exclusivamente para efectos de la conciliación prevista en este artículo, la 
víctima, el imputado o su defensor, el fiscal que haya conocido del caso o el ministerio 
público, podrán solicitar la citación del Director de la Red de Solidaridad Social en su 
condición de ordenador del gasto del Fondo para la Reparación de las Víctimas. 
Parágrafo 2°. No podrá negarse la concesión de la pena alternativa en el evento de que la 
víctima no ejerza su derecho en el incidente de reparación integral. 
Artículo 24. Contenido de la sentencia. De acuerdo con los criterios establecidos en la 
ley, en la sentencia condenatoria se fijarán la pena principal y las accesorias. 
Adicionalmente se incluirán la pena alternativa prevista en la presente ley, los 
compromisos de comportamiento por el término que disponga el Tribunal, las obligaciones 
de reparación moral y económica a las víctimas y la extinción del dominio de los bienes 
que se destinarán a la reparación. 
La Sala correspondiente se ocupará de evaluar el cumplimiento de los requisitos previstos 
en esta ley para acceder a la pena alternativa. 
Artículo 25. Hechos conocidos con posterioridad a la sentencia o al indulto. Si a los 
miembros de grupos armados al margen de la ley que recibieron los beneficios de la ley 
782 de 2002, o que se beneficiaron con la pena alternativa de conformidad con la 
presente ley, con posterioridad se les llegare a imputar delitos cometidos durante y con 
ocasión de la pertenencia a esos grupos y antes de su desmovilización, estas conductas 
serán investigadas y juzgadas por las autoridades competentes y las leyes vigentes al 
momento de la comisión de esas conductas, sin perjuicio del otorgamiento de la pena 
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alternativa, en el evento que colabore eficazmente en el esclarecimiento o acepte, 
oralmente o por escrito, de manera libre, voluntaria, expresa y espontánea., debidamente 
informado por su defensor, haber participado en su realización y siempre que la omisión 
no haya sido intencional. En este evento, el condenado podrá ser beneficiario de la pena 
alternativa. Se procederá a la acumulación jurídica de las penas alternativas sin exceder 
los máximos establecidos en la presente ley. 
Teniendo en cuenta la gravedad de los nuevos hechos juzgados, la autoridad judicial 
impondrá una ampliación del veinte por ciento de la pena alternativa impuesta y una 
ampliación similar del  tiempo de libertad a prueba. 
Artículo 26. Recursos. Salvo la sentencia, la reposición procede para todas las 
decisiones y se sustenta y resuelve de manera oral e inmediata en la respectiva 
audiencia. 
La apelación procede contra los autos que resuelvan asuntos de fondo, adoptados 
durante el desarrollo de las audiencias, y contra las sentencias. Se interpone en la misma 
audiencia en que se profiera la decisión, y se concede en el efecto suspensivo ante la 
Sala Penal de la Corte Suprema de justicia. 
El Magistrado ponente citará a las partes e intervinientes a audiencia de argumentación 
oral que se celebrará dentro de los diez (10) días siguientes al recibo de la actuación en la 
Secretaría de la Sala de Casación Penal. Sustentado el recurso por el apelante y oídos 
las demás partes e intervinientes, la Sala podrá decretar un receso hasta por dos (2) 
horas para emitir la decisión que corresponda. 
Si el recurrente no concurriere o no sustentare el recurso, se declarará desierto. 
Parágrafo 1°. El trámite de los recursos de apelación de que trata la presente ley, tendrá 
prelación sobre los demás asuntos de competencia de la Sala Penal de la Corte Suprema 
de justicia, excepto lo relacionado con acciones de tutela. 
Parágrafo 2°. De la acción extraordinaria de revisión conocerá la Sala Plena de la Corte 
Suprema de justicia, en los términos previstos en el Código de Procedimiento Penal 
vigente. 
Parágrafo 3°. Contra la decisión de segunda instancia no procede recurso de casación. 
Artículo 27. Archivo de las diligencias. Si en relación con los hechos admitidos o no 
admitidos por el desmovilizado en su versión libre o en posterior actuación, según el caso, 
antes de la audiencia de imputación, el fiscal delegado llegare a constatar que no existen 
motivos o circunstancias fácticas que permitan su caracterización como delito o que 
indiquen la posible existencia, dispondrá de inmediato el archivo de la actuación. Sin 
embargo, si surgieren nuevos elementos probatorios se reanudará la averiguación 
conforme con el procedimiento establecido en la presente ley, mientras no se haya 
extinguido la acción penal. 
Artículo 28. Intervención del Ministerio Público. En los términos del artículo 277 de la 
Constitución Política, el Ministerio Público intervendrá cuando sea necesario, en defensa 
del orden jurídico, del patrimonio público, o de los derechos y garantías fundamentales. 
CAPÍTULO V 
Pena alternativa 
Artículo 29. Pena alternativa. La Sala competente del Tribunal Superior de Distrito 
Judicial 
determinará la pena que corresponda por los delitos cometidos, de acuerdo con las reglas 
del Código Penal. 
En caso que el condenado haya cumplido las condiciones previstas en esta ley, la Sala le 
impondrá una pena alternativa que consiste en privación de la libertad por un período 
mínimo de cinco (5) años y no superior a ocho (8) años, tasada de acuerdo con la 
gravedad de los delitos y su colaboración efectiva en el esclarecimiento de los mismos. 
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Para tener derecho a la pena alternativa se requerirá que el beneficiario se comprometa a 
contribuir con su resocialización a través del trabajo, estudio o enseñanza durante el 
tiempo que permanezca privado de la libertad, y a promover actividades orientadas a la 
desmovilización del grupo armado al margen de la ley al cual perteneció. 
Cumplida la pena alternativa y las condiciones impuestas en la sentencia se le concederá 
la libertad a prueba por un término igual a la mitad de la pena alternativa impuesta, 
período durante el cual el beneficiado se compromete a no reincidir en los delitos por los 
cuales fue condenado en el marco de la presente ley, a presentarse periódicamente ante 
el Tribunal Superior del Distrito Judicial que corresponda y a informar cualquier cambio de 
residencia. 
Cumplidas estas obligaciones y transcurrido el periodo de prueba, se declarará extinguida 
la pena principal. En caso contrario, se revocará la libertad a prueba y se deberá cumplir 
la pena inicialmente determinada, sin perjuicio de los subrogados previstos en el Código 
Penal que correspondan. 
Parágrafo. En ningún caso se aplicarán subrogados penales, beneficios adicionales o 
rebajas complementarias a la pena alternativa. 
CAPÍTULO VI 
Régimen de la privación de la libertad 
Artículo 30. Establecimiento de reclusión. El Gobierno Nacional determinará el 
establecimiento de reclusión donde debe cumplirse la pena efectiva. 
Los establecimientos de reclusión deben reunir condiciones de seguridad y austeridad 
propios de los establecimientos administrados por el Inpec. La pena podrá cumplirse en el 
exterior. 
Artículo 31. Tiempo de permanencia en las zonas de concentración. El tiempo que 
los miembros de grupos armados al margen de la ley vinculados a procesos para la 
reincorporación colectiva a la vida civil, hayan permanecido en una zona de concentración 
decretada por el Gobierno Nacional, de conformidad con la ley 782 de 2002, se 
computará como tiempo de ejecución de la pena alternativa, sin que pueda exceder de 
dieciocho (18) meses. 
El funcionario que el Gobierno Nacional designe, en colaboración con las autoridades 
locales cuando sea el caso, será el responsable de certificar el tiempo que hayan 
permanecido en zona de concentración los miembros de los grupos armados de que trata 
la presente ley. 
CAPÍTULO VII 
Instituciones para la ejecución de la presente ley 
Artículo 32. Competencias de los Tribunales Superiores de Distrito Judicial en 
materia de 
justicia y paz. Además de las competencias establecidas en otras leyes, los Tribunales 
Superiores de Distrito Judicial designados por el Consejo Superior de la Judicatura serán 
competentes para adelantar la etapa de juzgamiento de los procesos de los que trata la 
presente ley, vigilar el cumplimiento de las penas y las obligaciones impuestas a los 
condenados. 
Corresponde a la Secretaria del respectivo Tribunal organizar, sistematizar y conservar 
los archivos de los hechos y circunstancias relacionados con las conductas de las 
personas objeto de cualquiera de las medidas de que trata la presente ley, con el fin de 
garantizar los derechos de las víctimas a la verdad y preservar del olvido la memoria 
colectiva. También deberá garantizar el acceso público a los registros de casos 
ejecutoriados, y contar con una Oficina de Comunicaciones para divulgar la verdad de lo 
acontecido. 
Artículo 33. Unidad Nacional de Fiscalía para la Justicia y la Paz. Créase la Unidad 
Nacional de Fiscalía para la Justicia y la Paz, delegada ante los Tribunales Superiores de 
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Distrito Judicial, con competencia nacional e integrada en la forma que se señala en la 
presente ley. 
Esta unidad será la responsable de adelantar las diligencias que por razón de su 
competencia, le corresponden a la Fiscalía General de la Nación, en los procedimientos 
establecidos en la presente ley. 
La Unidad Nacional de Fiscalía para la Justicia y la Paz tendrá el apoyo permanente de 
una unidad especial de policía judicial, conformada por miembros de las autoridades que 
corresponda, con dedicación exclusiva, permanente y con competencia en todo el 
territorio nacional. 
Adicionar a la planta de cargos de la Fiscalía General de la Nación, para el año 2005 
establecida en el artículo transitorio 1° de la ley 938 de 2004, los siguientes cargos: 
150 Investigador Criminalístico VII 
15 Secretario IV 
15 Asistente Judicial IV 
20 Conductor III 
40 Escolta III 
15 Asistente de Investigación Criminalística IV 
20 Asistente de Fiscal II 
Parágrafo. La Fiscalía General de la Nación destacará de su planta de personal, para 
conformar la Unidad Nacional de Fiscalía para la Justicia y la Paz, los siguientes cargos: 
20 Fiscal Delegado ante Tribunal. 
Artículo 34. Defensoría pública. El Estado garantizará a imputados, acusados y 
condenados el ejercicio del derecho de defensa, mediante los mecanismos de la 
Defensoría Pública y en los términos señalados en la ley. 
La Defensoría del Pueblo asistirá a las víctimas en el ejercicio de sus derechos y en el 
marco de la presente ley. 
Artículo 35. Procuraduría Judicial para la Justicia y la Paz. El Procurador General de 
la Nación creará, para los efectos de la presente ley, una Procuraduría Judicial para la 
Justicia y la Paz, con competencia nacional, para el cumplimiento de sus funciones 
constitucionales y legales. 
Artículo 36. Participación de las organizaciones sociales de asistencia a las 
víctimas. Para el cumplimiento de lo previsto en la presente ley, la Procuraduría General 
de la Nación, impulsará mecanismos para la participación de las organizaciones sociales 
para la asistencia a las víctimas. 
CAPÍTULO VIII 
Derechos de las víctimas frente a la administración de justicia 
Artículo 37. Derechos de las víctimas. El Estado garantizará el acceso de las víctimas a 
la administración de justicia. En desarrollo de lo anterior, las víctimas tendrán derecho:  
38.1 Recibir todo el procedimiento un trato humano digno. 
38.2 A la protección de su intimidad y garantía de su seguridad, la de sus familiares y 
testigos a favor, cuando quiera que resulten amenazadas. 
38.3 A una pronta e integral reparación de los daños sufridos, a cargo del autor o partícipe 
del delito. 
38.4 A ser oídas y que se les facilite el aporte de pruebas. 
38.5 A recibir desde el primer contacto con las autoridades y en los términos establecidos 
en el Código de Procedimiento Penal, información pertinente para la protección de sus 
intereses; y conocer la verdad de los hechos que conforman las circunstancias del delito 
del cual han sido víctimas. 
38.6 A ser informadas sobre la decisión definitiva relativa a la persecución penal y a 
interponer los recursos cuando ello hubiere lugar. 
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38.7 A ser asistidas durante el juicio por un abogado de confianza o por la Procuraduría 
Judicial de que trata la presente ley. 
38.8 A recibir asistencia integral para su recuperación. 
38.9 A ser asistidas gratuitamente por un traductor o intérprete, en el evento de no 
conocer el idioma, o de no poder percibir el lenguaje por los órganos de los sentidos. 
Artículo 38. Protección a víctimas y testigos. Los funcionarios a los que se refiere esta 
ley adoptarán las medidas adecuadas y todas las acciones pertinentes para proteger la 
seguridad, el bienestar físico y psicológico, la dignidad y la vida privada de las víctimas y 
los testigos, así como, la de las demás partes del proceso. 
Para ello se tendrán en cuenta todos los factores pertinentes, incluidos la edad, el género 
y la salud, así como la índole del delito, en particular cuando este entrañe violencia 
sexual, irrespeto a la igualdad de género o violencia contra niños y niñas. 
Se dará capacitación especial a los funcionarios que trabajan con este tipo de víctimas. 
Estas medidas no podrán redundar en perjuicio de los derechos del acusado o de un 
juicio justo e imparcial, ni serán incompatibles con estos. 
Artículo 39. Excepción a la publicidad en el juicio. Como excepción al principio del 
carácter público de las audiencias de juzgamiento, el Tribunal Superior del Distrito judicial, 
a fin de proteger a las víctimas, los testigos, o a un acusado, podrá ordenar que una parte 
del juicio se celebre a puerta cerrada. Podrá ordenar la práctica de testimonio a través del 
sistema de audio video para permitir su contradicción y confrontación por las partes. En 
particular, se aplicarán estas medidas respecto de víctimas de agresión sexual o de niños, 
niñas y adolescentes que sean víctimas o testigo. 
Artículo 40. Otras medidas de protección durante el proceso. Cuando la publicidad de 
elementos materiales probatorios, evidencia física o información legalmente obtenida 
entrañe peligro grave para la seguridad de un testigo o de su familia, el Fiscal deberá 
abstenerse de 
presentarlos en cualquier diligencia anterior al juicio. En su reemplazo hará un resumen 
de dichos elementos de conocimiento. En ningún caso, esas medidas podrán redundar en 
perjuicio de los derechos del acusado o de un juicio justo e imparcial, ni serán 
incompatibles con estos. 
Artículo 41. Atención a necesidades especiales. Tanto los órganos judiciales como las 
entidades de apoyo técnico y la Procuraduría Judicial para la Justicia y la Paz, tendrán en 
cuenta las necesidades especiales de las mujeres, de las niñas, niños, personas mayores 
de edad o con discapacidad que participen en el proceso. 
CAPÍTULO IX 
Derecho a la reparación de las víctimas 
Artículo 42. Deber general de reparar. Los miembros de los grupos armados que 
resulten 
beneficiados con las disposiciones previstas en esta ley tienen el deber de reparar a las 
víctimas de aquellas conductas punibles por las que fueren condenados mediante 
sentencia judicial. Igualmente, cuando no se haya logrado individualizar al sujeto activo 
pero se compruebe el daño y el nexo causal con las actividades del Grupo Armado Ilegal 
Beneficiario por las disposiciones de la presente ley, el Tribunal directamente o por 
remisión de la Unidad de Fiscalía, ordenará la reparación a cargo del Fondo de 
Reparación. 
Artículo 43. Reparación. El Tribunal Superior de Distrito Judicial al proferir sentencia, 
ordenará la reparación a las víctimas y fijará las medidas pertinentes. 
Artículo 44. Actos de reparación. La reparación de las víctimas de la que trata la 
presente ley comporta los deberes de restitución, indemnización, rehabilitación y 
satisfacción. 
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Para tener derecho a gozar del beneficio de la libertad a prueba, el condenado deberá 
proveer al Fondo para la Reparación de las Víctimas los bienes, si los tuviese, destinados 
para tal fin; realizar satisfactoriamente los actos de reparación que se le hayan impuesto; 
colaborar con el Comité Nacional de Reparación y Reconciliación o suscribir un acuerdo 
con el Tribunal Superior de Distrito Judicial que asegure el cumplimiento de sus 
obligaciones de reparación. Son actos de reparación integral los siguientes: 
45.1 La entrega al Estado de bienes obtenidos ilícitamente para la reparación de las 
víctimas. 
45.2 La declaración pública que restablezca la dignidad de la víctima y de las personas 
más vinculadas con ella. 
45.3 El reconocimiento público de haber causado daños a las víctimas, la declaración 
pública de arrepentimiento, la solicitud de perdón dirigida a las víctimas y la promesa de 
no repetir tales conductas punibles. 
45.4 La colaboración eficaz para la localización de personas secuestradas o 
desaparecidas y la localización de los cadáveres de las víctimas. 
45.5 La búsqueda de los desaparecidos y de los restos de personas muertas, y la ayuda 
para identificarlos y volverlos a inhumar según las tradiciones familiares y comunitarias. 
Artículo 45. Solicitud de reparación. Las víctimas de los grupos armados al margen de 
la ley pueden obtener reparación acudiendo al Tribunal Superior de Distrito judicial, en 
relación con los hechos que sean de su conocimiento. 
Nadie podrá recibir dos veces reparación por el mismo concepto. 
Artículo 46. Restitución. La restitución implica la realización de los actos que propendan 
por la devolución a la víctima a la situación anterior a la violación de sus derechos. Incluye 
el restablecimiento de la libertad, el retorno a su lugar de residencia y la devolución de sus 
propiedades, de ser posible. 
Artículo 47. Rehabilitación. La rehabilitación deberá incluir la atención médica y 
psicológica para las víctimas o sus parientes en primer grado de consanguinidad de 
conformidad con el Presupuesto del Fondo para la Reparación de las Víctimas. 
Los servicios sociales brindados por el gobierno a las víctimas, de conformidad con las 
normas y leyes vigentes, hacen parte de la reparación y de la rehabilitación. 
Artículo 48. Medidas de satisfacción y garantías de no repetición. Las medidas de 
satisfacción y las garantías de no repetición, adoptadas por las distintas autoridades 
directamente comprometidas en el proceso de reconciliación nacional, deberán incluir: 
49.1 La verificación de los hechos y la difusión pública y completa de la verdad judicial, en 
la medida en que no provoque más daños innecesarios a la víctima, los testigos u otras 
personas, ni cree un peligro para su seguridad. 
49.2 La búsqueda de los desaparecidos o de las personas muertas y la ayuda para 
identificarlas y volverlas a inhumar según las tradiciones familiares y comunitarias. Esta 
tarea se encuentra    principalmente a cargo de la Unidad Nacional de Fiscalías para la 
Justicia y la Paz. 
49.3 La decisión judicial que restablezca la dignidad, reputación y derechos de la víctima y 
las de sus parientes en primer grado de consanguinidad. 
49.4 La disculpa, que incluya el reconocimiento público de los hechos y la aceptación de 
responsabilidades. 
49.5 La aplicación de sanciones a los responsables de las violaciones, todo lo cual estará 
a cargo de los órganos judiciales que intervengan en los procesos de que trata la presente 
ley. 
49.6 La sala competente del Tribunal Superior de Distrito judicial podrá ordenar 
conmemoraciones, homenajes y reconocimiento a las víctimas de los grupos armados al 
margen de la ley. Adicionalmente, la Comisión Nacional de Reconciliación y Reparaciones 



 

  73 

podrá recomendar a los órganos políticos o de gobierno de los distintos niveles, la 
adopción de este tipo de medidas. 
49.7 La prevención de violaciones de derechos humanos. 
49.8 La asistencia a cursos de capacitación en materia de derechos humanos a los 
responsables de las violaciones. Esta medida podrá ser impuesta a los condenados por la 
sala competente Tribunal Superior de Distrito Judicial. 
Artículo 49. Programas de reparación colectiva. El Gobierno, siguiendo las 
recomendaciones la Comisión Nacional de Reconciliación y Reparaciones, deberá 
implementar un programa institucional de reparación colectiva que comprenda acciones 
directamente orientadas a recuperar la institucionalidad propia del Estado Social de 
Derecho particularmente en las zonas más afectadas por la violencia; a recuperar y 
promover los derechos de los ciudadanos afectados por hechos de violencia, y a 
reconocer y dignificar a las víctimas de la violencia. 
Artículo 50. Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación. Créase la Comisión 
Nacional de Reparación y Reconciliación integrada por el Vicepresidente de la República 
o su delegado, quien la presidirá; el Procurador General de la Nación o su delegado; el 
Ministro del Interior y de justicia o su delegado; el Ministro de Hacienda y Crédito Público 
o su delegado; Defensor del Pueblo, dos Representantes de Organizaciones de Víctimas 
y el Director de la Red de Solidaridad Social, quien desempeñará la Secretaría Técnica. El 
Presidente de la República designará como integrantes de esta Comisión a cinco 
personalidades, dos de las cuales, al menos, deben ser mujeres. Esta Comisión tendrá 
una vigencia de 8 años. 
Artículo 51. Funciones de la comisión nacional de reparación y reconciliación. La 
Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación cumplirá las siguientes funciones: 
52.1 Garantizar a las víctimas su participación en procesos de esclarecimiento judicial y la 
realización de sus derechos. 
52.2 Presentar un informe público sobre las razones para el surgimiento y evolución de 
los grupos armados ilegales. 
52.3 Hacer seguimiento y verificación a los procesos de reincorporación y a la labor de las 
autoridades locales a fin de garantizar la desmovilización plena de los miembros de 
grupos armados organizados al margen de la ley, y el cabal funcionamiento de las 
instituciones en esos territorios. Para estos efectos la Comisión Nacional Reparación y 
Reconciliación podrá invitar a participar a organismos o personalidades extranjeras. 
52.4 Hacer seguimiento y evaluación periódica de la reparación de que trata la presente 
ley y señalar recomendaciones para su adecuada ejecución. 
52.5 Presentar, dentro del término de dos años, contados a partir de la vigencia de la 
presente ley, ante el Gobierno Nacional y las Comisiones de Paz de Senado y Cámara, 
de Representantes, un informe acerca del proceso de reparación a las víctimas de los 
grupos armados al margen de la ley. 
52.6 Recomendar los criterios para las reparaciones de que trata la presente ley, con 
cargo al Fondo de Reparación a las Víctimas. 
52.7 Coordinar la actividad de las Comisiones Regionales para la Restitución de Bienes. 
52.8 Adelantar acciones nacionales de reconciliación que busquen impedir la reaparición 
de nuevos hechos de violencia que perturben la paz nacional. 
52.9 Darse su reglamento. 
Artículo 52. Comisiones Regionales para la Restitución de Bienes. Las comisiones 
regionales serán las responsables de propiciar los trámites relacionados con las 
reclamaciones sobre propiedad y tenencia de bienes en el marco del proceso establecido 
en la presente ley. 
Artículo 53. Composición. Las Comisiones Regionales estarán integradas por un (1) 
representante de la Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación, quien la presidirá; 
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un delegado de la Procuraduría para justicia y la paz; un (1) delegado de la Personería 
municipal o Distrital; un (1) Delegado del Defensor del Pueblo; y un delegado del 
Ministerio del Interior y de justicia. 
El Gobierno Nacional tendrá la facultad de designar un representante de las comunidades 
religiosas y determinará, de acuerdo con las necesidades del proceso, el funcionamiento y 
distribución territorial de las comisiones. 
Artículo 54. Fondo para la Reparación de las Víctimas. Créase el Fondo para la 
Reparación 
de las Víctimas, como una cuenta especial sin personería jurídica, cuyo ordenador del 
gasto será el Director de la Red de Solidaridad Social. Los recursos del Fondo se 
ejecutarán conforme a las reglas del derecho privado. 
El Fondo estará integrado por todos los bienes o recursos que a cualquier título se 
entreguen por las personas o grupos armados organizados ilegales a que se refiere la 
presente ley, por recursos provenientes del presupuesto nacional y donaciones en dinero 
o en especie, nacionales o extranjeras. 
Los recursos administrados por este Fondo estarán bajo la vigilancia de la Contraloría 
General de la República. 
Parágrafo. Los bienes a que hacen referencia los artículos 10 y 11, se entregarán 
directamente al Fondo para la Reparación de las Víctimas creado por esta ley. Igual 
procedimiento se observará respecto de los bienes vinculados a investigaciones penales y 
acciones de extinción del derecho de dominio en curso al momento de la desmovilización, 
siempre que la conducta se haya realizado con ocasión de su pertenencia al grupo 
organizado al margen de la ley y con anterioridad a la vigencia de la presente ley. 
El Gobierno reglamentará el funcionamiento de este Fondo y, en particular, lo 
concerniente a la reclamación y entrega de bienes respecto de terceros de buena fe. 
Artículo 55. Funciones de la Red de Solidaridad Social. La Red de Solidaridad Social, 
a través del Fondo de que trata la presente ley, tendrá a su cargo, de acuerdo con el 
presupuesto asignado para el Fondo, las siguientes funciones: 
56.1 Liquidar y pagar las indemnizaciones judiciales de que trata la presente ley dentro de 
los límites autorizados en el presupuesto nacional. 
56.2 Administrar el Fondo para la reparación de víctimas. 
56.3 Adelantar otras acciones de reparación cuando a ello haya lugar. 
56.4 Las demás que señale el reglamento. 
CAPÍTULO X 
Conservación de archivos 
Artículo 56. Deber de memoria. El conocimiento de la historia de las causas, desarrollos 
y consecuencias de la acción de los grupos armados al margen de la ley deberá ser 
mantenido mediante procedimientos adecuados, en cumplimiento del deber a la 
preservación de la memoria histórica que corresponde al Estado. 
Artículo 57. Medidas de preservación de los archivos. El derecho a la verdad implica 
que sean preservados los archivos. Para ello los órganos judiciales que los tengan a su 
cargo, así como la Procuraduría General de la Nación, deberán adoptar las medidas para 
impedir la sustracción, la destrucción o la falsificación de los archivos, que pretendan 
imponer la impunidad. 
Lo anterior sin perjuicio de la aplicación de las normas penales pertinentes. 
Artículo 58. Medidas para facilitar el acceso a los archivos. El acceso a los archivos 
debe ser facilitado en el interés de las víctimas y de sus parientes para hacer valer sus 
derechos.Cuando el acceso se solicite en interés de la investigación histórica, las 
formalidades de autorización sólo tendrán la finalidad del control de acceso, custodia y 
adecuado mantenimiento del material, y no con fines de censura. En todo caso se 
deberán adoptar las medidas necesarias para resguardar el derecho a la intimidad de las 
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víctimas de violencia sexual y de las niñas, niños y adolescentes víctimas de los grupos 
armados al margen de la ley, y para no provocar más daños innecesarios a la víctima, los 
testigos u otras personas, ni crear un peligro para su seguridad. 
CAPÍTULO XI 
Acuerdos Humanitarios 
Artículo 59. Es obligación del Gobierno garantizar el derecho a la paz conforme a los 
artículos 2°, 22, 93 y 189 de la Constitución Política, habida consideración de la situación 
de orden público que vive el país y la amenaza contra la población civil y las instituciones 
legítimamente constituidas. 
Artículo 60. Para el cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 60 de la presente ley, el 
Presidente de la República podrá autorizar a sus representantes o voceros, para 
adelantar contactos que permitan llegar a acuerdos humanitarios con los grupos armados 
organizados al margen de la ley. 
Artículo 61. El Presidente de la República tendrá la facultad de solicitar a la autoridad 
competente, para los efectos y en los términos de la presente ley, la suspensión 
condicional de la pena, y el beneficio de la pena alternativa a favor de los miembros de los 
grupos armados organizados al margen de la ley con los cuales se llegue a acuerdos 
humanitarios. El Gobierno Nacional podrá exigir las condiciones que estime pertinentes 
para que estas decisiones contribuyan efectivamente a la búsqueda y logro de la paz. 
CAPÍTULO XII 
Vigencia y disposiciones complementarias 
Artículo 62. Complementariedad. Para todo lo no dispuesto en la presente ley se 
aplicará la ley 782 de 2002 y el Código de Procedimiento Penal. 
Artículo 63. Ley futura más favorable. Si con posterioridad a la promulgación de la 
presenta ley, se expiden leyes que concedan a miembros de grupos armados al margen 
de la ley beneficios más favorables que los establecidos en esta, las personas que hayan 
sido sujetos del mecanismo alternativo, podrán acogerse a las condiciones que se 
establezcan en esas leyes posteriores. 
Artículo 64. Entrega de menores. La entrega de menores por parte de miembros de 
Grupos armados al margen de la ley no serán causal de la pérdida de los beneficios a que 
se refieren la presente ley y la ley 782 de 2002. 
Artículo 65. El Gobierno Nacional, el Consejo Superior de la Judicatura y la Fiscalía 
General de 
la Nación apropiarán los recursos suficientes indispensables para la debida y oportuna 
aplicación de la ley de extinción de dominio. 
Artículo 66. De acuerdo con el Programa de Reincorporación a la vida civil el Gobierno 
Nacional procurará la vinculación de los desmovilizados a proyectos productivos o a 
programas de capacitación o educación que les facilite acceder a empleos productivos. 
Simultáneamente y de acuerdo con el mismo programa, procurará su apoyo para ingresar 
a programas de asistencia psicológica adecuados que faciliten su reincisión social y 
adopción a la normal vida cotidiana. 
Artículo 67. Los Magistrados de los Tribunales Superiores de Distrito judicial, que se 
creen en virtud de la presente ley, serán elegidos por la Sala Plena de la Corte Suprema 
de justicia, de listas enviadas por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la 
Judicatura. Los requisitos exigidos para ser Magistrado de estos Tribunales, serán los 
mismos exigidos para desempeñarse como Magistrado de los actuales Tribunales 
Superiores de Distrito Judicial. 
La Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, podrá conformar los grupos 
de apoyo administrativo y social para estos Tribunales. La nominación de los empleados, 
estará a cargo de los Magistrados de los Tribunales creados por la presente ley. 
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Artículo 68. Los recursos de que trata la presente ley y cuyo trámite corresponde a la 
Corte Suprema de justicia, tendrán prelación sobre los demás asuntos de competencia de 
la Corporación y deberán ser resueltos dentro del término de treinta días. 
Artículo 69. Las personas que se hayan desmovilizado dentro del marco de la ley 782 de 
2002 y 
que hayan sido certificadas por el Gobierno Nacional, podrán ser beneficiarias de 
resolución inhibitoria, preclusión de la instrucción o cesación de procedimiento, según el 
caso, por los delitos de concierto para delinquir en los términos del inciso primero del 
artículo 340 del Código Penal; utilización ilegal de uniformes e insignias; instigación a 
delinquir en los términos del inciso primero del artículo 348 del Código Penal; fabricación, 
tráfico y porte de armas y municiones. 
Las personas condenadas por los mismos delitos y que reúnan las condiciones 
establecidas en el presente artículo, también podrán acceder a los beneficios jurídicos 
que para ellas consagra la ley 782 de 2002. 
Artículo 70. Rebaja de penas. Las personas que al momento de entrar en vigencia la 
presente ley cumplan penas por sentencia ejecutoriadas, tendrán derecho a que se les 
rebaje la pena impuesta en una décima parte. Exceptúese los condenados por los delitos 
contra la libertad, integridad y formación sexuales, lesa humanidad y narcotráfico. Para la 
concesión y tasación del beneficio, el juez de ejecución de penas y medidas de seguridad 
tendrá en cuenta el buen comportamiento del condenado, su compromiso de no repetición 
de actos delictivos, su cooperación con la justicia y sus acciones de reparación a las 
víctimas. 
Artículo 71. Sedición. Adiciónase al artículo 468 del Código Penal un inciso del siguiente 
tenor: "También incurrirá en el delito de sedición quienes conformen o hagan parte de 
grupos guerrilleros o de autodefensa cuyo accionar interfiera con el normal 
funcionamiento del orden constitucional y legal. En este caso, la pena será la misma 
prevista para el delito de rebelión. Mantendrá plena vigencia el numeral 10 del artículo 3 
de la Convención de las Naciones Unidas Contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y 
Sustancias Psicotrópicas, suscrito en Viena el 20 de diciembre de 1988 e incorporado a la 
legislación nacional mediante ley 67 de 1993". 
Artículo 72. Vigencia y derogatorias. La presente ley deroga todas las disposiciones 
que le resulten contrarias. Se aplicará únicamente a hechos ocurridos con anterioridad a 
su vigencia y rige a partir de la fecha de su promulgación. 
Publíquese y ejecútese. 
Dada en Bogotá, D. C., a 25 de julio de 2005. 
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Anexo 2 
Fundamentos Filosóficos y Operativos 
Definiciones Estratégicas de la Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación 
Introducción 
Durante los últimos meses, la Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación (CNRR) 
ha estado trabajando arduamente en la definición del marco conceptual que  servirá de 
base para el desarrollo de su intervención en las áreas de reparación y reconciliación así 
como para la elaboración del Plan de Acción que guiará su trabajo durante el período de 
su mandato. Como resultado de tal ejercicio, se han alcanzado importantes acuerdos 
internos sobre el alcance y las funciones de la Comisión, incluyendo la identificación de 
áreas y actividades estratégicas y la definición de la estructura institucional básica. 
El ejercicio de la definición del marco conceptual se desarrolló tomando en consideración 
las siguientes decisiones estratégicas tomadas por la CNRR en las deliberaciones: 
- Que todas las actuaciones de la Comisión se llevarán a cabo en el contexto jurídico 
definido por la Ley de Justicia y Paz (Ley 975 de 2005), la Sentencia C-370/06 de la Corte 
Constitucional, el marco jurídico constitucional, los tratados firmados por Colombia, el 
Derecho Internacional de los Derechos Humanos y el Derecho Internacional Humanitario. 
- Que atendiendo a su naturaleza esencialmente política, la CNRR buscará convertirse en 
un referente nacional capaz de incidir, desde su especificidad, en la construcción de la 
paz en general y en los procesos de reparación y reconciliación en particular. Con tales 
propósitos, la Comisión trabajara en la construcción de una coalición social y política 
nacional e internacional que apoye y promueva la justicia, la verdad, la reparación y la 
reconciliación. 
- Que una de las prioridades fundamentales de la Comisión durante el período de su 
mandato será coadyuvar para que las víctimas se conviertan en un actor social y político 
relevante, capaz de luchar por la defensa de sus derechos, incluyendo su reconocimiento 
como ciudadanos plenos y su derecho a la verdad, la justicia y la reparación. Para ello, la 
CNRR tendrá como uno de sus objetivos fundamentales acompañar, ayudar y fortalecer a 
las víctimas y sus organizaciones. Por otra parte, también considerará la opinión de las 
víctimas y de las organizaciones que las representan, de manera que las acciones de la 
Comisión se diseñen por medio de procesos deliberativos. 
- Que trabajará para que en Colombia tenga éxito el proceso de justicia transicional que 
abarca toda la variedad de procesos y mecanismos asociados con los intentos de una 
sociedad por resolver los problemas derivados de un pasado de abusos a gran escala, a 
fin de que los responsables rindan cuentas de sus actos, servir a la justicia y lograr la 
reconciliación1. El concepto de justicia transicional es importante para Colombia en tanto 
plantea la necesidad de tomar en cuenta las particularidades de los países y busca 
encontrar un balance entre la necesidad imperiosa de obtener justicia y verdad para las 
víctimas y la necesidad de alcanzar la paz y la reconciliación nacional. 
A continuación se presentan las principales definiciones estratégicas que guiarán el 
trabajo de la Comisión durante el período de su mandato. 
Definiciones con respecto a las víctimas 
El concepto de víctima y los principales tipos de victimización 
Consecuente con la decisión de enmarcar su actuación en el contexto jurídico definido por 
la Ley de Justicia y Paz, por el marco jurídico constitucional y por el Derecho 
Internacional, la CNRR ha acordado por amplio consenso reconocerá todas las víctimas 
de violaciones de derechos humanos ocurridas durante el conflicto armado 
contemporáneo2. En este sentido, la CNRR considera como víctimas a todas aquellas 
personas o grupos de personas que, en razón o con ocasión del conflicto armado interno 
que vive el país desde 1964 hayan sufrido daños individuales o colectivos ocasionados 
por actos u omisiones que violan los derechos consagrados en normas de la Constitución 
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Política de Colombia, del Derecho Internacional de los Derechos Humanos, del Derecho 
Internacional Humanitario y del Derecho Penal Internacional, y que constituyan una 
infracción a la ley penal nacional. 
En opinión de la Comisión, el reconocimiento de todas las víctimas del conflicto armado 
contemporáneo constituye en sí mismo un acto de reparación y por 1 Secretario General 
de Naciones Unidas, “El Estado de derecho y la justicia de transición en las sociedades 
que sufren o han sufrido conflictos. Informe del Secretario General al Consejo de 
Seguridad de Naciones Unidas”, 3 de agosto de 2004, Doc. S/2004/616, p. 6. 
2 Los conflictos armados contemporáneos en América Latina surgen, en general, luego 
del triunfo de la revolución cubana. En el caso colombiano, el año 1964 podría representar 
la fecha de corte entre el conflicto conocido como la Violencia (dominado por la 
confrontación bipartidista liberal-conservador) y el inicio del conflicto armado 
contemporáneo. Esta fecha es, sin embargo, tentativa pues los historiadores han 
planteado igualmente otras fechas significativas: el inicio de las autodefensas en el 
Magdalena Medio (1978), el agravamiento del conflicto armado interno (1982) e, incluso, 
el surgimiento de la Unión Patriótica y el agravamiento de la “guerra sucia”. De ahí, la 
importancia de un profundo debate nacional en torno a la fecha simbólica que define la 
emergencia del conflicto contemporáneo en Colombia. tanto representa un paso 
fundamental para lograr la paz y la reconciliación nacional en el mediano y largo plazo. 
Sin embargo, dicho reconocimiento no significa que todas ellas califican automáticamente 
como beneficiarias de las políticas de reparaciones. En este sentido, es fundamental 
distinguir el concepto de victima del de beneficiario, que se refiere a aquella víctima que 
recibirá algún tipo de reparación. Como se indica mas adelante (Parte III), la CNRR le 
presentara al país, en el mediano plazo, una propuesta de un Programa Nacional de 
Reparaciones, el cual buscara beneficiar a las víctimas del conflicto. En el corto plazo, la 
Comisión acatará lo establecido en la Ley de Justicia y Paz, la cual especifica claramente 
quienes son las víctimas que serán beneficiarias de las reparaciones en el marco de dicha 
ley3. 
La CNRR considera que la condición de víctima se adquiere con independencia de que se 
identifique, aprehenda, procese o condene al autor de la conducta punible y sin 
consideración a la relación familiar existente entre el autor y la víctima. 
En el caso colombiano, algunas de las principales violaciones de derechos humanos que 
han tenido lugar en el contexto del conflicto armado interno son las siguientes: 
1. Desaparición forzada 
2. Secuestro 
3. Homicidio 
4. Genocidio 
5. Desplazamiento forzado 
6. Detención arbitraria y violación del debido proceso 
7. Reclutamiento forzado 
8. Tortura 
9. Violencia sexual y reproductiva 
10. Lesiones y tratos inhumanos y degradantes 
11. Actos de terrorismo 
12. Actos de barbarie 
13. Destrucción de bienes culturales y lugares de culto 
3 La Ley de Justicia y Paz en su art. 5 define como víctima “la persona que individual o 
colectivamente haya sufrido daños directos tales como lesiones transitorias o 
permanentes que ocasionen algún tipo de discapacidad física, psíquica y/o sensorial 
(visual y/o auditiva), sufrimiento emocional, pérdida financiera o menoscabo de sus 
derechos fundamentales. Los daños deberán ser consecuencia de acciones que hayan 
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transgredido la legislación penal, realizadas por grupos armados organizados al margen 
de la ley. 
También se tendrá por víctima al cónyuge, compañero o compañera permanente, y 
familiar en primer grado de consanguinidad, primero civil de la víctima directa, cuando a 
esta se le hubiere dado muerte o estuviere desaparecida. 
La condición de víctima se adquiere con independencia de que se identifique, aprehenda 
procese o condene al autor de la conducta punible y sin consideración a la relación 
familiar existente entre el autor y la víctima. 
Igualmente se considerarán como víctimas a los miembros de la Fuerza Pública que 
hayan sufrido lesiones transitorias o permanentes que ocasionen algún tipo de 
discapacidad física, psíquica y/o sensorial (visual o auditiva), o menoscabo de sus 
derechos fundamentales, como consecuencia de las acciones de algún integrante o 
miembros de los grupos armados organizados al margen de la ley. 
Asimismo, se tendrán como víctimas al cónyuge, compañero o compañera permanente y 
familiares en primer grado de consanguinidad, de los miembros de la fuerza pública que 
hayan perdido la vida en desarrollo de actos del servicio, en relación con el mismo, o 
fuera de él, como consecuencia de los actos ejecutados por algún integrante o miembros 
de los grupos organizados al margen de la ley” 
14. Minas antipersonal 
La propuesta de Programa Nacional de Reparaciones que la CNRR le propondrá al país 
en el mediano plazo, se caracterizará por su gradualidad, es decir, que su implementación 
se hará en diferentes fases atendiendo el patrón de violaciones y la gravedad de las 
mismas, el perfil de las victimas, las capacidades institucionales y la disponibilidad de 
recursos financieros. Por supuesto, la definición de las diferentes fases se hará en 
estrecha consulta con las víctimas y sus organizaciones. 
Prioridad a las víctimas que presentan mayores grados de vulnerabilidad 
Dado que dentro del universo total de víctimas, existen algunas que presentan mayor 
grado de vulnerabilidad, la CNRR considera necesario establecer un orden de prioridad 
considerando, en primer lugar, lo establecido en la Constitución Política, que subraya la 
necesidad de brindar especial protección a las mujeres cabeza de familia (art. 43), niños y 
niñas (art. 44), tercera edad (art.46) disminuidos físicos, sensoriales y psíquicos (art. 47) y 
comunidades indígenas y afro colombianas con respecto a su territorio (art. 63 y Ley 70 
de 1993.) En segundo lugar, la realidad social exige darle prioridad a otro tipo de víctimas, 
aun cuando no se encuentran protegidos de forma especial en la Constitución. Tal es el 
caso de aquellas victimas que padecen pobreza extrema. 
La necesidad de otorgar una atención integral a las víctimas 
La CNRR ha acordado trabajar para que las víctimas reciban una atención integral, que 
se caracterice por su pertinencia, efectividad, celeridad y un adecuado orden de 
prioridades, y donde se brinde apoyo social, psicológico y legal, entre otros aspectos. La 
Comisión considera que pueden existir varias formas de desarrollar esta labor. Una de 
ellas es elaborar una evaluación de los programas de atención a víctimas que están 
siendo implementados por el Estado colombiano y por organizaciones de la sociedad civil. 
Con dicho estudio se pretende extraer lecciones y conocer el universo y tipo de víctimas 
que han sido atendidas por dichos programas. 
Otra forma es apoyar e impulsar, según corresponda, la Red Nacional de Atención a 
Victimas, conformada por instituciones religiosas, organizaciones no gubernamentales, 
fundaciones y organismos del gobierno o del Estado, tales como Bienestar Familiar, 
Acción Social, la Procuraduría General de la Nación y la Defensoría del Pueblo. Para tales 
efectos, la CNRR elaborará un inventario de las asociaciones de víctimas que sirva como 
herramienta para focalizar el trabajo en las regiones y facilitar la conformación de la Red 
Nacional. Para asistir integralmente a las víctimas, la CNRR considera que deben 
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fortalecerse los programas estatales existentes, y apoyar las experiencias que se han 
venido desarrollando en todo el territorio nacional por parte de las comunidades, de las 
organizaciones sociales y en general de la sociedad civil. 
La Comisión también cree que es necesario que las entidades públicas se fortalezcan 
para que presten un servicio oportuno y pertinente que ayude a asegurar los derechos de 
las víctimas. 
Definiciones con respecto a las reparaciones 
El concepto de reparación integral 
En opinión de la CNRR, la reparación consiste en dignificar a las víctimas mediante 
medidas que alivien su sufrimiento, compensen las pérdidas sociales, morales y 
materiales que han sufrido y restituyan sus derechos ciudadanos. En este sentido, el 
concepto de reparación con el que se identifica la Comisión asume la definición amplia de 
reparación que existe en el contexto del derecho internacional, en el cual el término se 
usa para designar toda aquella medida que puede ser utilizada para resarcir a las víctimas 
por los diferentes tipos de daños que hubieren sufrido como consecuencia de ciertos 
crímenes cometidos con ocasión del conflicto armado contemporáneo. 
Consecuente con la definición anterior, la CNRR ha acordado, por amplio consenso, 
asumir de manera estratégica el concepto de reparación integral, el cual hace referencia, 
por un lado, a la necesidad de concebir las reparaciones como parte del proceso de 
justicia transicional, que incluye además el esclarecimiento de la verdad, la reconstrucción 
de la memoria histórica, la aplicación de la justicia y las reformas institucionales, es decir, 
lo que se conoce como integralidad externa. Y por otro, al necesario balance que debe 
existir entre las reparaciones materiales y las simbólicas así como entre las reparaciones 
individuales y colectivas, lo que se conoce como integralidad interna. 
La integralidad implica que la reparación no puede ni debe ser vista aisladamente del 
resto de componentes de la justicia transicional y que por tanto no es admisible 
considerarla como algo que se puede intercambiar por justicia o verdad. En realidad, el 
concepto de reparación integral exige avanzar de manera coherente en las distintas 
dimensiones de la justicia transicional, es decir, en la justicia, la verdad y la reparación. 
Asimismo, el concepto de reparación integral significa que las reparaciones no pueden ni 
deben reducirse a la dimensión material, sino que deben incluir medidas simbólicas, tanto 
para las víctimas individuales, como para las colectividades sociales que han sufrido 
violaciones de derechos humanos. 
Por otra parte, el concepto de reparación integral supone reconocer la multiplicidad de 
formas de reparación contemplada en la legislación nacional e internacional, 
especialmente las siguientes: - La restitución, también conocida como restitutio in 
integrum, busca devolver a la víctima a la situación anterior a la violación4 y 4 CIDH 
(2005: 11). 
comprende, entre otras cuestiones, “el restablecimiento de la libertad, los derechos 
legales, la situación social, la identidad, la vida familiar y la ciudadanía de la víctima, el 
regreso a su lugar de residencia, la reintegración en su empleo y la devolución de sus 
propiedades”5. 
- La indemnización, que consiste en compensar los perjuicios causados por el delito y que 
generalmente asume la forma de un pago en dinero como reconocimiento a los males 
cometidos y para reparar las perdidas sufridas. Generalmente son objeto de 
compensación los siguientes daños: el daño físico o mental; la pérdida de oportunidades, 
en particular las de empleo, educación y prestaciones sociales; los daños materiales y la 
pérdida de ingresos, incluido el lucro cesante; los perjuicios morales; los gastos de 
asistencia jurídica o de expertos, medicamentos y servicios médicos y servicios 
psicológicos y sociales.6 
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- La rehabilitación, que se refiere al cuidado y asistencia profesional que las víctimas 
requieren para reestablecer su integridad legal, física y moral después de la violación en 
su contra. Estas medidas deberán incluir según proceda, la atención médica y psicológica, 
así como servicios jurídicos y sociales.7 
- La satisfacción o compensación moral, consistente en realizar acciones tendientes a 
restablecer la dignidad de la víctima y difundir la verdad de lo sucedido. Son medidas de 
carácter no pecuniario. Algunos ejemplos de tales medidas son las siguientes: medidas 
eficaces para conseguir la cesación de las violaciones continuadas; la verificación de los 
hechos y la revelación pública y completa de la verdad, en la medida en que esa 
revelación no provoque más daños o amenace la seguridad y los intereses de la víctima, 
de sus familiares, de los testigos o de personas que han intervenido para ayudar a la 
víctima o 5 Principio 19 de los Principios y Directrices Básicos Sobre el Derecho de las 
Víctimas de Violaciones Manifiestas de las Normas Internacionales de Derechos 
Humanos y de Violaciones Graves del Derecho Internacional Humanitario a Interponer 
Recursos y Obtener Reparaciones (2005). Principio 22 de los Principios y Directrices 
Básicos Sobre el Derecho de las Víctimas de Violaciones de las Normas Internacionales 
de Derechos Humanos y del Derecho Internacional Humanitario a Interponer Recursos y 
Obtener Reparaciones (2000). Principio 40 del Conjunto de Principios para la Protección y 
la Promoción de los Derechos Humanos Mediante la Lucha Contra la Impunidad (1998). 
Principio 4 del Proyecto de Principios y Directrices Básicos (1993). 6 CIDH (2005: 14 -17). 
Principio 20 de los Principios y Directrices Básicos Sobre el Derecho de las Víctimas de 
Violaciones Manifiestas de las Normas Internacionales de Derechos Humanos y de 
Violaciones Graves del Derecho Internacional Humanitario a Interponer Recursos y 
Obtener Reparaciones (2005). Principio 23 de los Principios y Directrices Básicos Sobre el 
Derecho de las Víctimas de Violaciones de las Normas Internacionales de Derechos 
Humanos y del Derecho Internacional Humanitario a Interponer Recursos y Obtener 
Reparaciones (2000). Principio 41 del Conjunto de Principios para la Protección y la 
Promoción de los Derechos Humanos Mediante la Lucha Contra la Impunidad (1998). 
Principio 9 del Proyecto de Principios y Directrices Básicos (1993).7 CIDH (2005: 11). 
Principio 21 de los Principios y Directrices Básicos Sobre el Derecho de las Víctimas de 
Violaciones Manifiestas de las Normas Internacionales de Derechos Humanos y de 
Violaciones Graves del Derecho Internacional Humanitario a Interponer Recursos y 
Obtener Reparaciones (2005). Principio 24 de los Principios y Directrices Básicos Sobre el 
Derecho de las Víctimas de Violaciones de las Normas Internacionales de Derechos 
Humanos y del Derecho Internacional Humanitario a Interponer Recursos y Obtener 
Reparaciones (2000). Principio 42 del Conjunto de Principios para la Protección y la 
Promoción de los Derechos Humanos Mediante la Lucha Contra la Impunidad (1998). 
Principio 10 del Proyecto de Principios y Directrices Básicos (1993). impedir que se 
produzcan nuevas violaciones; la búsqueda de las personas desaparecidas, de las 
identidades de los niños secuestrados y de los cadáveres de las personas asesinadas, y 
la ayuda para recuperarlos, identificarlos y volver a inhumarlos según el deseo explícito o 
presunto de la víctima o las prácticas culturales de su familia y comunidad; una 
declaración oficial o decisión judicial que restablezca la dignidad, la reputación y los 
derechos de la víctima y de las personas estrechamente vinculadas a ella; una disculpa 
pública que incluya el reconocimiento de los hechos y la aceptación de 
responsabilidades.8 
- Las garantías de no repetición, son aquellas medidas dirigidas a evitar que las víctimas 
vuelvan a ser objeto de violaciones de los derechos humanos e infracciones al derecho 
internacional humanitario que vulneren su dignidad. Algunas de las medidas que se 
reconocen internacionalmente son las siguientes9: adhesión consecuente de las 
instituciones públicas al imperio de la ley; el ejercicio de un control efectivo de las 
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autoridades civiles sobre las Fuerzas Armadas y de seguridad; la garantía de que todos 
los procedimientos civiles y militares se ajustan a las normas internacionales relativas a 
las garantías procesales, la equidad y la imparcialidad; asegurar el funcionamiento 
independiente, imparcial y eficaz de los tribunales de justicia de conformidad con las 
normas internacionales relativas a las garantías procesales debidas; la desmovilización y 
desmantelamiento de los grupos armados paraestatales o no oficiales; la promoción de 
mecanismos destinados a prevenir y vigilar los conflictos sociales; la revisión y reforma de 
leyes que puedan, eventualmente, contribuir a la violación de las normas internacionales 
de derechos humanos y del Derecho Internacional Humanitario. 
El objetivo y el alcance de las reparaciones 
La CNRR considera que los objetivos principales de las reparaciones son lograr la 
dignificación de las víctimas, restituirles su calidad de ciudadanos y ciudadanas plenos y 
resarcirle los daños que se les causaron. Por ello, la CNRR 8 CIDH (2005: 12 - 14). 
Principio 22 de los Principios y Directrices Básicos Sobre el Derecho de las Víctimas de 
Violaciones Manifiestas de las Normas Internacionales de Derechos Humanos y de 
Violaciones Graves del Derecho Internacional Humanitario a Interponer Recursos y 
Obtener Reparaciones (2005). Principio 25 de los Principios y Directrices Básicos Sobre el 
Derecho de las Víctimas de Violaciones de las Normas Internacionales de Derechos 
Humanos y del Derecho Internacional Humanitario a Interponer Recursos y Obtener 
Reparaciones (2000). Principio 44 del Conjunto de Principios para la Protección y la 
Promoción de los Derechos Humanos Mediante la Lucha Contra la Impunidad (1998). 
Principio 11 del Proyecto de Principios y Directrices Básicos (1993). 9 Principio 23 de los 
Principios y Directrices Básicos Sobre el Derecho de las Víctimas de Violaciones 
Manifiestas de las Normas Internacionales de Derechos Humanos y de Violaciones 
Graves del Derecho Internacional Humanitario a Interponer Recursos y Obtener 
Reparaciones (2005). Principios 35 a 38 del Conjunto de principios actualizado para la 
protección y la promoción de los derechos humanos mediante la lucha contra la 
impunidad (2005). Principio 25 de los Principios y Directrices Básicos Sobre el Derecho de 
las Víctimas de Violaciones de las Normas Internacionales de Derechos Humanos y del 
Derecho Internacional Humanitario a Interponer Recursos y Obtener Reparaciones 
(2000). Principios 45 a 50 del Conjunto de Principios para la Protección y la Promoción de 
los Derechos Humanos Mediante la Lucha Contra la Impunidad (1998). Principio 11 del 
Proyecto de Principios y Directrices Básicos (1993). enfatiza la necesidad de diferenciar 
las medidas de reparación de los programas sociales, cuyo objetivo fundamental es 
resolver los problemas socioeconómicos de la población y no reparar los daños derivados 
de las violaciones de los derechos humanos cometidos en el marco del conflicto armado 
interno. 
Además, la aplicación de los programas sociales busca beneficiar a la población 
(generalmente pobre), independientemente de su calidad de victima o beneficiario de un 
programa de reparación, lo que significa que tales instrumentos no contienen la dimensión 
reparadora que sí poseen las medidas integrales de reparación. 
El Programa Nacional de Reparaciones 
La CNRR ha acordado proponerle al país, en el mediano plazo, un Programa Nacional de 
Reparaciones (PNR) que sea integral y beneficie a las víctimas. 
Dicho programa se formulará con la participación activa de las víctimas y se caracterizará 
por su gradualidad, es decir, porque su implementación se realizará por fases, las cuales 
tendrán en consideración el patrón de violación y la gravedad de las mismas, el perfil de 
los beneficiarios, las capacidades institucionales y la disponibilidad de recursos 
financieros. 
La decisión de la CNRR de presentarle al país un Programa Nacional de Reparaciones 
que eventualmente se convierta en Política de Estado, está fundamentada en la 
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experiencia internacional que muestra que los instrumentos y mecanismos del derecho 
internacional y del derecho interno no están concebidos ni configurados para lidiar con un 
patrón masivo o sistemático de violaciones, sino a violaciones individuales, por lo que 
normalmente el aparato judicial se ve desbordado. Asimismo la formulación de un 
Programa Nacional de Reparaciones se justifica porque Colombia necesita aliviar el 
sufrimiento que el conflicto le ha causado a las víctimas y porque para reconstruir el tejido 
social del país se necesita reparar los daños cometidos como condición de garantía de no 
repetición. El Programa Nacional de Reparaciones se justifica también por razones de 
racionalidad económica, ya que si bien dichos programas tienen una cobertura amplia, la 
combinación de medidas simbólicas y materiales, individuales y colectivas, permite 
establecer montos de compensación significativamente menores en comparación con los 
establecidos por las cortes internacionales para los casos individuales. 
Con la formulación del Programa Nacional de Reparaciones, la CNRR busca contribuir de 
manera concreta al proceso de reconciliación nacional y a la culminación exitosa del 
proceso de justicia transicional. 
Criterios generales de reparación dirigidos al poder judicial 
1. Consideraciones generales 
De acuerdo a lo establecido en la Ley de Justicia y Paz (art. 51), una de las funciones de 
la CNRR es recomendar criterios para las reparaciones. 
Atendiendo dicho mandato, a continuación se presentan algunos criterios generales 
dirigidos al poder judicial. 
En la formulación de tales criterios, la CNRR ha tenido en cuenta las siguientes 
consideraciones generales: 
- El mandato legal de la Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación. Es función de 
la CNRR (art. 51.6 de la Ley 975 de 2005), recomendar los criterios para las reparaciones 
de que trata esta ley, con cargo al Fondo de Reparación a las Víctimas; 
- El carácter general de los criterios y aplicación específica. La naturaleza de los criterios 
sobre reparaciones tienen un carácter general. El alcance de las medidas de reparación 
dependen de la determinación de los daños en cada caso concreto que deban adoptar 
los magistrados. “La reparación de violaciones de DDHH debe ser determinada sobre una 
base casuística (…) y que no existen fórmulas aplicables automáticamente: cada caso, en 
su particularidad deben determinar las medidas que son correctas, y cuáles deben ser su 
naturaleza y características.”10 
- La naturaleza jurídica de los criterios. Estos criterios no tienen por sí mismos una fuerza 
jurídica vinculante, en la medida en que se desarrollan como recomendaciones. No 
obstante, si dichos criterios se formulan de acuerdo a los principios nacionales11 e 
internacionales12 de derechos humanos, derecho internacional humanitario y derecho 
internacional penal, podrían ser considerados por los magistrados, como idóneos para la 
determinación de las reparaciones a las víctimas. 
- Las responsabilidades de los tribunales de justicia y paz en el proceso de reparación a 
las víctimas. Los magistrados de las salas de justicia y paz de los tribunales, como 
garantes del derecho a la justicia, cumplen una función determinante en la decisión sobre 
la reparación de las víctimas. Estas decisiones, que por mandato constitucional son 
autónomas e independientes (según el art. 228 de la Constitución), 10 CIDH, Memorando 
sobre Reparaciones, 15 de julio de 2005, Washington D.C., p. 3, numeral 3 11 De acuerdo 
al concepto de “bloque de constitucionalidad en sentido estricto”, desarrollado por la Corte 
Constitucional en las sentencias C- 406 de 1996, T -568 de 1999, C- 010 de 2000, T- 
1303 de 2001, T-1319 de 2002.. 
12 Se entiende por principios internacionales en materia de derechos humanos, DIH y 
derecho internacional penal, todas aquellas normas y decisiones jurídicas que son fuente 
del Derecho Internacional Público, en los términos del artículo 38 del Estatuto de la Corte 
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Internacional de Justicia: a) convenciones o tratados internacionales que imponen 
obligaciones a los Estados en materia de derechos humanos y DIH, b) costumbre 
internacional, c) principios generales de Derecho Internacional y d) decisiones judiciales y 
doctrina internacional. Con la actual evolución del Derecho Internacional hay una serie de 
fuentes a las que se les reconoce una cierta fuerza jurídica, tales como: a) las 
recomendaciones internacionales y, b) las resoluciones y declaraciones de la ONU sobre 
derechos humanos. deberán llevarse a cabo teniendo en cuenta el horizonte de la 
reconciliación nacional establecido en la ley, esto es, la garantía de los derechos de las 
víctimas, y en especial, el establecimiento de garantías de no repetición, y la efectiva 
desmovilización y reinserción, individual y colectiva, de los miembros de los grupos 
armados al margen de la ley. 
- La aplicación de principios nacionales e internacionales. Todos los servidores públicos y 
demás operadores jurídicos que participen en la implementación de la Ley de Justicia y 
Paz y su decreto reglamentario, deberán realizar una aplicación de los principios 
nacionales e internacionales de derechos humanos, derecho internacional humanitario y 
derecho internacional penal. Esta interpretación garantista (en sentido formal y material) 
del marco normativo debe servirse de los principios hermenéuticos de los derechos 
humanos (principio prohomine) y del derecho internacional humanitario (cláusula 
martens), a fin de garantizar un desarrollo vigoroso de las normas constitucionales y del 
sistema jurídico en su conjunto. Es necesario además que la aplicación de la ley y el 
decreto respete las formas propias del juicio y demás garantías del sistema 
penal acusatorio. 
2. Principios rectores 
Con base en las consideraciones anteriores, la CNRR recomienda los siguientes 
principios para la reparación de las víctimas: 
a) Dado que el efecto reparador de las diferentes medidas de reparación sólo se obtiene 
plenamente cuando se toman en consideración las aspiraciones, intereses y necesidades 
de las víctimas, es fundamental, sobre todo en el caso de las reparaciones simbólicas y 
colectivas, que la definición de las medidas concretas de reparación se haga en estrecha 
consulta con los beneficiarios de las medidas. 
b) Que las reparaciones sean coherentes y complementarias con los otros componentes 
de la justicia transicional, es decir, con el esclarecimiento de la verdad, la reconstrucción  
de la memoria histórica, la aplicación de la justicia y las reformas institucionales, ya que 
solo de esa manera se logrará el objetivo último de las reparaciones que es hacer justicia 
a las víctimas. 
c) Que las reparaciones mantengan la integralidad interna, es decir, que logren un 
adecuado balance entre medidas individuales y colectivas, así como entre medidas 
materiales y simbólicas, ya que es la única manera de asegurar que las víctimas se 
sientan realmente reparadas. Asimismo, el concepto de reparación integral, implica que 
las medidas de reparación contemplen la restitución, indemnización, rehabilitación, la 
satisfacción, y las garantías de no repetición. 
d) Que la reparación sea adecuada, en el sentido de que las medidas de reparación 
deben estar acordes con los tipos de daño cometidos. 
e) Que las reparaciones sean efectivas, es decir, que se cumplan efectivamente en la 
realidad. 
f) Que la reparación sea rápida, lo cual implica que los plazos en los que se ejecuta sean 
prudenciales. 
g) Que la reparación sea proporcional, lo cual significa que debe ser proporcional al daño 
cometido y acorde con los perjuicios causados. 
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h) Que la reparación incluya el enfoque de equidad de género, en el sentido de que las 
diferentes medidas que se dicten tomen en cuenta los intereses y las necesidades de las 
mujeres y sean equitativas entre los géneros. 
i) Que la reparación tenga en consideración las diferencias de edad y la extracción social 
de los beneficiarios. 
Programa de reparación colectiva. 
De acuerdo a la Ley de Justicia y Paz (art. 49), el Gobierno, siguiendo las 
recomendaciones de la CNRR deberá implementar un Programa Institucional de 
Reparación Colectiva que comprenda acciones directamente orientadas a recuperar la 
institucionalidad propia del Estado Social de Derecho, particularmente en las zonas más 
afectadas por la violencia, a recuperar y promover los derechos de los ciudadanos 
afectados por hechos de violencia y, a reconocer y dignificar a las víctimas de la violencia. 
Consecuente con el mandato anterior, la CNRR ha decidido formular en el corto plazo el 
programa institucional de reparación colectiva y someterlo al debate público. La 
elaboración de dicho programa incluirá un proceso de participación ciudadana. En 
particular, se animará a las comunidades organizadas, a las organizaciones sociales y las 
asociaciones de víctimas, que han sufrido la violencia política, a que presenten sus 
iniciativas y comenten las propuestas de la CNRR. 
El programa estará dirigido a reparar los daños que han sufrido sujetos colectivos como 
las comunidades campesinas, indígenas, afro-colombianas y las organizaciones sociales, 
como consecuencia del conflicto armado. El programa de reparación colectiva no 
reemplazará la reparación individual ni impedirá que las víctimas individuales reclamen 
reparación individual a través de las vías judiciales o a través del Programa Nacional de 
Reparación que la Comisión propondrá al país en el mediano plazo. 
Partiendo del principio fundamental de que la reparación debe buscar el reconocimiento 
de las víctimas y de que debe guardar coherencia externa con los demás componentes de 
la justicia transicional, el programa de reparación colectiva no se limitará a la 
compensación económica de ciertos daños, sino que incluirá además diversas maneras 
de reconocer los hechos y las violaciones que causaron los daños. Las formas de 
reconocimiento en cada caso concreto se concertarán con los sujetos colectivos víctimas 
y tendrán en cuenta la seguridad y dignidad de las personas que hacen parte de la 
comunidad u organización de que se trate. 
El programa institucional de reparación colectiva distribuirá distintos tipos de beneficios. 
Por iniciativa y/o en concertación con el sujeto colectivo víctima, el programa podría 
incluir, por ejemplo, la construcción o ampliación de servicios públicos, la recuperación y 
reconstrucción de la infraestructura productiva, la creación de un fondo comunitario para 
el desarrollo de actividades de la comunidad u organización, la financiación de obras o 
actividades que las comunidades hayan definido en su plan o programa de desarrollo 
comunitario, la adopción de mecanismos para la preservación de la memoria y la 
recuperación de la dignidad de las víctimas, entre otros. La CNRR tendrá en cuenta que, 
de acuerdo con la ley, le compete recomendar a los órganos políticos o de gobierno de los 
distintos niveles, la adopción de conmemoraciones, homenajes y reconocimiento a las 
víctimas. 
Con el propósito de avanzar en la formulación del Programa Institucional de Reparación 
Colectiva, la CNRR ha tomado la decisión de iniciar un Plan Piloto de Reparaciones 
Colectivas en una cantidad limitada de comunidades afectadas por el conflicto. A través 
de la aplicación del Plan Piloto, la CNRR beneficiará a las poblaciones de las 
comunidades seleccionadas y extraerá las lecciones pertinentes, las cuales servirán para 
la formulación del Plan de carácter nacional. La muestra de comunidades que se 
seleccione será representativa de la diversidad cultural, étnica, geográfica y 
socioeconómica de Colombia. 
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Definiciones con respecto a la reconciliación 
El concepto de reconciliación 
La CNRR considera que el tema de la reconciliación no puede ser abordado de manera 
voluntarista e ingenua ya que, como muestra la experiencia internacional, muchas veces 
el concepto de reconciliación ha sido usado para justificar la impunidad y para esconder la 
verdad. Por ello, la Comisión considera que la reconciliación es tanto una meta como un 
proceso de largo plazo, de personas o sociedades, encaminado a construir un clima de 
convivencia pacifica basado en la instauración de nuevas relaciones de confianza entre 
los ciudadanos y las instituciones del Estado y entre ellos mismos, así como la 
profundización de la democracia, con la participación de las instituciones y la sociedad 
civil. 
Desde la perspectiva de la Comisión, la reconciliación supone, no el olvido, sino una 
nueva perspectiva del pasado, de cara a la concepción de un futuro compartido. 
Asimismo, considera a la reconciliación como un elemento central del proceso de justicia 
transicional y, por tanto, entiende que el logro de la verdad, la justicia y la reparación es 
fundamental, aunque no suficiente, para alcanzar una verdadera reconciliación nacional. 
Asimismo, la Comisión entiende que el conflicto armado interno que padece Colombia es 
la máxima expresión de la falta de reconciliación nacional, razón por la cual hará todo lo 
que esté a su alcance para superar dicho conflicto. 
Por último, la Comisión considera que el proceso de reconciliación, al igual que el de 
reparación, debe aprovecharse para avanzar en la modificación de aquellas estructuras 
sociales, políticas y legales que incidan en las relaciones violentas entre los individuos. 
Reconciliación en el contexto colombiano 
Con frecuencia se afirma que para iniciar un proceso de reconciliación se requiere de la 
existencia de un corte, o un evento de cierre que permita identificar un antes y un después 
del contexto que determinó los hechos de violencia y los daños causados por la misma, 
para dirigirse a una etapa de post conflicto en la cual, víctimas, perpetradores y 
ciudadanos(as) en general, procuran la superación de un pasado hostil, dañino y 
profundamente doloroso. 
Sin embargo, el contexto colombiano se caracteriza, entre otras cosas, por la persistencia 
del conflicto armado y con ello, las condiciones que hasta el momento han ocasionado 
múltiples daños y miles y miles de víctimas durante las últimas décadas. Un proceso de 
reconciliación en estas condiciones enfrenta importantes riesgos, ya que la seguridad de 
las víctimas y las garantías de que los hechos no volverán a repetirse, no están 
totalmente dadas. Por esta razón, es indispensable procurar al máximo la efectividad de 
los procesos de desarme, desmovilización y reinserción que se llevan a cabo actualmente 
en el país. 
Igualmente, es importante promover el diálogo con los grupos armados ilegales que aún 
siguen operando. 
Sin embargo, y pese a las enormes dificultades, en diferentes regiones del país han 
tenido lugar importantes experiencias locales de reconciliación, en las que las 
comunidades han decidido comenzar su propio proceso al tiempo que diferentes sectores 
del país trabajan en la misma dirección. Esto demuestra que no solo es posible, sino 
necesario dar inicio a procesos de reconciliación en la perspectiva de construir, desde ya, 
un escenario para el post-conflicto. Dada la prolongada duración del conflicto, lo arraigado 
que se encuentra y la complejidad que lo compone, es importante explorar la posibilidad 
de iniciar con procesos de reconciliación regional o comunal en sitios en donde el conflicto 
no sea tan intenso, experiencias y microprocesos que se pueda aprender de ellos. 
Elementos que contribuyen a la generación de un ambiente apto para la 
reconciliación 
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La Comisión considera que los siguientes elementos son condiciones necesarias para 
adelantar un proceso de reconciliación: 
a) La generación de un diálogo entre las partes involucradas en el conflicto. 
b) El fortalecimiento del Estado Social de Derecho y la democracia participativa para que 
las instituciones puedan ser el espacio por excelencia para tramitar los conflictos y las 
diferencias entre los ciudadanos. 
c) El reconocimiento y respecto de los procesos de participación y representación que 
buscan la construcción de una sociedad más digna para la vida y la paz. 
d) El desarrollo de un proceso genuino de desarme y reinserción. 
e) La creación de condiciones de seguridad y presencia del Estado, con todas sus 
instituciones, en todo el territorio nacional, bajo estricto respeto de los derechos humanos. 
Líneas estratégicas de acción en el tema de reconciliación 
Considerando, que el numeral 8 del art. 51 de la ley 975 encarga a la CNRR “adelantar 
acciones nacionales de reconciliación”, la Comisión ha decidido trabajar en las siguientes 
líneas de acción: 
- Identificar concepciones y percepciones locales frente a la reconciliación. 
Teniendo en cuenta que la reconciliación está determinada por los contextos y las 
vivencias particulares, es importante identificar las diferentes percepciones y 
concepciones de reconciliación, a través de metodologías y herramientas apropiadas. 
Este ejercicio se llevará a cabo a través de encuentros regionales. 
- Identificar y coordinar esfuerzos con aquellas instituciones que tienen procesos y 
políticas de reconciliación en marcha. Ante el enorme desafío que supone la 
reconciliación, una efectiva coordinación con las instituciones gubernamentales a nivel 
local y nacional, evitaría la duplicación innecesaria de tareas, al tiempo que reiteraría el 
compromiso del Estado frente a la reconciliación. 
- Sistematizar y multiplicar experiencias de reconciliación a nivel local, regional y nacional. 
Con ello se pretende identificar los elementos exitosos de los procesos de reconciliación a 
nivel local, que se puedan potenciar y replicar en otros escenarios. 
- Promover una pedagogía de la reconciliación. Promover, desde lo local, los espacios 
necesarios para la construcción de una cultura de la reconciliación, que la conviertan en 
un valor profundamente arraigado, a partir de convicciones propias. 
- Identificar los elementos contextuales en la construcción de espacios de reconciliación. 
Dado que las diferentes regiones tienen distintas visiones, contextos y experiencias 
particulares, resulta bastante útil identificar los elementos de carácter simbólico, artístico, 
religioso etc., que en cada región pueden contribuir a generar espacios de reconciliación. 
- Abordar los procesos de reconciliación teniendo en cuenta una perspectiva de género. 
Ya que la reconciliación supone un proceso amplio, incluyente y de transformación de las 
relaciones sociales, es necesario tener en cuenta aspectos de género que permitan 
identificar las visiones y aportes propios de mujeres y hombres, a partir de su experiencia 
respecto al conflicto. 
- Abordar los procesos de reconciliación desde una perspectiva de discriminación positiva. 
Es indispensable que los procesos de reconciliación contemplen como prioridad a los 
niños y niñas, comunidades étnicas y afrocolombianas y personas de la tercera edad. 
- Visibilizar los logros alcanzados en términos de verdad, justicia y reparación. En la 
medida que se vayan generando procesos genuinos de verdad, justicia y reparación, 
estos se pueden empezar a visibilizar con el ánimo de contribuir al afianzamiento de 
proceso de reconciliación. 
- Adoptar pautas de reparación simbólica orientados a impulsar procesos de 
reconciliación. Con ello se busca que a partir de pautas de reparación simbólica como la 
construcción de parques, monumentos, etc. se afiance el proceso de reconciliación. 
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- Proponer elementos para el diseño de políticas públicas encaminadas a lograr la 
reconciliación nacional, reconciliación, de tal manera que el Estado asuma un rol 
estratégico en este proceso, con la participación de todos los actores sociales. La 
Comisión trabajara para que eventualmente dichas políticas, junto con otras que se 
diseñen para tal fin, se conviertan en una Política de Estado en el tema de reconciliación. 
- Promover una estrategia de comunicación que promueva en la opinión pública un 
ambiente para la reconciliación. 
- Construir alianzas con sectores o actores estratégicos para los procesos de 
reconciliación. Al crear alianzas con actores que tengan un alto nivel de compromiso con 
los procesos de reconciliación, se puede lograr un mayor afianzamiento y legitimidad de 
estos procesos, así como la operatividad que esto requiere. 
Definiciones respecto a la estrategia política 
La CNRR ha decidido convertirse en un referente nacional capaz de incidir en la 
construcción de la paz y en los procesos de reparación y reconciliación. 
Asimismo, ha definido como una de sus prioridades fundamentales coadyuvar a que las 
víctimas se conviertan en un actor social y político relevante, capaz de luchar por la 
defensa de sus derechos, incluyendo su reconocimiento como ciudadanos plenos y su 
derecho a la verdad, la justicia y la reparación. 
Para lograr los propósitos anteriores, la CNRR ha decidido elaborar e implementar una 
estrategia política de corto, mediano y largo plazo que le permita, por una parte, 
fortalecerse políticamente; y por otra, construir alianzas sociales y políticas locales, 
regionales y nacionales a favor del proceso de justicia transicional en general y de las 
reparaciones y la reconciliación en particular. 
Las principales acciones que se desarrollarán en el corto plazo son las siguientes: 
Acciones encaminadas a fortalecer políticamente a la CNRR: 
a) Iniciar un proceso sostenido de interlocución política con las víctimas y sus 
organizaciones, con el propósito de crear coaliciones locales, regionales y nacionales 
entre la CNRR y dichas organizaciones. Para ello, la CNRR se apoyará, cuando sea 
conveniente, en organizaciones nacionales e internacionales que trabajan con las 
víctimas y que por tanto tienen su confianza. 
b) Consolidar y formalizar la alianza política con la comunidad internacional a través del 
Grupo de Apoyo. Para ello se trabajara en la suscripción de un acuerdo de cooperación 
entre la CNRR y el Grupo de Apoyo, en el que se incluya tanto la dimensión política, como 
la cooperación técnica y financiera. 
c) Establecer un Acuerdo de Cooperación entre el Sistema de Naciones Unidas y la  
CNRR. Para la CNRR este acuerdo es fundamental no sólo por razones técnicas y 
financieras, sino principalmente por motivos políticos ya que Naciones Unidas es un 
referente importante para las organizaciones no gubernamentales y las organizaciones de 
víctimas. Además, algunas agencias del sistema pueden convertirse en un puente 
importante entre la Comisión y las víctimas y las organizaciones no gubernamentales de 
derechos humanos. 
d) Fortalecer las relaciones de la CNRR con el gobierno nacional. Por su misma 
naturaleza, la CNRR debe tener en el gobierno nacional uno de sus aliados naturales más 
importantes. En este sentido se trabajará en el fortalecimiento y la formalización de dicha 
cooperación. En particular se desarrollará un diálogo permanente con el Presidente y 
Vicepresidente de la República y con el gabinete nacional. Este diálogo tendrá como 
objetivos fortalecer políticamente a la CNRR y establecer los mecanismos de cooperación 
entre las distintas instituciones gubernamentales y la CNRR para que esta última pueda 
desarrollar su trabajo eficazmente. 
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e) Acelerar el proceso de instalación de las oficinas regionales de la CNRR ya que la 
presencia física de la CNRR en las regiones favorecerá la construcción de alianzas con 
las víctimas y con los diferentes actores sociales y políticos que operan en el territorio. 
Acciones para ganar credibilidad y confianza y para posicionarse favorablemente 
en el escenario político nacional: 
a) Construir un discurso único, claro y coherente que le permita a la CNRR presentarse y 
proyectarse ante el país como una institución unida y sólida. 
b) Hacer publico el documento de definiciones estratégicas y el informe de actividades, e 
iniciar un proceso de interlocución política tomando como base dichos documentos con 
los siguientes actores: los directores y equipos periodísticos de los medios de 
comunicación social (prensa, radio y televisión); instituciones religiosas, organizaciones 
no gubernamentales de derechos humanos nacionales e internacionales, partidos 
políticos, Congreso de la República, organismos judiciales, sector privado y otras 
organizaciones de la sociedad civil. Esta interlocución se desarrollará en los niveles 
nacional, regional y local y tomará en cuenta, igualmente, a la comunidad internacional. 
c) Anunciar públicamente la decisión de la CNRR de elaborar y presentarle al país el 
documento sobre el proceso de desarme, desmovilización y reinserción (DDR) y anunciar 
el inicio del seguimiento y verificación permanente de dicho proceso. 
d) Anunciar públicamente la decisión de la CNRR de crear el Grupo de Trabajo que se 
encargará de elaborar el Informe Público sobre las razones para el surgimiento y 
evolución de los grupos armados ilegales. 
e) Informar sobre la firma del convenio de cooperación entre la CNRR y el Centro 
Internacional para la Justicia Transicional (ICTJ) 
f) Mantener permanentemente informada a la población sobre las actividades realizadas 
por la CNRR. Para ello se elaborarán, periódicamente, comunicados de prensa y se 
realizara una conferencia de prensa mensual. 
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ANEXO 3  

MAPA DE SUDÁFRICA. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

  

Fuente: http://www.easyviajar.com/base/imgs/cartes/es/AFRIQUE_DU_SUD.gif 

 

 

 

 



 

  91 

ANEXO 4 

MAPA DE SIERRA LEONA 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Fuente: http://www.easyviajar.com/base/imgs/cartes/es/SIERRA_LEONE.gif 
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ANEXO 5 

MAPA DE AMÉRICA DEL SUR 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

FUENTE: http://www.vmapas.com/maps/56-4/Mapa_Politico_Sur_America.jpg 
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ANEXO 6 

MAPA DEL SALVADOR 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

FUENTE: http://www.easyviajar.com/base/imgs/cartes/es/SALVADOR.gif 
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ANEXO 7 

MAPA DE LAS OFICINAS REGIONALES DE LA CNRR 
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ANEXO 8. 

ORGANIGRAMA CNRR. 
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Anexo 9 

DIAGRAMA INCIDENTE DE REPARACIÓN INTEGRAL 
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Anexo 10 

RUTA JURÍDICA Y PROCESO PENAL 
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ANEXO11 

RECURSO DE APELACIÓN Y ACCIÓN DE REVISIÓN 
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ANEXO 12 

EVALUACIÓN DE ENTIDADES. 
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1. Introducción 
La Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación (CNRR), creada por la Ley 975 de 
2005, trabaja para garantizar a las víctimas sus derechos y su participación en procesos 
de esclarecimiento judicial regulados en la Ley de Justicia y Paz y la realización de sus 
derechos; hacer seguimiento y evaluación periódica de la Reparación y señalar 
recomendaciones para su ejecución; recomendar los criterios para las reparaciones de 
que trata esta ley y adelantar acciones nacionales de Reconciliación que busque impedir 
la reaparición de nuevos hechos de violencia.   

 

Así, mediante el proyecto de apoyo a asociaciones de víctimas, se detectó la necesidad 
de hacer una evaluación a las entidades que trabajan en beneficio de las víctimas y de 
esta manera obtener un diagnóstico de la percepción que tienen las víctimas frente a 
estas entidades. Esta evaluación, le permitirá a la CNRR generar las recomendaciones 
necesarias para que las entidades aquí valoradas, tomen las medidas necesarias para 
corregir dichas irregularidades y mejoren el servicio que le prestan a las víctimas. 

 

2. Metodología  
Se realizaron un total de dos conversatorios con un total de diez (10) líderes comunitarios 
y de asociaciones de víctimas del conflicto armado. Éstos tuvieron lugar los días 17 de 
abril de 2009 y 29 de abril de 2009 en la sede de la CNRR regional centro. De éstas, el 
50% (5 participantes) son mujeres y el otro 50% hombres, todos con un promedio de 55 
años de edad. 

Los asistentes a una o ambas reuniones fueron: 

- María Madrid, representante de Fundevul 
- Blanca Jiménez, líder de la asociación To2 Juntos 
- Doris Tenorio de los afro mujer y género 
- Abalson Guerrero representante de la Asociacion Nacional Vision al Futuro 
- Angel Antonio Rozo, presidente de la Asociacion Acopio 
- María Luisa Nabia de al Asociacion Cívica por un mejor vivir (Asmed) 
- Wilton Camacho, líder de la Corporacion de Familias en Accion (COFAC) 
- Jairo Quitián de Asocoldes y MedasePav 
- Antonio González de Madres por la vida y Redepaz 
- Ana Francisca Suárez líder de Asodescol 

 

Las entidades evaluadas fueron: 

1. La Personería de Bogotá, encargada de promover, divulgar y actuar “como 
garante defensora de los Derechos Humanos y de los intereses de la 
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ciudad. Ejerce la veeduría, el ministerio público, vigila la aplicación de las 
normas y la conducta de los servidores públicos distritales.”1 

2. Acción Social, encargada de “canalizar los recursos nacionales e 
internacionales para ejecutar todos los programas sociales que dependen 
de la Presidencia de la República y que atienden a poblaciones vulnerables 
afectadas por la pobreza, el narcotráfico y la violencia.”2 

3. La Fiscalía, Unidad de Justicia y Paz, la cual busca “garantizar el acceso a 
una justicia oportuna y eficaz con el fin de encontrar la verdad dentro del 
marco del respeto por el debido proceso y las garantías constitucionales.”3 

4. La Procuraduría General de la Nación, cuya función es “Vigilar el correcto 
funcionamiento de la función pública, para salvaguardar los derechos e 
intereses de los ciudadanos, garantizar la protección de los derechos 
humanos e intervenir en representación de la sociedad para defender el 
patrimonio público.”4 

5. La CNRR, regional centro, la cual busca “hacer efectivos los mandatos de 
reparación, reconciliación y seguimiento a los procesos de desmovilización 
a nivel regional, que le permitan a la CNRR disponer de los instrumentos 
ejecutores territoriales y fortalezca su proceso de institucionalidad.”5 

6. Las Unidades de Atención y Orientación (UAO), “dependencias creadas y 
organizadas con personas especializadas para atender y resolver las 
inquietudes de la población desplazada.”6 

 

A lo largo de los conversatorios, se realizaron 5 preguntas para la evaluacion de cada una 
de las entidades: 

1. ¿Cuáles son las funciones de la entidad a evaluar?  
Buscaba saber el conocimiento que tienen en la práctica los líderes sobre cada 
institución. 

2. ¿Por qué ha asistido a la entidad?  
Esta pregunta buscaba saber las motivaciones al acudir a las instituciones y 
así poner en evidencia el conocimiento sobre el mandato de cada entidad. 

3. ¿Qué trámites ha hecho (el líder) ante esa entidad?  
Buscaba saber cuáles eran los trámites adelantados ante cada entidad.  

4. ¿Cómo es el trato humano en esta entidad? 
                                                            
1 Página Web de la Personería de Bogotá D. C., “Misión”, 
http://www.personeriabogota.gov.co/?idcategoria=376  
2 Página Web de la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional, “La entidad, 
Quiénes somos”, 
http://www.accionsocial.gov.co/contenido/contenido.aspx?catID=3&conID=544&pagID=820  
3 Página Web de la Fiscalía, Unidad de Justicia y Paz, “Misión”, 
http://www.fiscalia.gov.co/justiciapaz/Mision.htm  
4 Página Web de la Procuraduría, “Misión y Visión”, 
http://www.procuraduria.gov.co/html/infoinstitucional/infoinst_misionv.htm  
5 Página Web de la CNRR, sede centro, “Funciones y objetivos”, 
http://www.cnrr.visiondirecta.com/09e/spip.php?article670  
6 Página de la Secretaría de Gobierno, “Unidades de Atención y Orientacion”, 
http://www.gobiernobogota.gov.co/content/view/57/112/  

http://www.personeriabogota.gov.co/?idcategoria=376
http://www.accionsocial.gov.co/contenido/contenido.aspx?catID=3&conID=544&pagID=820
http://www.fiscalia.gov.co/justiciapaz/Mision.htm
http://www.procuraduria.gov.co/html/infoinstitucional/infoinst_misionv.htm
http://www.cnrr.visiondirecta.com/09e/spip.php?article670
http://www.gobiernobogota.gov.co/content/view/57/112/
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Esta pregunta tenía como objetivo saber qué trato es recibido por las víctimas 
en cada una de las instituciones. 

5. ¿Qué resultados ha obtenido (el líder) respecto a los trámites hechos ante la 
entidad?  
Se buscaba, por medio de esta pregunta, conocer el estado de los trámites 
adelantados en cada entidad y la eficiencia de cada institución. 

6. ¿Qué recomendaciones le haría a la entidad? 
Con esta pregunta se quería crear un espacio para que los líderes propusieran 
estrategias y soluciones a las críticas realizadas.  

3. Evaluación de las entidades. 

A. Personería de Bogotá 
 

Al cuestionar a los participantes sobre las diligencias realizadas ante la Personería, el 
85.71% afirmó haber realizado al menos un trámite con la entidad.  

 

a. Conocimiento e imaginarios sobre las entidad 
 

El ejercicio realizado puso en evidencia que para los líderes la Personería Distrital es “la 
voz de los que no tienen voz”, es decir que es la entidad que se encarga de “hacer 
respetar los derechos de los ciudadanos”. Sin embargo no tienen conocimiento de otros 
servicios y actividades que ofrece dicha entidad: “[la Personería] sólo hace tutelas y 
derechos de petición”, o  “se encarga de dar los mercados”. Asimismo, la entidad es 
confundida en repetidas ocasiones con la Procuraduría.   

 

b. Demanda de servicios y trámites realizados ante la entidad 
 

La elaboración de tutelas  (44.4%) seguido de la elaboración de derechos de petición 
(33.3%) fueron las principales actividades realizadas por los líderes ante la Personería. Le 
siguen la solicitud de verificación de existencia por parte de una persona en el Registro 
Único de Personas Desplazadas (RUPD) (11.1%) y solicitud de información por medio de 
un derecho de petición (11.1%). 
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c. Resultados de la demanda de servicios y de los trámites realizados 
 

Las opiniones sobre los resultados obtenidos divergen, en ocasiones debido a la 
ignorancia respecto a los servicios que la Personería ofrece o a un sesgo con relación a 
respuestas negativas de ciertos procesos, como las tutelas: “Los resultados son negativos 
con la entidad, pues perdí una tutela que no fue bien redactada”, “En general no me ha 
ido bien con los derechos de petición”, “No han tenido mucha efectividad [los trámites que 
he hecho], ni el impacto adecuado porque no hay articulación con otras entidades”, “La 
Personería me ha ayudado a conseguir a mi y a los miembros de mi asociación prórrogas 
en los mercados cuando Acción Social no quiere darlos”.  

  

d. Trato y calidad humana de la atención 
 

Contrariamente a la mayoría de entidades evaluadas, las víctimas tuvieron una opinión 
favorable con relación a las personerías: “Me ha ido bien, he tenido mucho vínculo con la 
Personería. Me han brindado apoyo calor humano y amistad”.  

 

Efectivamente, la atención que las víctimas han recibido en esa entidad no quejas a 
excepción de la Personería de la localidad de San Cristóbal de la cual los consultados 
afirman:  
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“En la Personería de San Cristóbal la atención es muy mala para la población desplazada 
pues existen preferencias por los funcionarios de allá”, “En la Personería del Centro el 
trato es bueno, en la de San Cristóbal el trato que nos dan los funcionarios es malo, pues 
no quieren a los desplazados”, “En la personería no existe un verdadero compromiso con 
las víctimas, especialmente en San Cristóbal”, “El trato es indiferente, hacen perder el 
tiempo a las personas que atienden porque les "maman gallo" con sus trámites.”  

 

Por último entre otras opiniones recibidas , un representante expresó que “en Ciudad 
Bolívar no se hace más en el comité de Derechos Humanos por que no hay una 
articulación con otras entidades”. En ese sentido, se puede entender que los trámites que 
el participante ha adelantado en esta Personería no han tenido mucha efectividad o 
celeridad, ni el impacto adecuado por las causas antes mencionadas. 

 

e. Recomendaciones de los consultados  para la entidad 
 

Las principales recomendaciones hechas para la entidad hechas por los consultados son: 

 

• Garantizar la participación de los líderes en los debates para la construcción de 
políticas públicas sobre la población desplazada. 

• Familiarizar mucho más a los funcionarios con el trabajo relacionado con los 
servicios y derechos de a la población víctima del conflicto, en especial con la Ley 
de Justicia y Paz. 

• No dar preferencias en el trato y servicio cuando las personas vienen 
recomendadas (en la Personería de San Cristóbal) 

 

En otra tonalidad, los líderes solicitan a la Personería  

• “Hacer bien su trabajo” y “Ejercer bien sus funciones”. 
 

f. Análisis y sugerencias 
 

Aunque la entidad fue muy bien calificada en cuanto los servicios que ofrece, las víctimas 
no se encuentran satisfechas con el trato que dan los funcionarios a los ciudadanos en las 
Personerías locales, especialmente en la de San Cristóbal.  Por otra parte, estos últimos 
desconocen varias de las actividades que desarrolla la entidad. Por esto, en pro de 
mejorar la calidad del servicio es necesario que la Personería realizara actividades y 
campañas de difusión sobre su mandato, en especial en las Unidades de Atención y 
Orientación  (UAO). Así mismo la capacitación a los funcionarios en materia de Justicia y 
Paz, decretos de reparación administrativa ayudarían a mejorar la atención dada.  
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B. Fiscalía General de la Nación 
 

a. Conocimiento e imaginarios sobre las entidad 
 

El conocimiento de los participantes acerca de las funciones de la Entidad son mínimos, la 
mayoría coincidió en que la Fiscalía era la entidad encargada de recibir denuncias y 
declaraciones: “Esta es una entidad para denunciar”. Sin embargo, ninguno mencionó las 
funciones de investigar o  calificar los procesos de  presuntos infractores de la ley: 
“Población vulnerable se llena de ilusiones con respecto a lo que pueden hacer todas las 
"ias" (Fiscalía, Procuraduría, Personería, Defensoría, etc.). 

   

b. Demanda de servicios y trámites realizados ante la entidad 
 

Sólo el 28.57% de los líderes consultados han realizado denuncias en la Fiscalía  y el 
14.29% ha radicado  documentos en dicha entidad. Vale la pena resaltar que la mayoría 
no han hecho sus denuncias por miedo: “No he realizado ningún trámite por miedo. Un 
abogado me dijo que lo mejor era no denunciar por el peligro que eso representa”. 

 

 

 

 

c. Resultados de la demanda de servicios y de los trámites realizados 
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Los resultados de los trámites de aquellos que sí habían puesto denuncias fueron  
negativos. “Malo. No he visto resultados a las denuncias que he hecho. También he 
recibido respuestas ineficaces a los problemas de inseguridad que tengo”, “No he recibido 
ninguna respuesta.” Sólo la persona que había ido a la Fiscalía a radicar documentos 
opinó positivamente: “Bueno. Me ha ido bien con los trámites que allí he realizado.” Por 
otro lado, a pesar que no se mencionó como una función de la  Fiscalía, un líder cuestionó  
la ineficacia de la entidad en este tema y dijo  que “hay ineficacia como ente investigador”. 

 

d. Trato y calidad humana de la atención 
 

El trato y calidad  humana de la atención que reciben los líderes consultados en la 
Fiscalía tiene opiniones divididas. Por un lado, afirman que el trato que reciben no es 
bueno: “El trato no es el adecuado, “lo tratan a uno como un mendigo”. Me trataron de 
manera descortés y hablé directamente con la fiscal. Existe una falta de credibilidad en los 
funcionarios ya que no  creen en las versiones de las víctimas. No sirve la sinceridad. 
Falta "humanización" de los funcionarios”. Por el otro lado, hubo comentarios positivos 
que indican que el mal trato en la atención no se puede generalizar: “Ha sido buena, he 
sido atendida con respeto”. Lo anterior, nos lleva a pensar que el trato humano en la 
Fiscalía depende del funcionario que atiende a las víctimas y por lo tanto no se podría 
afirmar que en esta entidad la calidad humana de la atención es deficiente. “He sido 
atendida por dos funcionarios. Uno me trató bien y el otro no me creyó.”  

 

e. Recomendaciones de los consultados  para la entidad 
 

A la hora de hacer las recomendaciones los líderes tuvieron muchas dificultades. Se 
centraron en que se debía mejorar las respuestas, cumplir con sus funciones, pero no 
generaron estrategias para alcanzar dichas mejoras. 

 

Las principales recomendaciones hechas para la entidad fueron las siguientes: 

• Mayor seriedad con los procesos. “Seriedad en el sentido de tener más 
responsabilidad en los denuncios que se ponen en la fiscalía que no se filtre la 
información”.  

• Que se le de un trato prioritario a los desplazados.  
• Mejorar los tiempos en los trámites y respuestas. 
• Que garantice la protección a las víctimas amenazadas. “Que proteja la vida de los 

líderes, los desplazados y las víctimas.”  
 

 



 

  107

f. Análisis y sugerencias 
 

Las víctimas necesitan conocer cuáles son las verdaderas funciones que tiene la Fiscalía 
para que puedan acceder a los servicios sin falsas expectativas. De esta manera se 
puede mejorar la evaluación en cuanto a trámites realizados pues acudirán a la Fiscalía a 
realizar las diligencias  que a ésta le competen. Es importante desligar el buen trato con 
respuestas en los trámites, pues para las víctimas ambas son sinónimas. Finalmente, se 
ve la necesidad de trabajar con las víctimas en temas de formulación de 
recomendaciones, analizar con ellos la manera en que esta entidad puede mejorar sus 
servicios. 

 

C. Procuraduría General de la Nación 
 

a. Conocimiento e imaginarios sobre las entidad 
 

El ejercicio realizado puso en evidencia que para los líderes la Procuraduría General de la 
Nación es la entidad encargada de “controlar y fiscalizar a las entidades y funcionarios 
públicos”. Sin embargo, no tienen una claridad sobre todas las funciones de la entidad 
como la Preventiva, de Intervención o Disciplinaria o el hecho de que es el máximo 
organismo del ministerio público por encima de la Personería y la Defensoría. 

 

b. Demanda de servicios y trámites realizados ante la entidad 
 

La radicación de derechos de petición, seguido de las declaraciones de situación de 
desplazamiento y cuestiones de vivienda son el grueso de trámites realizados en esta 
entidad. 
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c. Resultados de la demanda de servicios y de los trámites realizados 
Sobre los resultados obtenidos en cada uno de los trámites, las opiniones fueron diversas, 
en ocasiones por el desconocimiento de las funciones de la entidad como por las 
expectativas erróneas sobre estas. “Me ha ido bien, le han dado solución a mis 
problemas”, “Me ha ido regular no he tenido ninguna respuesta, no sé qué ha pasado con 
eso”, “Me ha ido mal porque no han sido garantes para la respuesta que las otras 
entidades le tienen que dar a las peticiones a las personas en situación de 
desplazamiento. No son consecuentes con las respuestas, ni están pendientes del 
proceso”, “He recibido respuestas de los casos de seguimiento, pero no ha pasado nada 
más allá.” 

 

d. Trato y calidad humana de la atención 
 

En términos generales el trato recibido por los líderes ha sido bueno en la entidad. 
“Regular, depende del funcionario. Sólo una gestión, porque fue automática, y directa con 
el procurador.”, “No he tenido problemas al respecto”, “Me han tratado con respeto”. 

 

e. Recomendaciones de los consultados  para la entidad 
 

Las principales recomendaciones realizadas por los líderes consultados fueron: 

 

• Recomiendo que sea más cuidadoso con la vigilancia de las entidades. 
• Le recomiendo que promueva más cordialidad en los funcionarios para que 

atiendan bien y oportunamente. 
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• Que vigile a las otras entidades, sobretodo la falta de humanidad de las otras 
entidades. 

• Que vigile los procesos de principio a fin. Que le hagan seguimiento a los 
procesos. 

• Que desvincule a los funcionarios corruptos de sus entidades y que haga lo mismo 
con los miembros de las fuerzas armadas involucradas en "falsos positivos". 

• Recomendaron que se vigile el programa de Protección a víctimas del Ministerio 
del Interior, porque se está convirtiendo en una cuestión de exposición para los 
líderes. 

 

f. Análisis y sugerencias 
 

La Procuraduría General de la Nación, fue una de las entidades que en términos 
generales tuvo una evaluación adecuada en cuanto a la atención personal, teniendo un 
trato respetuoso y cordial con las víctimas.  

 

Por otro lado, se evidencio el desconocimiento de las funciones puntuales de la 
Procuraduría General; desconocimiento que hace que la Procuraduría no sea uno de los 
principales órganos estatales a los que recurren las víctimas, quienes priorizan sus 
actuaciones frente a las Personerías o la Defensoría, ignorando que la Procuraduría 
General de la Nación es el máximo organismo del Ministerio Público, conformado 
adicionalmente por Defensoría y Personería. 

 

D. Comisión Nacional De Reparación Y Reconciliación  
 

 

a. Conocimiento e imaginarios sobre la entidad. 
 

Los asistentes a la actividad desconocen la totalidad de las funciones de la misma, tienen 
ideas superficiales acerca de la labor de la misma: “entidad encargada de la reparación y 
restitución de bienes”, “ente operador de la reparación y reconciliación” y  relacionan su 
accionar básicamente  con el diligenciamiento del formulario de reparación administrativa 
y con “asesoría jurídica sobre cualquier tipo de trámite”. 

 

 

b. Demanda de servicios y trámites realizados ante la entidad. 
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El diligenciamiento del formulario de reparación por vía administrativa (%) seguido de la 
solicitud de jornadas de atención (%) son los principales trámites realizados por los 
consultados ante la CNRR. Sin embargo, uno de los asistentes manifestó no haber 
realizado ninguno de estos trámites debido a que “no tenía mucha información al 
respecto”.  

 

 

 

 

 

c. Resultado de la demanda de servicios y de los trámites realizados. 
 

Los asistentes se mostraron a gusto frente a los trámites realizados aunque también se 
manifestó  la falta de cumplimiento sobre compromisos ya adquiridos y la ausencia de 
respuesta frente a algunas solicitudes: “De los trámites no tengo queja, aunque uno que 
hice con la oficina nacional no cumplieron lo que prometieron”, “Me ha ido bien, aunque 
me mandaron a Acción Social”, “De los trámites todavía estoy esperando respuesta sobre 
unas jornadas en Aguachica y en las UAO que solicité”, “como no tengo claridad del grupo 
del que soy víctima, entonces no soy víctima”. 

 

De igual forma se habló sobre la ausencia de seguimiento a los casos y sobre la calidad 
de la información concerniente a la labor de la entidad: “aunque la atención fue buena, 
todavía no tengo claridad sobre lo que hace la CNRR y sé que no le han hecho 
seguimiento a mi caso”  

 

d. Trato y calidad humana de la atención. 
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Los consultados se encuentran muy satisfechos con el trato que han recibido en la 
entidad: “Muy bien, tienen mucho calor humano que es lo que necesitan los desplazados”, 
“me han tratado muy bien, me he sentido muy bien”, “todos ustedes son muy jóvenes 
entonces ‘escoba nueva tiende a barrer bien’, uno puede hablar con ustedes porque 
escuchan”. 

 

e. Recomendaciones de los consultados para la entidad. 
 

Los asistentes formularon las siguientes recomendaciones: 

• Mayor claridad en la información entregada a las víctimas, tanto de sus 
derechos, como de la labor de la CNRR. 

• Reducción en los tiempos de espera de los trámites.  
• Acompañamiento de la CNRR para evitar que algunas organizaciones se 

beneficien de las víctimas  
• La presencia de un funcionario de forma permanente en las UAO. 
 

Otra de las sugerencias fue: 

“Que la CNRR no se convierta en un beneficiario mas de la ‘industria del 
desplazamiento’.  

 

f. Análisis y sugerencias  
 

La CNRR es una de las entidades con mejor calificación en cuanto a trato hacia las 
víctimas se refiere, sin embargo, es de resaltar que existen vacíos en la información 
ofrecida a las víctimas no solo de sus derechos sino de las funciones de la entidad.  

Se recomienda realizar el seguimiento pertinente a los casos que han sido puestos en 
conocimiento de la entidad, así como el diseño y ejecución de una estrategia que permita 
mayor difusión de la información acerca de la labor de la CNRR y de los derechos de las 
víctimas.  

 

E. Unidad de Atención y Orientación (UAO) 
 

a. Conocimiento e imaginarios sobre las entidad 
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El ejercicio realizado puso en evidencia que para los líderes las UAO es, “donde 
convergen diferentes instituciones relacionadas con la población desplazada”, por lo tanto 
es donde se “Coordinan ayudas humanitarias, para la población”, aparte de esto se 
brindan otros servicios como  “orientar a la población en situación de desplazamiento. 
Atiende todas sus problemáticas”, a pesar de tener claro estas funciones se evidencia un 
desconocimiento acerca de que funcionarios son ante los que deben realizar cada una de 
las solicitudes y en especial de la entidad responsable. Es importante resaltar que no 
conocen la diferenciación entre Acción Social y los operarios de sus programas. 

 

 

b. Demanda de servicios y trámites realizados ante la entidad 
 

La elaboración de la Carta Salud y la solicitud de ayuda humanitaria son los servicios que 
más se solicitan con un  (19,2%) cada uno, seguido esta la elaboración de la carta de 
educación y de la inscripción en familias en Acción  (15.4%) cada uno, estas fueron las 
principales actividades realizadas por los líderes en la UAO. Le siguen la solicitud de 
prorrogas y el seguimiento que se le hace a estas (7,7%) y por ultimo esta la inscripción 
en el RUPD, la solicitud de información de acceso a vivienda y a reparación de bienes, y 
la radicación de tutelas (3,8%). 

 

 

 

c. Resultados de la demanda de servicios y de los trámites realizados 
 

Las personas consultadas expresan celeridad en la realización de algunos  trámites 
“Tramité que solicite lo obtuve ese mismo día, todos salieron” como la carta de educación 
y de salud “Carta de salud no hay ningún problema, estudio tampoco”, y en cuanto a 
entregar documentos de Familias en Acción. 
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Pero se encuentran graves conflictos con el tema de brindar la ayuda humanitaria y aun 
mas graves con las prorrogas ya que estas se demoran entre 6 meses y un año“…Acción 
Social lo peor, saque una prorroga hace un año y hasta ahora me la pagaron”; dentro de 
los resultados surgió la necesidad de realizar una investigación acerca de la destinación 
de recursos de familias en acción ya que no está llegando completos “…Creo que se está 
presentando corrupción en el caso del manejo de los recursos para el programa de 
Familias en Acción, por esto le recomiendo que haga las averiguaciones correspondientes 
para ver en que se ha invertido ese dinero”. 

 

d. Trato y calidad humana de la atención 
 

Al momento de evaluar la atención de los funcionarios se siente una clara distinción al 
programa o institución al cual pertenece, en donde los funcionarios de Acción Social son 
los que peor evaluados fueron “…El gran problema es Acción Social…” y casos 
especiales como el de la personera de la UAO de San Cristóbal de la cual aseguran le 
falta trato humano. También surgieron quejas del trato que prestan las personas de Misión 
Bogotá “…Tratos groseros de parte de un funcionario de Misión Bogotá”. 

El mayor problema lo ven en el trato inhumano al que se ven enfrentadas las personas 
que desean acercarse a la UAO las cuales deben estar desde las 3 de la mañana para 
poder acceder a estos servicios“…los horarios a los que hay que empezar a hacer fila es 
inhumano (2-3 AM)”. 

 

e. Recomendaciones de los consultados  para la entidad 
 

• “Atienda a la gente de manera inmediata y cordial. Cumpla lo que dice en un 
tiempo oportuno aparte de explicar porque se les están negando las ayudas a las 
personas que lo necesitan.” 

• “Señores coordinadores de las UAO's les recomiendo que sean más puntuales en 
la atención a la población desplazada y que hagan más caso a la sentencia T-
025.” 

• “Doctor Acevedo únase a nosotros para trabajar bien por la gente.” 
• “No existe un engranaje entre los funcionarios de la UAO y el coordinador.” 

 
 

f. Análisis y sugerencias 
 

Se evidenció desconocimiento por programas complementarios que se ofrecen en la UAO 
como es solicitud de tarjeta militar, sacar documentos si es necesario, Ayuda Humanitaria 
Complementaria, entre otros. 
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Los líderes no están polarizados en que el sistema no sirve sino que su opinión gira en 
torno a que no se tiene los funcionarios óptimos para este trabajo, ya que en muchos 
casos no entienden la situación de estos, pero su actitud es propositiva en el campo en 
que desean trabajar en conjunto con ellos. 

Se critica la falta de atención diferencial, tanto para madres cabeza de familia, niñez, 
personas tercera edad, y en especial para minorías como comunidades indígenas. 

Las críticas más fuertes fueron en contra de los funcionarios de la UAO de San Cristóbal, 
tanto del coordinador, como de las personas de acción social, como de la personera y de 
misión Bogotá. 

Existe una denuncia muy grave, en la UAO de San Cristóbal según la cual “funcionarios le 
están pidiendo favores sexuales a las desmovilizadas en retribución por la ayuda que se 
les otorga.” 

 

F. Acción Social 
 

a. Conocimiento e imaginarios sobre la entidad. 
 

Las respuestas dadas por los líderes durante el ejercicio demuestran que Acción Social es 
la entidad que más descontento y menor credibilidad, en términos de resultados, genera 
en las víctimas. En términos generales dicha entidad es percibida como un ente 
ineficiente a la hora de garantizar y velar por sus derechos porque “Lo único que hace es 
vulnerar los derechos de la población víctima”. Asimismo, se puso en evidencia que 
aunque la mayoría sabe que Acción Social “tiene como función garantizar nuestros 
derechos” no conocen muy bien los programas y servicios que esta ofrece, ya que sólo 
acuden a ciertos programas como familias en acción, al programa de protección de tierras 
y a la subdirección técnica de atención a víctimas de la violencia.  

 

b. Demanda de servicios y trámites realizados ante la entidad 
 

Los trámites que los líderes han adelantado ante Acción Social son en su mayoría familias 
en acción (21,74%), seguido de los trámites relacionados con tierras (17,39%), luego está 
el proyecto productivo, las prorrogas de ayuda humanitaria, la radicación de derechos de 
petición y la ayuda humanitaria (13,04%), finalmente están los trámites para 
reconstrucción de vivienda afectada por actos terroristas y cuestiones sobre la reparación 
(4,35%). 
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c. Resultados de la demanda de servicios y de los trámites realizados 
 

Según los líderes los resultados a sus trámites ante esta entidad no son satisfactorios 
debido a que los funcionarios no les brindan una información precisa y pertinente con lo 
que necesitan. También, se quejan de la lentitud administrativa de los procesos y de la 
inexistencia de resultados tangibles a corto plazo “Me ha ido muy mal lo que se resume 
en el hecho que ni siquiera con ordenes judiciales por desacato le den a uno respuesta, 
por ejemplo en temas de vivienda”. No obstante, en relación a las prorrogas de ayudas 
humanitarias los resultados divergen, ya que mientras algunos afirman que “me ha ido 
bien con algunas prorrogas” otros afirman que “a las solicitudes que he presentado a 
nombre de otros para prorrogas de ayudas humanitarias de emergencia ni siquiera les 
han dado respuesta”.  Igualmente se menciona la deficiencia que existe en el proyecto de 
generación de ingresos y en el proyecto de protección de tierras ya que “no me han dado 
respuesta, ni notificación en cuanto al trámite de protección de tierras”.  Se puede concluir 
que los resultados sobre las demandas de servicios hacia esta entidad no son 
satisfactorios. 

 

   

d. Trato y calidad humana de la atención 
 

En este punto Acción Social obtuvo una muy mala calificación por  el trato humano que le 
da a las víctimas en general. En este punto el discurso de los evaluadores fue enfático en 
que el trato que reciben en la entidad es “malo tirando a pésimo porque el funcionario no 
tiene la suficiente humanidad para tratar a la víctima. No existe una ética para atender y 
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tampoco se da la información pertinente al caso. También los funcionarios coquetean con 
las mujeres a las que atienden”. Asimismo manifestaron que “los funcionarios ponen 
trabas cuando uno intenta realizar un trámite. Se tiran la pelota unos a otros” y que no 
están totalmente comprometidos con su trabajo.   

 

e. Recomendaciones de los consultados  para la entidad 
 

Las principales recomendaciones hechas para la entidad hechas por los consultados son: 

• No deberíamos tener que pasar derechos de petición para acceder a nuestros 
derechos. No comparto el trato que se le da a los desmovilizados. Le propongo 
que humanice a los funcionarios, también que nos de una reparación integral en 
donde se reconozca todo lo que hemos perdido. A mi me gustaría que le pusiera 
cuidado a los recursos que la comunidad internacional aporta el proceso. 

• No haga caso omiso a la participación de las víctimas del conflicto en el diseño de 
las políticas públicas.  

• Que sean más puntuales y tengan más seriedad con el pueblo, con las ayudas 
humanitarias y la vivienda. Que tengan más subsidios para la población que se 
postula, que sean más coordinados sobre el trámite para la asignación de 
vivienda.  

• Que le den respuesta más efectivas y rápidas sobre lo que estamos pidiendo, que 
no se olviden que lo que pedimos es porque lo necesitamos. 

 

f. Análisis y sugerencias 
 

Aunque Acción Social sea una de las entidades sobre la que las víctimas presentan 
mayor malestar y descontento, estas parecen no tener mucha claridad sobre los 
programas que esta maneja, ni, sobre la forma en la que funciona. Esto evidencia la 
necesidad de capacitar a las víctimas sobre el mandato legal, el funcionamiento y los 
programas de Acción Social, para que puedan interactuar mejor con esta y puedan 
obtener mejores resultados.  La calificación de la entidad se da como un todo ya que no 
hay distinción entre el servicio ofrecido por los funcionarios y el mandato y misión de 
Acción Social.  

 

Asimismo se da cuenta que es necesario que los funcionarios de dicha entidad se 
sensibilicen más con la realidad de las víctimas y que las acciones que adelanten estén 
más acorde con lo que estos últimos realmente requieren. Además, también sería 
conveniente que la entidad, en general, haga un seguimiento del impacto que sus 
acciones y disposiciones tienen sobre la población víctima para mejorar su servicio y, 
finalmente, su imagen como institución estatal. 
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4. Conclusiones. 
 

Los conversatorios permitieron identificar que, si bien los líderes tienen algunas nociones 
acerca de los mandatos de las entidades, el conocimiento general que tienen sobre las 
mismas es muy reducido. Esto influye en las expectativas que las víctimas tienen puestas 
sobre los tramites que realizan ante cada entidad generando frustración ante las 
respuestas negativas que obtienen a los mismos.  

Igualmente, quedó en evidencia que faltan mejores y más accesibles canales de 
comunicación que acerquen a las víctimas con los servicios ofrecidos y las funciones de 
cada entidad, así como los medios a través de los cuales las víctimas pueden hacer 
efectivos sus derechos. 

Además, se evidenció la carencia de sincronía entre las entidades para brindar una 
atención efectiva, debido a que no existe una articulación en las rutas de derivación de 
cada institución.  

Por otro lado, el discurso apasionado de la mayoría de las víctimas con respecto a las 
entidades les permitió realizar una catarsis sobre su frustración con el Estado. Sin 
embargo eso fue un impedimento para llegar a propuestas concretas que permitan 
corregir las mimas fallas criticadas o falencias puestas en evidencia. Lo anterior también 
se puede asociar a la falta de conocimiento que los líderes tienen sobre las funciones de 
cada entidad. No obstante, su recomendación para ser incluidos en el proceso de 
formulación e implementación de políticas públicas con las entidades, es recurrente.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 


